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III. POLÍTICAS Y PRÁCTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Panorama general
1. Los Estados Unidos otorgan trato arancelario NMF a todos los Miembros de la OMC menos uno (Cuba).  Todas las líneas arancelarias, menos dos, están consolidadas.  En 2004 alrededor del 38 por ciento de todas las partidas arancelarias se importó en los Estados Unidos en régimen de exención de derechos, en comparación con un 31 por ciento en 2002.  En 2004 (el último año sobre el que se dispuso de equivalentes ad valorem), el arancel NMF medio aplicado fue del 4,9 por ciento, ligeramente inferior al de 2002.  El promedio arancelario NMF para los productos agropecuarios fue del 9,7 por ciento;  alrededor del 2 por ciento de todas las partidas está sujeto a contingentes arancelarios.  La participación de los aranceles no ad valorem disminuyó al 10,6 por ciento en 2004;  los aranceles no ad valorem confirieron una protección media mayor que los tipos ad valorem.  Las importaciones están sujetas a cargas adicionales, entre ellas un gravamen por tramitación aduanera y un gravamen por usos portuarios, ambos ad valorem.

2. En el período objeto de examen empezaron a aplicarse nuevas preferencias arancelarias como consecuencia de la entrada en vigor de Acuerdos de Libre Comercio entre los Estados Unidos y Australia, Chile y Singapur.

3. Desde el anterior examen, los Estados Unidos han adoptado medidas adicionales para incorporar consideraciones de seguridad en sus procedimientos de importación, especialmente mediante la promulgación de reglamentos relacionados con la Ley de Comercio Exterior de 2002 y la Ley contra el Bioterrorismo.  La mayoría de las restricciones no arancelarias, entre ellas una prohibición de las importaciones de productos de mamíferos marinos, camarones y atunes procedentes de países que se ha constatado no cumplen las disposiciones ambientales estadounidenses, se mantiene con fines no comerciales.

4. En junio de 2005 había en vigor 274 medidas antidumping, que afectaban principalmente al hierro y el acero, los productos químicos, los productos farmacéuticos, los productos agropecuarios y los productos forestales;  las iniciaciones de investigaciones antidumping disminuyeron en 2004 y en la primera mitad de 2005.  A su vez, los exportadores estadounidenses son objeto de unas 55 medidas antidumping impuestas en unos 13 mercados extranjeros.  El OSD ha constatado que determinadas disposiciones y métodos antidumping y compensatorios de los Estados Unidos son incompatibles con la OMC, lo que llevó a modificar las leyes estadounidenses.  Un asunto sustanciado en el período objeto de examen llevó a la derogación de la Ley Antidumping de 1916.  Sin embargo, la Ley de compensación por continuación del dumping o mantenimiento de las subvenciones de 2000, también conocida como Enmienda Byrd, siguió en vigor.  La Enmienda Byrd canaliza los ingresos derivados de los derechos antidumping y compensatorios a los solicitantes cuya petición se ha aceptado;  los desembolsos han sobrepasado ligeramente los 1.000 millones de dólares EE.UU. desde que la Enmienda entró en vigor.

5. A finales de 2005 no había en vigor medidas de salvaguardia generales.  No obstante, ese año los Estados Unidos aplicaron salvaguardias de transición a determinados productos textiles y de vestido procedentes de China;  los Estados Unidos y China llegaron también a un entendimiento para limitar las exportaciones chinas de diversos productos textiles y de vestido al mercado estadounidense durante el período 2006-2008.

6. La normalización desempeña un papel importante por lo que respecta a la garantía de la seguridad y calidad de los productos en los Estados Unidos.  Los Estados Unidos han presentado numerosas notificaciones en el marco de los Acuerdos OTC y MSF, pero no hay información sobre la medida en que las normas estadounidenses se basan en normas elaboradas por organizaciones internacionales.

7. Para dar apoyo a las exportaciones, los Estados Unidos proporcionan seguros y financiación de las exportaciones por intermedio de su organismo oficial de crédito a la exportación (el Export-Import Bank).  Han promulgado normas para derogar las disposiciones sobre ingresos extraterritoriales del código fiscal estadounidense, cuya incompatibilidad con las normas de la OMC se había constatado.  Un grupo especial sobre el cumplimiento concluyó que las nuevas normas no aplicaban plenamente las resoluciones de la OMC sobre las disposiciones fiscales estadounidenses.

8. Se mantienen controles y restricciones de las exportaciones por motivos de seguridad nacional o política exterior o para garantizar un suministro interno suficiente.  Los controles de las exportaciones pueden ser consecuencia de decisiones de política nacional estadounidense o de la participación de los Estados Unidos en regímenes no vinculantes de control de las exportaciones, y asimismo aplicarse en el contexto de embargos impuestos por las Naciones Unidas.

9. La ayuda gubernamental a los productos nacionales adopta la forma de exenciones fiscales federales y subfederales, desembolsos financieros y programas de crédito.  En su última notificación a la OMC, en octubre de 2003, los Estados Unidos enumeraron 45 programas federales y 330 programas subfederales de subvención.  En el período objeto de examen, la Ley de Creación de Empleo de los Estados Unidos de 2004 introdujo deducciones fiscales, incluida una exención fiscal por una sola vez a las transnacionales estadounidenses que repatríen ingresos en el extranjero.

10. La aplicación de las normas sobre política de competencia ha seguido centrándose en las actividades de los cárteles internacionales.  En 2004 entraron en vigor cambios en la legislación sobre política de competencia, entre ellos de las sanciones por infracción de la Ley Sherman.  La política estadounidense relativa al acceso a los mercados a efectos de contratación pública consiste en otorgar trato nacional sobre la base del principio de reciprocidad.  Los Estados Unidos mantienen una serie de prescripciones en materia de compras nacionales para contrataciones no abarcadas por el Acuerdo sobre Contratación Pública, el TLCAN, el Acuerdo Plurilateral de la OMC sobre Comercio de Aeronaves Civiles, o acuerdos comerciales bilaterales.  La política en materia de contratación pública también tiene por objeto aumentar la participación de pequeñas empresas y otros tipos de empresas mediante reservas de contratos y otros programas de preferencias.

11. En el período objeto de examen se introdujeron varios cambios reglamentarios relacionados con la protección de los derechos de propiedad intelectual en los Estados Unidos, especialmente en materia de patentes, marcas de fábrica y de comercio, derechos de autor y observancia de las leyes.  Los Estados Unidos aún no han aplicado la resolución del OSD relativa al artículo 211 de la Ley Omnibus de Asignaciones de 1998.

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones
i) Régimen aduanero y normas de origen
a)
Régimen aduanero
12. El organismo a cargo de la administración y aplicación de la reglamentación aduanera es la Oficina de Aduanas y Protección en Frontera (CBP), parte del Departamento de Seguridad Interior.  La CBP entró en funciones a principios de 2003.  Combina las funciones del Servicio de Aduanas, el Servicio de Inmigración y Naturalización, las Patrullas Fronterizas y parte del Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria, todas las cuales se transfirieron al Departamento de Seguridad Interior tras la promulgación de la Ley de Seguridad Interior de 2002.  La principal misión de la CBP es impedir la entrada en los Estados Unidos de terroristas y armas para terroristas, facilitando al mismo tiempo el flujo legítimo de viajeros y comercio.

13. Las importaciones de mercancías en los Estados Unidos deben ir acompañadas de los documentos de entrada previstos en el Reglamento de Aduanas.

14. Desde 2001 se está desarrollando un programa de modernización aduanera.  Comenzó con la introducción del Entorno Comercial Automatizado (ACE), que se prevé funcionará como un portal único de Internet para la tramitación de las importaciones.  Por medio del ACE, los usuarios podrán conectarse no sólo con la CBP, sino también con otros organismos gubernamentales que intervienen en los procedimientos de importación (y exportación).  El ACE sustituirá al Sistema Automatizado Comercial actualmente utilizado por la CBP para tramitar las importaciones.

15. A principios de 2005 se habían creado casi 400 cuentas ACE para importadores, agentes de aduanas y transportistas, que representaban alrededor de una tercera parte de las importaciones en el ejercicio fiscal 2003.
  También en esas fechas se estaba probando el ACE en el puerto de Blaine, Washington.  Una vez finalizadas las pruebas, el ACE se aplicará en puertos contiguos.  La CBP tiene intención de extender el ACE a todos los puertos terrestres, marítimos y aéreos de los Estados Unidos.  Según la CBP, el ACE deberá ser plenamente operacional no más tarde de 2009.

16. Con posterioridad al Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos de 2004 la capacidad del ACE se ha ampliado.  Los importadores y los agentes de aduanas que utilizan el ACE pueden efectuar pagos de derechos y gravámenes a la CBP con periodicidad mensual en vez de hacerlo para cada expedición.  Además, en apoyo de las prescripciones introducidas por la Ley de Comercio Exterior de 2002, los conductores de camiones pueden usar el ACE para presentar manifiestos electrónicos por anticipado.

17. Las principales novedades que afectan al régimen aduanero desde mediados de 2003 son la promulgación del reglamento que prevé la transmisión electrónica anticipada de información sobre carga a la CBP en el marco de la Ley de Comercio Exterior de 2002 y la ampliación de varias iniciativas encaminadas a fortalecer la seguridad de los Estados Unidos.

b)
Transmisión electrónica de información sobre carga

18. En diciembre de 2003 la CBP publicó en el Federal Register el reglamento final de la Ley de Comercio Exterior de 2002.
  El reglamento, que entró en vigor en enero de 2004, regula la transmisión electrónica anticipada de información sobre carga a la CBP.  La CBP estaba obligada a promulgar ese reglamento por lo dispuesto en el artículo 343 de la Ley de Comercio Exterior de 2002, en su forma enmendada por el artículo 108 de la Ley de Seguridad del Transporte Marítimo.  Según la CBP, "la recepción de información electrónica anticipada sobre carga para todos los medios de transporte permitirá a la CBP identificar e intervenir cargas de alto riesgo antes de que éstas penetren en los flujos comerciales de los Estados Unidos ...".
  La CBP también ha indicado que "al identificarse en una etapa temprana la carga de alto riesgo, se facilitará el movimiento de las importaciones de bajo riesgo".

19. Uno de los principales instrumentos utilizados por la CBP para identificar cargas de alto riesgo es el Sistema Automatizado de Polarización (ATS).  Se trata de un sistema informático que analiza la información sobre carga mediante el uso de normas ponderadas, asignando un nivel de riesgo a cada expedición.  El Centro Nacional de Polarización del Departamento de Seguridad Interior analiza con más detalle la información sobre carga.

20. Tras la adopción del reglamento de la Ley de Comercio Exterior, la declaración de carga del buque (formulario CBP 1302) deberá enviarse a la CBP en formato electrónico por medio del Sistema de Manifiestos Automatizados;  ya no se aceptarán comunicaciones en papel.  Hay dos maneras de enviar electrónicamente datos a la CBP en el Sistema de Manifiestos Automatizados.  Una consiste en enviar los datos a una autoridad portuaria o centro de servicios, muchos de los cuales pueden recibir datos vía Internet.  Las autoridades portuarias o centros de servicios transmiten seguidamente la información a la CBP.  La segunda opción es establecer una conexión directa con la CBP.

21. Los importadores pueden pedir que sus nombres y direcciones (y los de sus expedidores) que figuran en las declaraciones de carga del buque se traten como información confidencial.
  Con ese fin, los importadores deberán presentar un certificado de la CBP.  Los certificados son válidos por dos años y pueden renovarse.  La prensa puede copiar, pero no publicar, información certificada.

22. Con arreglo al reglamento de la Ley de Comercio Exterior, la CBP deberá recibir, por medio de un sistema electrónico de intercambio de datos aprobado por la CBP, información concerniente a la carga antes de que ésta entre en los Estados Unidos (o se envíe desde los Estados Unidos) por cualquier medio de transporte comercial (mar, aire, ferrocarril o camión).  El tiempo límite para enviar la información sobre carga a la CBP depende del medio de transporte utilizado (cuadro III.1).  La carga que atraviese los Estados Unidos sin estar destinada a descarga en un puerto estadounidense está también sujeta a la obligación de transmisión anticipada de información electrónica sobre la carga.  La omisión de la información electrónica previa sobre la carga a la CBP dentro de los plazos establecidos puede sancionarse con una multa de 5.000 dólares EE.UU. en caso de primera infracción, y de 10.000 dólares EE.UU. para cualesquiera infracciones posteriores.
  En el contexto del presente examen, las autoridades estadounidenses han indicado que el número de multas cobradas por infracciones del artículo 343 de la Ley de Comercio Exterior de 2002 no es información de dominio público.

Cuadro III.1

Prescripciones para la transmisión previa de información electrónica sobre carga

	Medio de transporte
	Sistema de transmisión
	Tiempo límite para la transmisión
	Partes a las que incumbe la transmisión
	Fecha o período de aplicación

	Aéreo
	Sistema de Manifiestos Aéreos Automatizados (AMS)
	4 horas antes de la llegada a los Estados Unidos, o al "subir el tren de aterrizaje" desde aeropuertos del hemisferio occidental al norte del Ecuador
	Transportista, importador o agente de aduanas, servicio de entrega urgente, otros transportistas aéreos
	13 de agosto a 13 de diciembre de 2004

	Ferroviario
	AMS para ferrocarriles
	2 horas antes de la llegada a los Estados Unidos
	Transportista
	12 de julio de 2004 a 9 septiembre de 2004

	Marítimo
	AMS para buques
	24 horas antes de la carga en un puerto extranjero (para contenedores y para carga fraccionada)
	Transportista, transportista común que no explota buques
	4 de marzo de 2004

	Camión
	Programa de Comercio Libre y Seguro (FAST), Sistema de tramitación anterior a la llegada (PAPS), Programa de inspección y selectividad para despacho anticipado en la frontera (BRASS) o Sistema de Formularios de Entrada Aduaneros Automatizados (CAFES)
	FAST:  30 minutos antes de la llegada a los Estados Unidos

No-FAST:  1 hora antes de la llegada a los Estados Unidos
	Transportista, importador, agente de aduanas
	15 de noviembre de 2004 a 14 de enero de 2005


Fuente:
Federal Register, 68 FR 68140, 5 de diciembre 2003;  e información en línea de la Oficina de Aduanas y Protección en Frontera, "Frequently Asked Questions on the Trade Act of 2002:  Mandatory Advanced Electronic Cargo Information".  Disponible en:  http://www.cbp.gov/linkhandler/cgov/import/communications_to_industry/advance_info/tpa_faqs.ctt/tpa_faqs080304.doc.
23. La CBP exige a los participantes en el Sistema de Manifiestos Automatizados (incluidos los transportistas, importadores, agentes de aduanas o servicios de entrega urgente) que presenten la información sobre carga que sea "razonablemente necesaria" para la identificación de expediciones de alto riesgo.
  En la práctica, la CBP pide información sobre el peso de la carga y una descripción de la carga que sea lo bastante precisa para que la CBP pueda identificar la forma y otras características físicas de la carga.  La descripción "monitores de ordenador", por ejemplo, sería aceptable, pero la descripción "productos electrónicos" no lo sería.

24. Un análisis efectuado por la CBP revela que los costos derivados del cumplimiento de las prescripciones del reglamento de la Ley de Comercio Exterior serán "sustanciales" para los transportistas aéreos (estadounidenses y extranjeros) que envían carga a los Estados Unidos por vía aérea.
  Por otro lado, es probable que los costos para los camiones procedentes del Canadá y de México se vean compensados por un paso más rápido por las fronteras, con los consiguientes ahorros netos para ese sector.  Se estima que la repercusión para los buques y los ferrocarriles será insignificante, porque esos transportistas ya están utilizando ampliamente las comunicaciones electrónicas.

c)
Iniciativa de Seguridad de los Contenedores

25. La Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI) se anunció en enero de 2002.  Consiste en la selección e inspección de contenedores de alto riesgo destinados a los Estados Unidos en el puerto de partida y la utilización de sellos que evidencian la manipulación.  En el marco de la CSI se destacan funcionarios de la CBP a los puertos participantes, donde identifican contenedores de alto riesgo.  Los funcionarios del país anfitrión inspeccionan esos contenedores utilizando equipo de inspección no intrusivo, inspección física, o ambas cosas, y los funcionarios de la CBP observan las inspecciones.  La CBP paga los gastos de los funcionarios de la CBP destinados en puertos extranjeros.  El número de puertos marítimos extranjeros donde la CSI es operacional casi se ha duplicado desde marzo de 2004, pasando de 18 a 35.
  Las autoridades estadounidenses indican que la CSI se autorizó al amparo de las facultades del Ejecutivo, y no por ley, y que no prevén publicar un reglamento para la CSI.

26. En la CSI sólo pueden participar puertos que tengan un tráfico "regular, directo y sustancial" de contenedores a puertos marítimos de los Estados Unidos.
  Para poder participar, los puertos marítimos deben disponer de "equipo de inspección no intrusivo", como equipo de visualización por rayos gamma o rayos X, y equipo de detección de radiaciones.  Además, los puertos CSI deben comprometerse a establecer un sistema automatizado de gestión de los riesgos, a compartir datos con la CBP, a resolver los aspectos vulnerables de seguridad de su infraestructura, y a mantener programas e integridad del personal.

27. Según la CBP, la carga destinada a los Estados Unidos inspeccionada en un puerto CSI no se inspeccionará a su llegada a los Estados Unidos, salvo que información adicional modifique la evaluación inicial de los riesgos (por ejemplo, si se conocen nuevos datos), o si se constata que la integridad del sello de un contenedor es dudosa.

28. En abril de 2004, los Estados Unidos y la Unión Europea firmaron un acuerdo que amplía su Acuerdo de Asistencia Mutua Aduanera vigente para incluir la cooperación en materia de seguridad de los contenedores y cuestiones conexas.

d)
La Asociación Aduanera y Comercial contra el Terrorismo

29. En marzo de 2005 entraron en vigor nuevas directrices de seguridad para importadores en el marco de la Asociación Aduanera y Comercial contra el Terrorismo (C-TPAT), una iniciativa pública-privada voluntaria puesta en marcha en mayo de 2002.  En el marco de la C-TPAT, las empresas realizan autoevaluaciones exhaustivas de su cadena de suministro utilizando las directrices C-TPAT elaboradas conjuntamente con la CBP.  Las empresas participantes deben también facilitar a la CBP información pertinente sobre sus camiones, conductores, carga, proveedores y rutas.  A su vez, los participantes en la C-TPAT se benefician de la menor frecuencia de las inspecciones de su carga por la CBP.  Según la CBP, es seis veces menos probable que los participantes en la C-TPAT sean objeto de un examen relacionado con la seguridad.
  Según las autoridades estadounidenses, la C-TPAT se creó mediante una orden del Ejecutivo, y no se ha publicado ningún reglamento para la C-TPAT.

30. Las directrices C-TPAT para los importadores abarcan:  la seguridad de los contenedores;  el acceso físico a las instalaciones;  el personal;  los procesos concernientes al transporte, la manipulación y el almacenamiento de carga;  la tecnología de la información;  la formación en seguridad y la atención a las amenazas;  y la selección de interlocutores empresariales.  Las directrices se aplicarán en tres fases entre marzo y septiembre de 2005.  La CBP prevé revisar las directrices de seguridad aplicables a otros sectores que pueden participar en la C-TPAT.

31. Unas 9.400 empresas están inscritas en la C-TPAT (agosto de 2005).
  La participación está abierta a importadores estadounidenses
;  transportistas internacionales aéreos y marítimos;  agentes de aduana con licencia en los Estados Unidos;  transitarios;  transportistas terrestres que cruzan las fronteras de los Estados Unidos, el Canadá y México;  y puertos y operadores terminales en los Estados Unidos.  Los fabricantes mexicanos también pueden participar:  unos 400 fabricantes mexicanos se han inscrito.  Otros fabricantes extranjeros sólo pueden participar por invitación de la CBP.  Se hacen invitaciones sobre la base de factores relacionados con la cadena de suministro, entre ellos las preocupaciones específicas en materia de seguridad, las amenazas estratégicas planteadas por regiones geográficas o los volúmenes de importación estratégicos.

32. Los camiones aprobados en el marco de la C-TPAT pueden utilizar carriles especiales en determinados cruces fronterizos.  Se están creando carriles especiales como parte de los programas bilaterales de Comercio Libre y Seguro (FAST) que los Estados Unidos mantienen con el Canadá y México.  Para poder participar, los conductores de camiones deben ser titulares de una tarjeta de identidad de registro de conductor comercial FAST, y el camión debe cumplir los requisitos del Proceso de Solicitud para Transportistas de Carreteras Fronterizas.  El importador, y en el caso de las expediciones procedentes de México, el fabricante, deberán disponer también de una aprobación C‑TPAT.

33. El programa FAST con el Canadá se puso en marcha en diciembre de 2002 y funciona en 11 cruces fronterizos.  El programa con México empezó en septiembre de 2003 y funciona en 7 cruces fronterizos.  La CBP prevé ampliar el programa FAST a otros 14 cruces fronterizos septentrionales y meridionales no más tarde de julio de 2005.

e)
Normas de origen

34. Los Estados Unidos aplican normas de origen no preferenciales y preferenciales.  Las normas de origen preferenciales mantenidas por los Estados Unidos en el marco de varios acuerdos bilaterales de libre comercio concertados después de 1997 aún no se han notificado a la OMC (octubre de 2005).

35. Se aplican normas de origen no preferenciales a efectos de trato NMF, contratación pública y marcado del país de origen, y también pueden utilizarse en relación con medidas antidumping y compensatorias.
  La determinación del origen se basa en la autocertificación.

36. También se aplican normas de origen no preferenciales a los textiles y el vestido, y se mantienen "a efectos de las leyes aduaneras y la aplicación de restricciones cuantitativas".
  En octubre de 2005 la CBP publicó normas de origen provisionales revisadas para los textiles y el vestido para reflejar cambios derivados de la expiración del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC.
  Con arreglo a las nuevas normas, la exigencia de que las importaciones de productos textiles y de vestido vayan acompañadas de una declaración sobre textiles ha sido ya eliminada y sustituida por la exigencia de que los importadores identifiquen al fabricante de esos productos mediante un "código de identificación del fabricante".  Por lo general, ese código consiste en el código de la ISO para el país de origen, y determinados caracteres indicadores del nombre y la dirección del fabricante.

37. Por lo general, las normas de origen no preferenciales aplican los criterios de "íntegramente obtenido" y "transformación sustancial".  Por consiguiente, se considera que un artículo se ha producido en un país si ha sido fabricado, producido o cultivado íntegramente en ese país o si ha sido sustancialmente transformado en un artículo de comercio nuevo y distinto con un nombre, característica o uso distintos de los del artículo o los artículos a partir de los cuales ha sido transformado.
  No obstante, las autoridades estadounidenses han indicado que organismos distintos de la CBP pueden adaptar e interpretar con más detalle esos criterios generales para ajustarlos a las necesidades y fines del contexto específico en el que se aplican las normas no preferenciales.

38. Se mantienen normas de origen preferenciales en el marco de acuerdos de libre comercio y concesiones arancelarias unilaterales (cuadro AIII.1).  Los acuerdos de libre comercio estadounidenses aplican el criterio "obtenido íntegramente".  Subsidiariamente, se apoyan sobre todo en cambios especificados de clasificación arancelaria para determinar si se satisfacen los requisitos establecidos y, en menor medida, en criterios de contenido de valor regional, ya sea por separado o en combinación.  Para algunos productos esas normas establecen también determinadas prescripciones en materia de producción.

39. Las normas de origen en el marco de concesiones arancelarias unilaterales y algunos acuerdos de libre comercio requieren que las mercancías que no satisfacen el criterio "obtenido íntegramente" cumplan requisitos de contenido local para poder disfrutar de trato arancelario preferencial.  El valor de los insumos importados puede contarse para cumplir el requisito de contenido local si los insumos han sido sustancialmente transformados en un artículo de comercio nuevo y diferente antes de utilizarse para producir la mercancía que se importa en los Estados Unidos.  Este criterio se denomina transformación sustancial doble.

40. A partir de enero de 2003 los Estados Unidos aplican normas de origen liberalizadas a determinados productos procedentes del Canadá en el marco del TLCAN.
  Esos productos son:  bebidas alcohólicas, petróleo crudo, ésteres de glicerol, joyería de perlas, auriculares con micrófonos, chasis equipados con motor y máquinas fotocopiadoras.  Las importaciones procedentes de México están sujetas a las normas de origen anteriormente vigentes.

ii) Aranceles
41. Los Estados Unidos aplican derechos de aduana a las importaciones sobre la base de su valor f.o.b. en el punto de exportación.

42. El Arancel Armonizado de los Estados Unidos fue promulgado por la Ley de Comercio Exterior y Competitividad de 1988 y entró en vigor en enero de 1989.  Se basa en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).

43. El Arancel Armonizado de 2004 refleja las enmiendas de 2002 del SA.  Comprende 10.304 líneas arancelarias al nivel de 8 dígitos del SA (capítulos 1-97).

a)
Interlocutores comerciales en régimen NMF
44. La política general de los Estados Unidos, consagrada en el artículo 126 de la Ley de Comercio Exterior de 1974, es otorgar trato arancelario en régimen NMF a todos sus interlocutores comerciales.
  Los Estados Unidos pueden adoptar leyes que nieguen el trato arancelario en régimen NMF a países específicos:  aplica trato NMF a todos los Miembros de la OMC menos uno (Cuba).  Además, la República Popular Democrática de Corea no recibe trato arancelario NMF de los Estados Unidos.  Las importaciones procedentes de esos dos países están sujetas al "tipo legal", que es el tipo impuesto por la Ley Arancelaria Smoot-Hawley de 1930, en su forma enmendada.  El tipo legal figura en la columna 2 del Arancel Armonizado.  En diciembre de 2003 se restauró el trato arancelario en régimen NMF para Serbia y Montenegro, y en febrero de 2005 para la República Democrática Popular Lao.

45. Los Estados Unidos otorgan trato arancelario en régimen NMF con carácter temporal y condicional a los siguientes países, todos los cuales han concertado acuerdos comerciales bilaterales con los Estados Unidos:  Azerbaiyán, Belarús, Kazajstán, Rusia, Tayikistán, Turkmenistán, Ucrania, Uzbekistán y Viet Nam.
  Se niega a esos países el trato arancelario NMF permanente e incondicional sobre la base del Título IV de la Ley de Comercio Exterior de 1974, que reestipula que el Presidente de los Estados Unidos negará el trato arancelario en régimen NMF a cualquier economía que no sea una economía de mercado y no reuniera las condiciones para recibir ese trato al 3 de enero de 1975, fecha de promulgación de la Ley, y que niega o restringe gravemente los derechos de sus ciudadanos a emigrar.  Esta disposición se conoce como enmienda Jackson-Vanik.

b)
Tipos arancelarios NMF aplicados
46. El siguiente análisis se basa en el Arancel Armonizado de 2004 de los Estados Unidos.  Aunque en las fechas de preparación del presente informe el Arancel ya se conocía, los equivalentes ad valorem de los tipos arancelarios no ad valorem sólo estaban disponibles para 2004.
  Excluyendo los tipos no ad valorem, el promedio aritmético del arancel NMF aplicado en 2005 es del 4,2 por ciento, el mismo que en 2004.

47. El promedio aritmético del arancel NMF aplicado, incluidos los equivalentes ad valorem de tipos específicos y compuestos, disminuyó del 5,1 por ciento en 2002 al 4,9 por ciento en 2004 (cuadro AIII.2).  El promedio arancelario aplicado para la agricultura (definición de la OMC) en 2004 fue del 9,7 por ciento, y se mantuvo prácticamente sin cambios con respecto a 2002.  El promedio arancelario aplicado para productos no agropecuarios fue del 4 por ciento en 2004, frente a un 4,2 por ciento en 2002.  La disminución del promedio no agropecuario refleja en parte la aplicación de los compromisos de reducción de los aranceles consolidados de la última etapa de la Ronda Uruguay para los textiles y el vestido y otros productos, ya que los tipos arancelarios aplicados se redujeron en paralelo con los tipos consolidados.  En 2004, las líneas en régimen de franquicia representaban el 38 por ciento de las líneas arancelarias, frente a un 31 por ciento en 2002 (cuadro III.2).
48. La participación de las líneas arancelarias no ad valorem ha disminuido del 12,2 por ciento de las líneas en 2002 al 10,6 por ciento en 2004.  Aunque ligeramente más de la mitad de las líneas arancelarias no ad valorem comparables disminuyó entre 2002 y 2004, en promedio los aranceles no ad valorem siguen proporcionando mayor protección que los derechos ad valorem.  En 2004, el promedio de equivalentes ad valorem de tipos arancelarios no ad valorem fue del 10,7 por ciento, en comparación con el 4,3 por ciento para los derechos ad valorem.  Los tipos arancelarios no ad valorem se aplican principalmente a productos agropecuarios, calzado y tocado, relojes e instrumentos de precisión.

Cuadro III.2

Estructura del Arancel de los Estados Unidos, 1998-2004

	
	
	1998
	2000
	2002
	2004

	1.
	Número total de líneas arancelariasa
	9.997
	10.001
	10.297
	10.304

	2.
	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	14,0
	12,4
	12,2
	10,6

	3.
	No ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	4.
	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)b
	2,0
	2,0
	1,9
	1,9

	5.
	Líneas arancelarias en régimen de franquicia (% de las líneas arancelarias)
	18,6
	31,5
	31,2
	37,7

	6.
	Tipo arancelario medio de líneas gravables (%)
	7,2
	8,0
	7,4
	7,8

	7.
	"Crestas" arancelarias internas (% de las líneas arancelarias)c
	4,9
	5,3
	5,6
	7,1

	8.
	"Crestas" arancelarias internacionales (% de las líneas arancelarias)d
	7,7
	7,0
	6,6
	5,5

	9.
	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0e
	100,0e
	100,0e
	100,0e


a
Capítulos 1 a 97, al nivel de 8 dígitos, excluidas las líneas arancelarias dentro de contingente.

b
En los reglamentos estadounidenses los contingentes arancelarios se denominan "contingentes con tipos arancelarios".

c
Por crestas arancelarias internas se entiende las que exceden tres veces el tipo aplicado medio global.

d
Por crestas arancelarias internacionales se entiende las que exceden el 15 por ciento.

e
Dos líneas relativas al petróleo crudo no están consolidadas.
Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos proporcionados por las autoridades estadounidenses.
49. En 2004 se aplicaban tipos NMF superiores al 15 por ciento a aproximadamente el 5,5 por ciento de las líneas arancelarias.  Los productos sujetos a tipos ad valorem o a equivalentes ad valorem más altos eran el tabaco (350 por ciento), el suero (284 por ciento), la crema agria (177 por ciento) y los cacahuetes (maníes) (164 por ciento);  en el sector no agropecuario el tipo más alto se aplicaba al calzado (58 por ciento).

50. Los contingentes arancelarios comprenden un poco más del 2 por ciento de las líneas arancelarias (véase el capítulo IV 2)).

c)
Consolidaciones en la OMC
51. A raíz de la Ronda Uruguay, los Estados Unidos consolidaron todas las líneas arancelarias de los capítulos 1 a 97, excepto dos líneas dedicadas al petróleo crudo.

52. En enero de 2004 prácticamente todas las líneas arancelarias habían alcanzado su tipo arancelario NMF consolidado definitivo.
  Entre los productos con reducciones arancelarias NMF consolidadas en 2004 cabe citar los textiles y el vestido, los productos químicos, las pinturas, los plásticos, los productos de cuero, los productos de cerámica, los productos de vidrio y los productos de acero, todos los cuales estaban sujetos a reducciones anuales escalonadas de los aranceles NMF consolidados a lo largo de un período de 10 años.  La reducción de los aranceles NMF consolidados se llevó a cabo a lo largo de 5 años para la mayor parte de los productos industriales (1995-1999), y de 6 años para la mayoría de los productos agropecuarios (1995-2000).

53. La Lista de concesiones de los Estados Unidos certificada en la OMC, donde se reflejan los cambios de 1996 en el SA, entró en vigor en marzo de 2005.
  Los Estados Unidos también han enmendado su Lista de concesiones para aplicar los cambios del SA 2002.  La Secretaría de la OMC ha examinado los cambios propuestos por los Estados Unidos utilizando un sistema de verificación electrónica, en consonancia con el procedimiento acordado por los Miembros de la OMC en 2001 para introducir los cambios del SA 2002 en las Listas de concesiones.

d)
Aranceles preferenciales
54. Los Estados Unidos pueden otorgar preferencias arancelarias ya sea unilateralmente o en el contexto de acuerdos bilaterales o regionales de libre comercio.

Preferencias arancelarias unilaterales
55. Los Estados Unidos otorgan trato arancelario preferencial unilateral a los países que reúnen las condiciones previstas en el Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) de los Estados Unidos, la Ley de Recuperación Económica de la Cuenca del Caribe (LRECC), en su forma enmendada por la Ley sobre Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe (CBPTA), la Ley de Preferencias Comerciales para los Países Andinos (LPCPA), modificada por la Ley de Promoción del Comercio Andino y Erradicación de las Drogas (ATPDEA), y la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA).  Los productos de las posesiones insulares de los Estados Unidos, de Estados libremente asociados, y de la Ribera Occidental y la Franja de Gaza reúnen también las condiciones previstas para el otorgamiento de preferencias arancelarias unilaterales.
  Según las autoridades estadounidenses, los países menos adelantados reúnen las condiciones previstas para el acceso en régimen de franquicia del 83 por ciento de los productos incluidos en el Arancel de los Estados Unidos.  Las principales disposiciones de esos programas se han descrito detalladamente en los informes de la Secretaría para anteriores Exámenes de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos.
  Esta sección se centra en los principales cambios acontecidos desde mediados de 2003 y que afectan al nivel o la cobertura de las preferencias arancelarias en el marco de esos programas.

56. Todos los productos que reúnen las condiciones previstas en el SGP se benefician de trato en régimen de franquicia.  En 2004, el promedio arancelario aritmético para las importaciones procedentes de países beneficiarios del SGP fue del 2,6 por ciento (cuadro AIII.3).  Las preferencias SGP otorgadas a Antigua y Barbuda, Bahrein y Barbados terminarán en 2006, tras superar esos países los umbrales establecidos en el SGP de los Estados Unidos.
  Tras la entrada en vigor, en enero de 2004, del Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos y Chile, Chile no reúne las condiciones previstas para las preferencias SGP, y tampoco las reúnen Eslovaquia, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Polonia y la República Checa tras su adhesión a la Unión Europea en mayo de 2004.
  En 2004-2005 Argelia, el Iraq, y Serbia y Montenegro pasaron a ser beneficiarios del SGP.

57. En julio de 2004 el Presidente firmó la Ley de Aceleración de la AGOA de 2004, que amplía las preferencias disponibles en el marco de la AGOA hasta 2015.
  La Ley amplía hasta septiembre de 2007, inclusive, el trato en régimen de franquicia en los Estados Unidos para cantidades limitadas de prendas de vestir producidas en beneficiarios de la AGOA menos adelantados, con independencia del origen de los tejidos utilizados para producir la prenda de vestir.
  Desde diciembre de 2003 se ha añadido también a Angola y Burkina Faso a la lista de países que reúnen las condiciones previstas para las preferencias AGOA, mientras que se ha eliminado a Côte d'Ivoire, Eritrea y la República Centroafricana.
  En el marco de la AGOA, la posibilidad de que un país sea beneficiario depende del cumplimiento de criterios específicos, entre ellos la protección de los derechos de los trabajadores y el progreso hacia el pluralismo político.

58. No se han introducido cambios importantes que afecten al nivel de cobertura de las preferencias arancelarias de la LRECC o la LPCPA desde el Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos de 2004 (véase también el capítulo II 4) iii)).

Acuerdos de libre comercio
59. En virtud de los Acuerdos de Libre Comercio con Australia, el Canadá y México, Chile, Israel, Jordania y Singapur, los Estados Unidos otorgan trato arancelario preferencial a mercancías originarias de esos países.  En esta sección se describe el alcance de las preferencias arancelarias en el marco de los acuerdos que han entrado en vigor desde mediados de 2003.  Otros acuerdos se han analizado en los informes de la Secretaría para anteriores Exámenes de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos.

60. El Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos y Australia entró en vigor en enero de 2005.  En virtud del Acuerdo, los aranceles estadounidenses sobre las mercancías originarias de Australia se eliminan al entrar en vigor el Acuerdo o en plazos de 4, 5, 8, 10, 11 ó 18 años.  Los aranceles sujetos a períodos de eliminación gradual generalmente se reducen en plazos anuales iguales, aunque la reducción de algunos aranceles, en su mayor parte los aplicados a determinadas importaciones agropecuarias fuera de contingente, se retrasan y no se reducen en los años iniciales del período de eliminación gradual.  Otros aranceles (aplicados a los textiles y el vestido) están sujetos a un límite máximo a lo largo del período de eliminación gradual.

61. Los Estados Unidos han excluido de la eliminación de aranceles el azúcar y algunos productos lácteos y que contienen azúcar.  Para un número limitado de mercancías, entre ellas la carne de bovino, los productos lácteos, los cacahuetes (maníes), el tabaco, el algodón y los aguacates, se otorga acceso inmediato al mercado mediante la creación y ampliación gradual de los contingentes arancelarios.  Los contingentes arancelarios para productos lácteos permanecerán en vigor indefinidamente, aunque las cantidades dentro de contingente que entran en régimen de franquicia aumentarán a una tasa anual de entre el 3 y el 6 por ciento.  El Acuerdo ofrece también trato en régimen de franquicia para las importaciones dentro de contingente de carne de bovino y productos lácteos reservados para Australia en el marco de los contingentes arancelarios de la OMC.

62. En aplicación del Acuerdo de Libre Comercio con Chile, el promedio arancelario aritmético para las importaciones procedentes de Chile fue del 1,3 por ciento en 2004 (cuadro AIII.3).  La mayoría de los aranceles se eliminó cuando el Acuerdo entró en vigor en enero de 2004.  El resto se eliminará gradualmente a lo largo de 2, 4, 8, 10 ó 12 años.  La eliminación de los aranceles sobre algunos productos está también retrasada.  Los Estados Unidos no han excluido ningún producto de la eliminación arancelaria.

63. El Acuerdo crea contingentes arancelarios transitorios para un número limitado de productos, entre ellos la carne de bovino, los productos lácteos, el azúcar, el tabaco, los aguacates, las alcachofas elaboradas, las aves de corral, los neumáticos, el cobre y determinados artículos de cerámica.  Esos contingentes arancelarios serán sustituidos por un acceso ilimitado y libre de franquicia al mercado estadounidense tras la expiración de su respectivo período de eliminación gradual.

64. El promedio arancelario aritmético sobre las importaciones procedentes de Singapur en el marco del Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos y Singapur fue del 2,2 por ciento en 2004 (cuadro AIII.3).  La mayoría de los aranceles estadounidenses se eliminaron en enero de 2004, al entrar en vigor el Acuerdo.  El resto se eliminará gradualmente a lo largo de 4, 8 ó 10 años.  Todos los aranceles se reducirán en plazos anuales iguales a lo largo del período de eliminación gradual.  Los Estados Unidos no han excluido ningún producto de la eliminación de aranceles.

65. Al igual que el acuerdo con Chile, el acuerdo con Singapur prevé el acceso inmediato al mercado estadounidense para un número limitado de productos, entre ellos la carne de bovino, los productos lácteos, los cacahuetes (maníes), el azúcar, el tabaco y el algodón, mediante contingentes arancelarios con tipos en régimen de franquicia dentro de contingente.  Todos los contingentes arancelarios serán sustituidos por un acceso ilimitado en régimen de franquicia a partir del décimo año desde la entrada en vigor del acuerdo.

iii) Otras cargas que afectan a las importaciones
66. Las importaciones valoradas en más de 2.000 dólares EE.UU. están sujetas a un gravamen por tramitación de mercancías recaudado por el Servicio de Aduanas y Protección de las Fronteras.
  El gravamen está fijado en el 0,21 por ciento del valor de importación;  los mínimos y máximos legales son 25 dólares y 485 dólares EE.UU.  En virtud de los Acuerdos de Libre Comercio concluidos entre los Estados Unidos y Australia, el Canadá y México, Chile, Israel y Singapur, los productos originarios de esos países están exentos.  Las importaciones admisibles procedentes de países menos adelantados y países beneficiarios de la LRECC están también exentas, al igual que determinados productos importados en el marco del SGP.  La aplicación del gravamen por tramitación de mercancías se ha ampliado hasta septiembre de 2014, tras la adopción de la Ley de Creación de Empleo de 2004.

67. Según las autoridades estadounidenses, la intención del Congreso era que la cuantía del gravamen por tramitación de mercancías representara aproximadamente el costo para la CBP de la tramitación de entradas de mercancías importadas.
  También han observado que el techo legal de los gravámenes de tramitación de mercancías se introdujo en parte "para abordar preocupaciones expresadas en el marco del GATT".
  Con arreglo a la Ley de Creación de Empleo de 2004, el Secretario del Tesoro deberá realizar, no más tarde de septiembre de 2005, un estudio de todos los gravámenes percibidos por el Departamento de Seguridad Interior, y formular recomendaciones sobre los gravámenes que han de eliminarse y la cuantía de los que han de mantenerse.

68. Las importaciones por vía marítima valoradas en más de 2.000 dólares EE.UU. y desembarcadas en un puerto que recibe fondos federales para mantenimiento están sujetas a un gravamen de mantenimiento de puertos con independencia de su origen.
  La carga interna transportada por agua valorada en más de 1.000 dólares EE.UU. y cargada o descargada en uno de esos puertos está también sujeta al gravamen.  El gravamen, que sólo puede cobrarse una vez por la misma carga, está fijado en el 0,125 por ciento de su valor, y es recaudado por el Servicio de Aduanas y Protección de las Fronteras.  Las autoridades estadounidenses han indicado que la finalidad del gravamen de mantenimiento de los puertos es "procurar que las empresas que se benefician directamente del uso de puertos estadounidenses ... sufraguen el costo del mantenimiento de esos puertos".

69. La carga exportada está exenta del gravamen de mantenimiento de puertos tras una decisión de 1998 de la Corte Suprema de los Estados Unidos.
  Concretamente, la Corte sostuvo que el gravamen de mantenimiento de puertos presentaba "indicios de un impuesto", y que el valor de la carga de exportación -la base sobre la que se determina el gravamen- no "tenía una correlación fiable con los servicios, instalaciones y beneficios federales de los puertos utilizados o utilizables por el exportador".  En consecuencia, la Corte Suprema determinó que el gravamen de mantenimiento de puertos, tal como se aplicaba a las exportaciones, infringía la Cláusula de Exportación de la Constitución de los Estados Unidos.

70. En junio de 2004, el Brasil y los Estados Unidos notificaron al Órgano de Solución de Diferencias de la OMC que habían llegado a una solución mutuamente satisfactoria de la cuestión relativa al "impuesto especial de equiparación".
  Ese impuesto había sido establecido por el Estado de Florida sobre la elaboración de productos cítricos importados.  Anteriormente, el Brasil había solicitado el establecimiento de un grupo especial.

iv) Medidas antidumping y compensatorias
a)
Legislación y aplicación
71. Las principales disposiciones sobre derechos antidumping y compensatorios de los Estados Unidos están contenidas en el Título VII de la Ley Arancelaria de 1930, modificado en virtud de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979.  La Ley de Comercio y Aranceles de 1984, la Ley General de Comercio Exterior y Competencia de 1988, y la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay (URAA) de 1994 introdujeron nuevas modificaciones de la legislación antidumping y sobre derechos compensatorios.

72. En los Estados Unidos, la administración de las leyes y los acuerdos sobre medidas antidumping y compensatorias es competencia de la Administración de Comercio Internacional (ITA), perteneciente al Departamento de Comercio (USDOC), y de la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC).  Compete a la ITA la determinación de la existencia y el margen de dumping y de las subvenciones en las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios, y a la USITC la determinación de la existencia de daño importante o amenaza de daño importante a la rama de producción nacional como resultado de las importaciones objeto de dumping o de subvención.  La Unidad de Análisis y Asesoramiento para solicitudes antidumping/derechos compensatorios de la ITA ayuda a las empresas estadounidenses a recurrir a las leyes estadounidenses sobre comercio desleal.  Se presta ayuda, entre otras cosas, para comprender las leyes y reglamentos y para presentar solicitudes de iniciación de una investigación.

73. En general, el USDOC inicia las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios a instancias de los reclamantes y sobre la base de solicitudes por escrito;  el USDOC está facultado para iniciar investigaciones por propia iniciativa, pero rara vez lo hace.  Las peticiones deben presentarse simultáneamente a la ITA y la USITC.  Posteriormente, la USITC realiza una determinación preliminar de la existencia de daño:  si el resultado es negativo, se pone fin a la investigación;  si es positivo, la ITA formula una determinación preliminar de la existencia de dumping o subvención.  Con independencia de que la determinación preliminar de la ITA sea positiva o negativa, la investigación continúa.  Si la determinación es positiva, pueden aplicarse medidas provisionales.  Si, en su determinación final, la ITA constata la existencia de un margen de dumping o una tasa de subvención superiores a los niveles de minimis, la USITC formula una determinación definitiva de la existencia de daño:  si la determinación es positiva, la ITA expide una orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios;  si es negativa, se pone fin a la investigación, no se dicta ninguna orden, se anulan las medidas provisionales y se devuelven las fianzas y los depósitos en efectivo.

74. La Ley de compensación por continuación del dumping o mantenimiento de las subvenciones (CDSOA) de 2000, conocida también como Enmienda Byrd, instauró un sistema en virtud del cual los derechos antidumping y compensatorios establecidos se distribuyen a los miembros de la rama de producción estadounidense afectada que haya apoyado la solicitud de investigación.
  En virtud de la CDSOA, los productores nacionales afectados pueden recibir una parte de los derechos antidumping o compensatorios percibidos como compensación de determinados gastos admisibles.  Las asignaciones en el marco de la CDSOA se distribuyen sobre la base de un ejercicio fiscal, en proporción con los gastos admisibles.  La Oficina de Aduanas y Protección en Frontera de los Estados Unidos (CBP) presenta anualmente un informe sobre las asignaciones en el marco de la CDSOA, sobre los derechos no recaudados y sobre los saldos de las cuentas de compensación.
  El 1º de octubre de 2004, los depósitos CDSOA en la cuenta de compensación totalizaban 3.950 millones de dólares EE.UU., de los que 1.930 millones de dólares correspondían a casos antidumping y 2.020 millones de dólares a casos de derechos compensatorios.  Alrededor del 73 por ciento de los depósitos CDSOA (2.900 millones de dólares EE.UU.) correspondía a casos antidumping y compensatorios concernientes a la madera blanda procedente del Canadá.  En el ejercicio fiscal de 2004 el valor estimado de los desembolsos fue de 284 millones de dólares EE.UU., y el total de desembolsos desde el ejercicio fiscal de 2001 se cifró en 1.030 millones de dólares EE.UU.
  En un estudio reciente, la GAO reveló que los desembolsos se concentraron en unas pocas empresas;  alrededor de la mitad fue a parar a cinco empresas, y aproximadamente el 80 por ciento a 39 de las 770 empresas beneficiarias.

75. En julio de 2004 la CBP publicó nuevas directrices para esclarecer las prescripciones en materia de fianzas continuadas aplicables a lo importadores de productos agropecuarios o de la acuicultura objeto de asuntos antidumping o compensatorios.
  Estas medidas se adoptaron después de que la CBP detectara dificultades para recaudar los derechos antidumping determinados en la liquidación, en particular para productos agropecuarios y de la acuicultura.
  Con arreglo a las directrices anteriores la cuantía mínima de las fianzas continuadas se había establecido en un 10 por ciento de los derechos, impuestos y gravámenes pagados por el importador el año anterior;  cuando se aplicaban nuevos derechos antidumping/compensatorios, los derechos no se tenían en cuenta para determinar la fianza.  La CBP constató que había casos en los que las fianzas eran insuficientes para cubrir los aumentos de los márgenes de dumping que se habían producido entre la fecha del depósito y la fecha de la liquidación final.  Las mayores fluctuaciones se observaron en casos relacionados con productos agropecuarios y de la acuicultura.  Los directores de los puertos están ahora obligados a revisar las fianzas continuadas de importadores que importan productos agropecuarios o de la acuicultura objeto de asuntos de antidumping/compensatorios y a obtener fianzas mayores en caso necesario.  Todo aumento de la fianza exigible se hará efectivo cuando el USDOC publique su orden sobre el asunto;  tomando como referencia el valor de las importaciones de mercancías objeto del asunto en los 12 meses anteriores, la cuantía de las fianzas continuadas se aumentará en la tasa determinada por el USDOC en la orden.

76. También hay nuevas directrices para impedir elusiones:  si, después de que el USDOC publique una determinación preliminar positiva en un asunto concerniente a la agricultura/acuicultura, la CBP detecta cambios súbitos en los valores declarados, el país de origen alegado o la clasificación declarada, la CBP está obligada a aumentar la fianza continuada del importador.  La CBP seguirá controlando casos antidumping y compensatorios concernientes a todos los productos.  Si determina que otros productos plantean un riesgo comparable, se procederá a una revisión similar de la cobertura por fianza.

77. Algunos aspectos del sistema antidumping y compensatorio impugnados en la OMC se resolvieron en el período objeto de examen.  La impugnación de la Ley Antidumping de 1916 (disposiciones antidumping de la Ley sobre la Renta de 1916) dio lugar a un informe del Órgano de Apelación en el que se recomendaba a los Estados Unidos que pusieran la Ley de 1916 en conformidad con las obligaciones que les correspondían en el marco de la OMC.
  El 3 de diciembre de 2004 el Presidente firmó una ley, la Ley de Correcciones Técnicas y Comerciales Diversas de 2004 (P.L. Nº 108-429) por la que se derogaba la Ley de 1916.
  La derogación no afecta a medidas iniciadas en el marco de la Ley de 1916 antes de la promulgación de la Ley de 2004 y pendientes en esa fecha.

78. Once Miembros de la OMC impugnaron la CDSOA, y en enero de 2003 el Órgano de Apelación confirmó las constataciones de un Grupo Especial de que determinados aspectos de la CDSOA no eran compatibles con las normas multilaterales.
  Se determinó por arbitraje que el "plazo prudencial" para la aplicación expiraba el 27 de diciembre de 2003.
  En junio de 2003 el Senado de los Estados Unidos aprobó disposiciones (S. 1299) para poner la CDSOA en conformidad con las obligaciones que correspondían a los Estados Unidos en el marco de la OMC.  En enero de 2004, ocho partes reclamantes pidieron autorización en la OMC para aplicar medidas de retorsión, y tres acordaron ampliar el período para la aplicación hasta el 27 de diciembre de 2004.  En agosto de 2004, los árbitros determinaron que cada reclamante podía aplicar medidas de retorsión, con carácter anual, que abarcaran un valor total de transacciones comerciales no superior al 72 por ciento de la cuantía de los desembolsos, en el marco de la CDSOA, de derechos pagados sobre las importaciones procedentes de cada parte.

79. En enero de 2005, tres partes comunicaron que habían llegado a un entendimiento con los Estados Unidos y que por el momento no solicitarían al OSD autorización para suspender obligaciones.
  En abril de 2005, la UE notificó al OSD que suspendía, a partir del 1º de mayo de 2005, la aplicación de concesiones y obligaciones conexas en el marco del GATT de 1994 relativas a las importaciones de determinados productos originarios de los Estados Unidos.  En el primer año se impondría un derecho adicional ad valorem del 15 por ciento a esos productos, y la UE observó que la suspensión representaba el 72 por ciento de los 38,63 millones de dólares EE.UU. recaudados sobre exportaciones de la UE y desembolsados a empresas estadounidenses en la distribución efectuada con arreglo al informe anual de la CDSOA.
  Para aplicar esas medidas, la UE publicó el Reglamento (CE) Nº 673/2005 del Consejo, de 25 de abril de 2005.
  En su informe sobre la aplicación de mayo de 2005, los Estados Unidos observaron que en marzo de 2004 se había presentado en la Cámara de Representantes un proyecto de ley para derogar la CDSOA (H.R. 3933), que en febrero de 2005 la Administración estadounidense había propuesto la derogación de la CDSOA en su proyecto de presupuesto para el ejercicio fiscal de 2006, y que en marzo de 2005 se había presentado en la Cámara de Representantes (H.R. 1121) un proyecto de ley que derogaría la CDSOA.
  Tanto la Cámara de Representantes como el Senado aprobaron disposiciones para derogar la CDSOA;  sin embargo, en enero de 2006 los Estados Unidos notificaron a la OMC que, como el Senado modificó la ley tras su aprobación por la Cámara de Representantes (con respecto a una disposición no relacionada), la ley tendría que someterse a votación en la Cámara antes de su presentación al Presidente.

80. En el contexto del Grupo de Negociación sobre las Normas, los Estados Unidos han observado que consideran que las medidas correctivas comerciales son parte integrante del actual sistema internacional de comercio basado en normas.
  Los Estados Unidos han sugerido que como parte de las negociaciones puede ser conveniente aclarar y mejorar cuestiones que afectan a los Acuerdos Antidumping y SMC.
  Por ejemplo, en febrero de 2005 los Estados Unidos presentaron una comunicación en la que afirmaban que era necesario aclarar y mejorar los Acuerdos Antidumping y SMC con respecto al problema de la elusión de las medidas antidumping y compensatorias.

b)
Medidas antidumping
81. Tras un incremento en 2001, debido, sobre todo, a solicitudes de la rama de producción de acero, el número de iniciaciones de investigaciones antidumping disminuyó considerablemente en 2002 y se estabilizó en 2003 (cuadro III.3).  Las 71 investigaciones iniciadas en 2002 y 2003 afectaban a un valor combinado de importación de aproximadamente el 0,2 por ciento del total de las importaciones estadounidenses.  En 2004 sólo se iniciaron 26 investigaciones;  en el primer trimestre de 2005 se iniciaron otras dos.

Cuadro III.3

Investigaciones antidumping, 1980-2004

	Año
	1980-90
	1991-99
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Iniciaciones
	418
	370
	45
	77
	34
	37
	26

	Determinaciones preliminares
	336
	327
	22
	61
	44
	21
	37

	Determinaciones definitivas
	283
	286
	35
	34
	58
	22
	25

	Órdenes de imposición de derechos
	188
	161
	20
	30
	26
	16
	14

	Revocaciones
	69
	134
	57
	8
	9
	1
	12


Fuente:
Departamento de Comercio de los Estados Unidos.

82. Treinta y ocho de las 71 investigaciones iniciadas en 2002 y 2003 (un 54 por ciento del total) dieron lugar a la imposición de medidas provisionales.  En 2004, aunque el número de investigaciones iniciadas fue menor, la adopción de medidas provisionales aumentó:  24 de las 26 investigaciones iniciadas dieron lugar a la aplicación de medidas provisionales;  la USITC formuló una determinación preliminar negativa de daño en un caso, y el USDOC formuló determinaciones preliminares y definitivas negativas en otro.  En el período 2002-2004 se publicaron otras 56 órdenes de imposición de derechos antidumping;  un 41 por ciento de las investigaciones iniciadas en este período dio lugar a la imposición de órdenes definitivas de imposición de derechos, en las cuales la decisión final se había adoptado a fines de marzo de 2005.

83. A finales de 2004 se aplicaron órdenes antidumping a importaciones procedentes de 44 países, frente a 48 países a mediados de 2003
;  estaban en vigor 273 órdenes de imposición de derechos antidumping, en comparación con 271 en junio de 2003.  Alrededor de un 55,7 por ciento de ellas se aplicaban a productos de hierro y acero, un 13,9 por ciento a productos químicos y farmacéuticos, y un 7,7 por ciento a productos agropecuarios y forestales;  el resto se aplicaba a las importaciones de diversas ramas de producción, entre ellas minerales y metales, maquinaria y equipos, textiles y vestido.  A finales de junio de 2005 estaban en vigor 274 órdenes.
  En los ejercicios presupuestarios 2002 y 2003 las importaciones objeto de investigaciones antidumping totalizaron, respectivamente, 1.100 millones de dólares y 1.000 millones de dólares EE.UU.  Se formularon determinaciones positivas sobre importaciones por un total de 330 millones de dólares y 530 millones de dólares EE.UU.
, que representaban un 0,03 y un 0,04 por ciento del total de las importaciones en 2002 y 2003, respectivamente.  El valor de las importaciones afectadas por medidas antidumping entre 1980 y 2003 se elevó a 6.000 millones de dólares EE.UU., cifra que supone el 0,4 por ciento de las importaciones totales.
84. A mediados de 2005 los productos estadounidenses eran objeto de unas 56 medidas antidumping, entre ellas un compromiso en materia de precios, en mercados extranjeros.  Las medidas habían sido adoptadas por 13 interlocutores comerciales, pero las órdenes impuestas por China, México y la India representaban casi dos terceras partes de las medidas en vigor.  Un número sustancial de esas medidas antidumping afectaba a productos químicos, seguidos de productos agropecuarios y de acero.

85. Durante el período objeto de examen se impugnaron o siguieron activos en la OMC algunos aspectos de investigaciones, procedimientos y constataciones concernientes a medidas antidumping estadounidenses.  Un Grupo Especial establecido a solicitud del Canadá en relación con aspectos de procedimiento de la investigación antidumping y sobre derechos compensatorios de la USITC sobre la madera blanda constató que algunos procedimientos de la USITC en su determinación definitiva de la amenaza de daño eran incompatibles con los Acuerdos Antidumping y SMC.
  A finales de 2004, la USITC publicó una nueva determinación de existencia de daño, y el USDOC modificó las órdenes de imposición de derechos antidumping y compensatorios.  En febrero de 2005, el Canadá, considerando que esas nuevas medidas eran incompatibles con las obligaciones que correspondían a los Estados Unidos en el marco de la OMC, solicitó el establecimiento de un grupo especial y autorización para suspender concesiones con respecto a los Estados Unidos.  El OSD remitió la diferencia concerniente a la determinación de daño formulada por la USITC al Grupo Especial inicial, compuesto en marzo de 2005 de conformidad con el párrafo 5 del artículo 21 del ESD.
  El Grupo Especial constató que la determinación de existencia de daño de la USITC en relación con el artículo 129 no era incompatible con los Acuerdos Antidumping y SMC, y estimó que los Estados Unidos habían aplicado la decisión del Grupo Especial y del OSD de que pusieran su medida en conformidad con las obligaciones que les correspondían en virtud de los Acuerdos Antidumping y SMC.

86. En noviembre de 2004, las CE solicitaron la celebración de consultas con los Estados Unidos con respecto al artículo 776 de la Ley Arancelaria de 1930, en su forma enmendada, y las circunstancias específicas de la determinación del dumping por el USDOC en su investigación sobre barras de acero inoxidable procedentes del Reino Unido.

87. La práctica del USDOC de no compensar los márgenes de dumping con márgenes de dumping negativos (a menudo denominada "reducción a cero") al determinar el promedio ponderado de los márgenes de dumping fue impugnada en tres casos durante el período objeto de examen;  en abril de 2005 se estableció un Grupo Especial a solicitud del Japón
;  en diciembre de 2004, Tailandia solicitó la celebración de consultas
;  y en enero de 2005 México solicitó la celebración de consultas.
  En un caso anterior, concerniente a la medida antidumping definitiva sobre la madera blanda procedente del Canadá, un Grupo Especial, establecido en enero de 2003, rechazó algunos de los argumentos del Canadá, pero resolvió que el recurso del USDOC a la "reducción a cero" en la investigación sobre la madera blanda era incompatible con el Acuerdo Antidumping.
  El Órgano de Apelación confirmó las constataciones del Grupo Especial sobre la "reducción a cero" en esa investigación.
  Ambos informes fueron adoptados en agosto de 2004.  Se acordó que el plazo prudencial para la aplicación expiraría el 15 de abril de 2005.  En mayo de 2005, los Estados Unidos comunicaron al OSD que habían aplicado las recomendaciones y resoluciones del OSD;  el Canadá comunicó al OSD que no consideraba que los Estados Unidos las hubieran aplicado debidamente.
  Posteriormente, el Canadá y los Estados Unidos llegaron a un entendimiento en virtud del cual la cuestión se sometería a arbitraje.

88. También sobre la cuestión de la "reducción a cero", y en un caso anterior concluido en el período objeto de examen, las CE solicitaron en junio de 2003 la celebración de consultas con los Estados Unidos con respecto a, entre otras cosas, el método utilizado por el USDOC para determinar el margen de dumping en nuevas investigaciones y en exámenes administrativos.
  En marzo de 2004 se estableció un Grupo Especial, cuya composición se determinó en octubre.  En octubre de 2005, el Grupo Especial constató que la práctica del USDOC de no compensar los márgenes de dumping con márgenes de dumping negativos al determinar el promedio ponderado de los márgenes de dumping en los exámenes administrativos no era incompatible con el Acuerdo Antidumping, mientras que el uso de la "reducción a cero" por el USDOC en las investigaciones iniciales era incompatible con el Acuerdo Antidumping.

c)
Derechos compensatorios
89. El número de iniciaciones de investigaciones sobre derechos compensatorios disminuyó en el período objeto de examen.  Sólo hubo 8 iniciaciones entre 2002 y 2003, en comparación con 18 en 2001 (cuadro III.4);  unos dos tercios dieron lugar a la imposición de medidas provisionales.  En el mismo período se publicaron 12 órdenes definitivas de imposición de derechos compensatorios, en su mayor parte correspondientes a investigaciones iniciadas en 2001.  En 2004 se iniciaron tres nuevas investigaciones, relativas a los cerdos vivos procedentes del Canadá y la resina PET (para botellas) procedente de la India y de Tailandia.
  En 2004 se publicaron dos órdenes de imposición de derechos, relativas a cables de acero para hormigón pretensado procedentes de la India, y al Pigmento Carbazolo Violet 23, también procedente de la India.  En 2004 se revocaron 5 órdenes de imposición de derechos, y en la primera mitad de 2005 se revocaron dos.

Cuadro III.4

Investigaciones en materia de derechos compensatorios, 1980-2004

	Año
	1980-90
	1991-99
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Iniciaciones
	240
	64
	7
	18
	3
	5
	3

	Determinaciones preliminares
	210
	56
	0
	15
	6
	4
	4

	Determinaciones definitivas
	176
	54
	7
	11
	14
	2
	1

	Órdenes de imposición de derechos
	107
	32
	6
	6
	10
	2
	2

	Revocaciones
	84
	66
	21
	0
	0
	0
	5


Fuente:
Departamento de Comercio de los Estados Unidos.
90. Las órdenes de imposición de derechos publicadas en 2002-2004 afectaron a las importaciones procedentes de:  Alemania, el Brasil, el Canadá, Corea, Francia, Hungría, la India, Indonesia, Italia, los Países Bajos, el Reino Unido, Sudáfrica y Tailandia.  Globalmente había 55 órdenes definitivas de imposición de derechos compensatorios en vigor al 30 de junio de 2005, dos menos que las comunicadas en el anterior Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos;  casi la mitad afectaban a un miembro de la UE, y los países asiáticos representaban casi un tercio.  Dos tercios de las órdenes de imposición de derechos compensatorios en vigor estaban relacionados con productos de acero.  En la primera mitad de 2005 no se impuso ninguna nueva orden.
  Las importaciones objeto de investigaciones en materia de derechos compensatorios en los ejercicios presupuestarios 2002 y 2003 totalizaron 370 millones de dólares y 410 millones de dólares EE.UU., y se formularon determinaciones afirmativas sobre importaciones por un total de 210 millones de dólares y 390 millones de dólares EE.UU.

91. Algunos aspectos de los procedimientos estadounidenses de investigación y determinación de medidas compensatorias han sido impugnados en la OMC por interlocutores comerciales de los Estados Unidos.  Entre ellos cabe mencionar impugnaciones del método de "cambio de propiedad" aplicado por el USDOC en asuntos en materia de derechos compensatorios relacionados con subvenciones anteriores a una privatización.  El Órgano de Apelación, confirmando algunas constataciones de un Grupo Especial, recomendó al OSD que pidiera a los Estados Unidos que pusieran su método de la "misma persona" en conformidad con el Acuerdo SMC.
  En junio de 2003, el USDOC modificó la manera en que analiza si una empresa de propiedad gubernamental subvencionada sigue estándolo después de su "privatización".
  En octubre de 2003, el USDOC formuló determinaciones definitivas revisadas para cada una de las 12 determinaciones en materia de derechos compensatorios en cuestión.  Las CE consideraron que las medidas adoptadas por los Estados Unidos eran insatisfactorias y pidieron que se estableciera un grupo especial, que se constituyó en octubre de 2004.

92. En una reclamación de julio de 2003 de Corea concerniente a las determinaciones preliminares y definitivas del USDOC sobre subvenciones y a la determinación preliminar y subsiguiente de daño de la USITC en investigaciones sobre derechos compensatorios relativas a semiconductores para memorias dinámicas de acceso aleatorio, el Grupo Especial constató que un aspecto de la determinación definitiva de daño formulada por la USITC era incompatible con el párrafo 5 del artículo 15 del Acuerdo SMC, y que la determinación de existencia de subvención formulada por el USDOC era incompatible con el Acuerdo SMC, pero rechazó o decidió no abordar la mayoría de las demás alegaciones de Corea.
  En marzo de 2005, tanto los Estados Unidos como Corea apelaron contra determinadas cuestiones de derecho e interpretaciones jurídicas formuladas por el Grupo Especial.
  El 27 de junio de 2005, el Órgano de Apelación publicó su informe y revocó las constataciones del Grupo Especial relativas a la determinación de existencia de subvención formulada por el USDOC.
  En noviembre de 2005, los Estados Unidos y Corea notificaron al OSD que el plazo para la aplicación expiraría el 8 de marzo de 2006.
  En abril de 2004, el Canadá solicitó la celebración de consultas con los Estados Unidos en relación con el examen de la orden de imposición de derechos compensatorios a determinados productos de madera blanda procedentes del Canadá.
  Este asunto se encuentra en la fase de consultas (octubre de 2005).

d)
Acuerdos de suspensión
93. Las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios pueden suspenderse, en determinadas circunstancias, sobre la base de un acuerdo con el exportador para eliminar los efectos perjudiciales.  En virtud de los acuerdos de suspensión, los exportadores que representen sustancialmente la totalidad de las importaciones del producto objeto de investigación o, en el caso de una subvención, el Gobierno que presuntamente la conceda, convienen en eliminar la subvención o el dumping, compensar en su totalidad la subvención neta o interrumpir las exportaciones de la mercancía a los Estados Unidos mediante la limitación de las exportaciones o la asunción de compromisos relativos a los precios por las empresas.  Un acuerdo suscrito con un Miembro de la OMC para suspender una investigación antidumping puede conllevar únicamente compromisos sobre los precios;  los acuerdos relativos a una investigación en materia de derechos compensatorios pueden entrañar también restricciones cuantitativas.

94. Al 31 de diciembre de 2004, había en vigor seis acuerdos de suspensión con México, la Federación de Rusia y Ucrania;  cuatro de ellos estaban relacionados con el acero;  todos conciernen a investigaciones antidumping.
  Dos de los seis acuerdos conllevan compromisos en materia de precios (con México y la Federación de Rusia), y cuatro limitaciones de las exportaciones (con la Federación de Rusia y Ucrania).  En el período objeto de examen finalizaron tres acuerdos de suspensión, relacionados con productos de acero al carbono laminados en caliente procedentes del Brasil (medida compensatoria), y con chapas de acero al carbono cortadas a medida procedentes de China y Sudáfrica (medidas antidumping);  en el período objeto de investigación los Estados Unidos no suscribieron ningún otro acuerdo de suspensión.

e)
Exámenes administrativos
95. Los exámenes administrativos de órdenes de imposición de derechos antidumping y compensatorios tienen por función determinar la cuantía del derecho que finalmente se impondrá a las importaciones durante el período de examen, y calcular de nuevo la cuantía de la subvención neta susceptible de medidas compensatorias o el margen de dumping para mercancías sujetas a la orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios, a fin de establecer la cuantía del depósito para los períodos subsiguientes.  Las partes interesadas pueden solicitar exámenes administrativos cada 12 meses.  Si no se solicita un examen administrativo respecto de un período concreto de 12 meses, los derechos definitivos se fijan en la cantidad depositada para ese período.  En 2002 y 2003 se llevaron a término 146 exámenes administrativos relacionados con derechos antidumping y 17 relacionados con órdenes sobre derechos compensatorios.

f)
Exámenes a efectos de extinción de órdenes

96. El artículo 751 (c) de la Ley Arancelaria de 1930 de los Estados Unidos, en su forma enmendada por la URAA, obliga al USDOC y la USITC a realizar tales exámenes a más tardar cinco años después de la publicación de una orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios, con el fin de determinar si la revocación de la orden probablemente daría lugar a la continuación o repetición del dumping o las subvenciones susceptibles de compensación (USDOC) y del daño importante a la rama de producción estadounidense (USITC).  Cada examen por extinción se centra en una orden específica (referente a un país y a un producto).  Los acuerdos de suspensión son también objeto de exámenes.
  Las políticas reguladoras de la tramitación de los exámenes por extinción del USDOC figuran en el Sunset Policy Bulletin (SPB) del USDOC, que ofrece orientación sobre cuestiones metodológicas o analíticas no reguladas expresamente por leyes y reglamentos.
  Los Estados Unidos tratan como de minimis toda subvención susceptible de medidas compensatorias o tasa de margen antidumping inferior al 0,5 por ciento, que es también la tasa de minimis para los exámenes administrativos;  en las investigaciones iniciales las tasas son el 1 por ciento para derechos compensatorios (2 por ciento para países en desarrollo) y el 2 por ciento para derechos antidumping (3 por ciento).

97. La determinación de la probabilidad de continuación o repetición del dumping en caso de revocación se basa en la totalidad de una orden, teniendo en cuenta el promedio ponderado de los márgenes de dumping determinados en la investigación y en ulteriores exámenes.  Con arreglo al SPB, normalmente el USDOC decidirá revocar de una orden antidumping cuando el dumping ha sido eliminado tras la publicación de la orden y los volúmenes de importación permanecen estables o aumentan;  la continuación de márgenes de dumping a cualquier nivel llevaría a una constatación de probabilidad de continuación o repetición del dumping.  En el caso de las medidas compensatorias, la determinación de la probabilidad se basa en la subvención neta susceptible de medidas compensatorias determinada en la investigación y en exámenes ulteriores, y en si se ha producido algún cambio en el programa que dio lugar a la subvención neta susceptible de medidas compensatorias determinada en la investigación y en exámenes ulteriores que probablemente afectará a esa subvención.

98. Todas las órdenes de imposición de derechos antidumping y compensatorios vigentes al 1º de enero de 1995 se examinaron a partir de julio de 1998, al iniciarse un período trienal de transición que finalizó el 30 de junio de 2001.  Esos exámenes se denominan exámenes de transición de la primera ronda.  Todos los 309 exámenes se iniciaron antes del 31 de diciembre de 1999 y se completaron en 2001;  146 órdenes fueron revocadas y 163 se prorrogaron.
  Las órdenes publicadas después del 1º de enero de 1995 se examinan cinco años después de su entrada en vigor.

99. De enero de 2000 a junio de 2005 se iniciaron 207 exámenes por extinción;  en los 133 que se habían completado el 31 de agosto de 2005, 57 órdenes se revocaron y 76 se prorrogaron.  Entre los productos para los que se revocaron los derechos están el hierro y el acero, los textiles y prendas de vestir, y los productos agropecuarios.  Se siguieron aplicando derechos al hierro y el acero, a productos químicos, a textiles industriales y a productos agropecuarios.

100. Algunos reglamentos y procedimientos de exámenes por extinción estadounidenses han sido impugnados en la OMC.  En un asunto relativo a una reclamación de las CE sobre el examen por extinción de las órdenes de imposición de derechos compensatorios a determinados productos de acero procedentes de Alemania, el Grupo Especial y el Órgano de Apelación constataron que los Estados Unidos no habían determinado debidamente la probabilidad de continuación o repetición de las subvenciones.
  En abril de 2004, los Estados Unidos comunicaron al OSD que habían revocado la orden de imposición de derechos compensatorios impugnada.
  En una impugnación presentada en enero de 2002 por el Japón sobre las determinaciones definitivas de un examen por extinción concerniente a productos planos de acero al carbono resistente a la corrosión, el Grupo Especial confirmó todos los aspectos de la determinación que el Japón había impugnado;  el Órgano de Apelación confirmó la mayoría de las constataciones del Grupo Especial, pero determinó que el SPB puede impugnarse en un procedimiento de solución de diferencias en la OMC.

101. En una reclamación de la Argentina relativa a las determinaciones definitivas en exámenes por extinción de las importaciones de productos tubulares para campos petrolíferos, el Grupo Especial constató que determinadas disposiciones estadounidenses sobre exenciones en los exámenes por extinción y determinadas disposiciones del SPB eran incompatibles con las obligaciones que correspondían a los Estados Unidos en virtud del Acuerdo Antidumping, pero que los criterios aplicados por la USITC en sus determinaciones de la probabilidad de continuación o repetición del daño en los exámenes por extinción no lo eran.  El Órgano de Apelación revocó la constatación del Grupo Especial contra el SPB y confirmó las demás constataciones.
  En septiembre de 2004 se estableció un Grupo Especial para estudiar la impugnación de México del examen por extinción de medidas antidumping sobre productos tubulares para campos petrolíferos.
  El Grupo Especial constató que las determinaciones del USDOC y la USITC eran compatibles con el Acuerdo Antidumping en todos los aspectos planteados por México, pero determinó que el SPB establecía una "presunción irrefutable" de probabilidad de continuación o repetición del dumping y que, en consecuencia, era incompatible con el Acuerdo Antidumping.
  En noviembre de 2005, el Órgano de Apelación distribuyó su informe, que revocaba la constatación del Grupo Especial sobre este último punto.

v) Salvaguardias
a)
Salvaguardias globales
102. Las disposiciones sobre salvaguardias globales figuran en los artículos 201-204 de la Ley de Comercio Exterior de los Estados Unidos, de 1974, modificada por la URAA.  Con arreglo al artículo 201 (sobre investigaciones globales en materia de salvaguardias), las ramas de producción nacionales que sufran daño grave o amenaza de daño grave debido al aumento de las importaciones pueden solicitar a la USITC la adopción de medidas para paliar los efectos de las importaciones.  La USITC determina si las importaciones de un artículo se han incrementado en tal cantidad que son causa sustancial de daño grave o amenaza de daño grave para la rama de producción estadounidense de un artículo similar o directamente competidor.  Si su determinación es positiva, la USITC recomienda al Presidente la adopción de medidas para hacer frente al daño grave o la amenaza de daño grave y facilitar el ajuste de la rama de producción nacional a la competencia de las importaciones.  El Presidente formula la decisión definitiva respecto a la adopción de medidas de alivio y la forma y cuantía del alivio en el plazo de 60 días.  Como las medidas de salvaguardia requieren una intervención presidencial, la determinación positiva de la existencia de daño es condición necesaria, pero no suficiente, para su aplicación.

103. Las medidas de salvaguardia pueden aplicarse por un período de cuatro años, renovable por otros cuatro.  Sin embargo, en la práctica, los Estados Unidos han aplicado medidas por un período máximo de tres años.  De conformidad con la legislación estadounidense, las medidas de salvaguardia pueden consistir en aranceles, restricciones cuantitativas o contingentes arancelarios, licencias de importación y otras medidas enumeradas en el artículo 203 de la Ley de Comercio Exterior de 1974.  En el caso de los aranceles, la Ley limita el derecho máximo aplicable al incremento en un 50 por ciento ad valorem del tipo vigente (si lo hubiere) en el momento de adoptarse la medida;  las restricciones cuantitativas no deben reducir las importaciones a un nivel inferior al promedio que hayan alcanzado durante los tres últimos años y que el Presidente considere representativo de las importaciones estadounidenses procedentes del país de que se trate.
  Los países del TLCAN están excluidos de la aplicación de medidas de salvaguardia, a menos que, a nivel individual, representen una proporción sustancial de las importaciones totales y se demuestre que realizan una contribución importante al daño grave.

104. Desde 1998 los Estados Unidos han hecho uso de restricciones cuantitativas y aumentos de los aranceles una vez, de contingentes arancelarios dos veces, y de una combinación de contingentes arancelarios y aumentos de derechos otra.  En el período objeto de examen no se han iniciado nuevos casos al amparo del artículo 201;  la última investigación sobre salvaguardias globales (productos de acero) se remonta a 2001.  Las medidas de salvaguardia aplicadas en las cuatro investigaciones iniciadas entre 1998 y 2001 habían expirado o se habían suprimido a fines de 2003.

105. Los Estados Unidos notificaron a la OMC que, de conformidad con la Proclamación Presidencial Nº 7.741, de 4 de diciembre de 2003, el 5 de diciembre de 2003, más de un año antes de su expiración, quedaban sin efecto las medidas de salvaguardia sobre 10 productos de acero aplicadas desde marzo de 2002.
  Esas medidas consistían en aranceles o en la aplicación de un contingente arancelario a las importaciones procedentes de todos los países, salvo Israel, Jordania, el Canadá y México y países en desarrollo con una cuota de mercado inferior al 3 por ciento para cada producto.  Las medidas habían sido impugnadas en la OMC;  en un informe de un Grupo Especial publicado en julio de 2003 se concluía que las medidas de salvaguardia eran incompatibles con las normas de la OMC.
  El Órgano de Apelación confirmó algunas de las conclusiones del Grupo Especial.

106. Una Proclamación Presidencial de diciembre de 2003 prorrogó el Sistema de Vigilancia y Análisis del Acero (SIMA), establecido en 2002, hasta el 21 de marzo de 2005 o la fecha en que el Secretario estableciera un programa sustitutivo, de ser esta última anterior.
  Sin embargo, en marzo de 2005 el USDOC publicó una norma definitiva provisional por la que el sistema SIMA se prorrogaba otros cuatro años, hasta el 21 de marzo de 2009.
  Esa norma modificaba también la cobertura de productos del SIMA para abarcar todos los productos básicos de las acerías, al tiempo que se excluían del sistema ciertos productos de acero más elaborados y las prescripciones en materia de licencias.  Para los productos básicos de las acerías ya abarcados, las prescripciones en materia de licencias mantenían su vigencia tras la publicación de la norma definitiva provisional en el Federal Register;  para los productos básicos de las acerías no abarcados anteriormente, las prescripciones en materia de licencias son aplicables a partir del 9 de junio de 2005.  Las prescripciones en materia de licencias para productos de acero más elaborados eliminados del SIMA son aplicables desde la misma fecha.  Las autoridades indican que el SIMA es un sistema automático basado en la red, y que las licencias se conceden gratuitamente

b)
Salvaguardias especiales
107. Son asimismo competencia de la USITC determinadas investigaciones sobre salvaguardias específicas para países o regiones (salvaguardias especiales).  Con arreglo al artículo 421 de la Ley de Comercio Exterior de 1974, la USITC realiza "investigaciones sobre salvaguardias en relación con China" para determinar (de conformidad con el párrafo 1 del artículo 16 de la Parte I del Protocolo de Adhesión de la República Popular China a la OMC) si un producto procedente de China se está importando en los Estados Unidos en cantidades o en condiciones tales que causan o amenazan causar una perturbación del mercado para los productores nacionales de productos similares o directamente competidores.  Si formula una determinación positiva, la USITC propone una medida correctiva y envía su informe al Presidente, que adopta la decisión correctiva definitiva.  Estas investigaciones sobre salvaguardias pueden afectar a cualquier producto, incluidos los textiles y el vestido.

108. A mediados de 2005 la USITC había iniciado cinco investigaciones en el marco del artículo 421 con respecto a accionadores de pedestal;  perchas de alambre de acero;  rotores y tambores de frenos;  accesorios de hierro dúctil para instalaciones de abastecimiento de agua;  y muelles revestidos.  Dos desembocaron en una determinación negativa de la USITC;  tras cada una de las tres determinaciones positivas de la USITC, los Estados Unidos solicitaron la celebración de consultas con China de conformidad con el párrafo 1 del artículo 16 del Protocolo de Adhesión de China, y notificaron esas solicitudes al Comité de Salvaguardias de la OMC.
  Sin embargo, en cada uno de esos casos el Presidente determinó que la aplicación de medidas correctivas de la importación no obraba en interés económico nacional de los Estados Unidos.

109. En el informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de China se prevé el establecimiento de un mecanismo de salvaguardia especial para textiles y vestido hasta el 31 de diciembre de 2008.  Con arreglo al párrafo 242 del informe del Grupo de Trabajo, los Estados Unidos y otros Miembros de la OMC pueden solicitar la celebración de consultas con China con miras a mitigar o evitar perturbaciones del mercado.  El Comité para la Aplicación de los Acuerdos Textiles (CITA), un grupo interorganismos presidido por el USDOC, se ocupa de las cuestiones que afectan a la política comercial textil y supervisa la aplicación de todos los acuerdos comerciales textiles.  La Oficina de Textiles y Prendas de Vestir (OTEXA) del USDOC presta personal de apoyo al CITA, supervisa todos los acuerdos y proporciona análisis económicos y datos pertinentes para la actuación del CITA.

110. Los procedimientos aplicados por el CITA se publicaron en el Federal Register en mayo de 2003.
  El CITA publica avisos en el Federal Register recabando observaciones del público sobre cada producto objeto de un procedimiento de salvaguardia.  Si el CITA formula una determinación positiva de que las importaciones de textiles y prendas de vestir originarias de China están contribuyendo a la perturbación del mercado estadounidense, solicita la celebración de consultas con China con miras a mitigar o evitar esa perturbación del mercado.
  En la fecha en que se solicitan esas consultas se impone un contingente para limitar las importaciones del producto en los Estados Unidos.  El límite cuantitativo finaliza el 31 de diciembre del año en que se solicitaron las consultas, o, si quedaban 3 o menos meses del año en la fecha en que las consultas se solicitaron, 12 meses después de la solicitud;  no puede seguir en vigor más de un año sin que se formule una nueva solicitud, salvo que los Estados Unidos y China acuerden otra cosa.  La nueva solicitud sólo puede hacerse lugar si el CITA formula otra vez una determinación positiva.  Los límites cuantitativos son el 7,5 por ciento (6 por ciento para productos de lana) por encima de la cantidad de productos textiles y prendas de vestir de origen chino objeto de la solicitud de consultas introducidos en los Estados Unidos en los primeros 12 meses de los 14 meses más recientes precedentes al mes en que se solicitó la celebración de consultas.
  El CITA puede iniciar investigaciones a solicitud de la rama de producción o hacerlo de oficio.

111. En los primeros 10 meses de 2005, el CITA formuló determinaciones de perturbación del mercado y/o amenaza de perturbación del mercado en el marco del mecanismo de salvaguardia para textiles procedentes de China, e impuso contingentes a las importaciones de origen chino de nueve categorías de textiles y prendas de vestir, correspondientes a 16 "productos".
  El valor de las importaciones procedentes de China de estas nueve categorías alcanzaba un total aproximado de 1.800 millones de dólares EE.UU. en 2004, en comparación con 930 millones de dólares EE.UU. para las cuatro categorías (incluidas tres categorías de productos combinadas) objeto de las salvaguardias para textiles de China aplicadas en 2003 y 2004.

112. En noviembre de 2005, los Estados Unidos llegaron a un entendimiento bilateral con China para limitar las exportaciones chinas de textiles y prendas de vestir (Memorándum de Entendimiento entre los Gobiernos de los Estados Unidos de América y la República Popular China concerniente al comercio de productos textiles y prendas de vestir).  El Memorándum fue resultado de las negociaciones celebradas con arreglo al párrafo 242 del informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de China.  Entra en vigor el 1º de enero de 2006, cuando expiran los contingentes introducidos en 2005, y su vigencia finaliza el 31 de diciembre de 2008.  El entendimiento establece contingentes anuales crecientes para 34 productos, correspondientes a 21 categorías combinadas.
  También contiene disposiciones de traslado y arrastre.  Las autoridades estadounidenses consideran que la amplia cobertura del Memorándum y sus tres años de duración permitirán a las entidades del sector privado interesadas planificar sus actividades en un entorno más estable y predecible.
  Se pondrá en marcha un sistema de visados electrónico para facilitar la aplicación del Memorándum.
  En noviembre de 2005 se suscribió un Memorándum de Entendimiento con un nivel acordado de limitación de las importaciones de calcetines para el período 1º de noviembre de 2005-31 de diciembre de 2005.

vi) Restricciones y controles cuantitativos
113. La mayoría de las restricciones y controles cuantitativos de las exportaciones establecidos por los Estados Unidos tienen por objeto velar por la seguridad nacional, salvaguardar la salud de los consumidores o proteger la moral pública o el medio ambiente.  Esas restricciones y controles se aplican mediante prescripciones en materia de licencias para los peces y los animales silvestres, los estupefacientes, las bebidas alcohólicas, el tabaco, las armas de fuego, los explosivos y las instalaciones nucleares.

114. Los Estados Unidos prohíben por razones de política exterior importaciones procedentes de determinados países.  La mayoría de las importaciones procedentes de Cuba, la República Popular Democrática de Corea, el Irán, Myanmar y el Sudán están sujetas a prohibiciones o requisitos de aprobación.
  La aplicación de estas medidas es competencia de la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro.

115. En general, las importaciones de gas natural o gas natural licuado sólo se autorizan si son compatibles con el interés público.
  Está exceptuado el gas procedente de asociados en acuerdos de libre comercio con los Estados Unidos.  En ese caso las autorizaciones de importación se otorgan "sin modificación o demora".
  La autorización de las importaciones de gas natural o gas natural licuado en los Estados Unidos es competencia del Departamento de Energía.

116. Las restricciones cuantitativas con fines comerciales en vigor afectan principalmente al sector de los textiles y el vestido.  No obstante, en enero de 2005, al eliminarse los contingentes bilaterales sobre las importaciones procedentes de Miembros de la OMC como parte de la aplicación del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC, el número de países cuyas exportaciones de textiles y vestido a los Estados Unidos están sujetas a restricciones cuantitativas ha disminuido acusadamente.  En la primera mitad de 2005 se aplicaban contingentes para textiles y vestido a 4 países (Belarús, China, Ucrania y Viet Nam), en comparación con 45 países en junio de 2003.
  Se aplican contingentes sobre textiles y vestido a China (véase la sección v) b) supra) y a países que no son Miembros de la OMC en el marco de acuerdos bilaterales entre los Estados Unidos y esos países.

vii) Normas y reglamentos técnicos
a)
Participación en la OMC y acuerdos comerciales preferenciales
117. El Título IV de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, en su forma enmendada, proporciona la base jurídica sobre la cual el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (Acuerdo OTC) de la OMC se aplica en los Estados Unidos.
  El servicio y la autoridad de notificación por lo que respecta al Acuerdo OTC es el Centro Nacional de Información sobre Normas y Certificación del Instituto Nacional de Normalización y Tecnología (NIST).

118. Entre julio de 2003 y junio de 2005 los Estados Unidos hicieron 78 notificaciones con arreglo al Acuerdo OTC.
  El mayor número de notificaciones procedía del Organismo de Protección del Medio Ambiente (25 notificaciones), la Administración de Alimentos y Medicamentos (21), y el Departamento de Transporte (18).  Ninguna de las notificaciones guardaba relación con medidas subfederales propuestas.  Las autoridades observan que hay procedimientos en vigor para notificar esas medidas, pero que no se ha identificado ninguna.

119. Con posterioridad a su último Examen de las Políticas Comerciales, los Estados Unidos han notificado a la OMC un acuerdo de reconocimiento mutuo aplicable a certificados de conformidad de equipos marinos de la Unión Europea.

120. Entre julio de 2003 y julio de 2005 varios Miembros de la OMC expusieron en el Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio preocupaciones relativas a una norma de seguridad estadounidense para encendedores recargables, la Ley contra el Bioterrorismo, y el programa de etiquetado del país de origen autorizado por la Ley de Agricultura de 2002 (véase infra).

121. Todos los Acuerdos de Libre Comercio de los Estados Unidos que entraron en vigor entre mediados de 2003 y mediados de 2005 (Australia, Chile y Singapur) contienen disposiciones sobre obstáculos técnicos al comercio (cuadro AIII.4).

b)
Reglamentos técnicos

122. Hay dos documentos principales con información sobre el programa reglamentario del gobierno federal.  El Programa Reglamentario Unificado resume los reglamentos (incluidos los reglamentos técnicos y las normas y medidas fitosanitarias) que cada organismo prevé publicar en los siguientes seis meses.  En el Plan de Reglamentación se enumeran las prioridades reglamentarias y se ofrecen detalles adicionales sobre los reglamentos más importantes que los organismos prevén adoptar en el año siguiente.

123. Al elaborar una norma, los organismos públicos federales deben atenerse a los procedimientos establecidos por la Ley de Procedimiento Administrativo.
  El término "norma" comprende los reglamentos técnicos (y las medidas sanitarias y fitosanitarias).  Con arreglo a la Ley, los organismos están obligados a publicar un aviso de intención de formular normas, ofrecer a las personas interesadas (con independencia de su nacionalidad) la oportunidad de hacer observaciones, y publicar un aviso de formulación definitiva de la norma al menos 30 días antes de la fecha de su entrada en vigor.  En los avisos de formulación definitiva de normas se debe responder a todas las observaciones sustantivas recibidas.  Los organismos pueden también recabar observaciones generales sobre una cuestión antes de formular una propuesta reglamentaria específica.  Esto se hace mediante un aviso anticipado de intención de formular normas.  Los avisos de formulación de normas se publican en el Federal Register;  las normas definitivas se indizan y se publican en el Código de Reglamentos Federales consolidado.

124. El Título IV de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, en su forma enmendada, prohíbe a los organismos públicos federales utilizar normas, reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad como obstáculos al comercio innecesarios.
  No se considera que las actividades relacionadas con las normas son un obstáculo al comercio "si la finalidad demostrable de la actividad relacionada con las normas es alcanzar un objetivo nacional legítimo, incluidos ... la protección de la salud o la seguridad, la seguridad esencial, los intereses ambientales o de los consumidores, y si esa actividad no se realiza de manera que excluya la importación de productos que satisfagan plenamente los objetivos de dicha actividad".

125. La Orden Ejecutiva 12866 de septiembre de 1993 obliga a la Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB) a examinar todas las disposiciones "significativas" de organismos públicos federales (excluidos los organismos reglamentarios independientes) antes de su publicación en el Federal Register como disposiciones propuestas o definitivas.  Se entiende por disposiciones significativas las que tienen un efecto anual sobre la economía de 100 millones de dólares EE.UU. o más, o las que afectan negativamente "de manera importante a la economía, a un sector de la economía, a la productividad, a la competencia, al empleo, al medio ambiente, a la salud o seguridad públicas, o a gobiernos o comunidades estatales, locales o tribales".
  Con ese fin, los organismos deben presentar a la Oficina de Información y Asuntos Reglamentarios de la OMB una evaluación de los beneficios y costos de la disposición propuesta y de alternativas "potencialmente eficaces y razonablemente viables".  La Ley de Flexibilidad Reglamentaria obliga a los organismos públicos federales a analizar los efectos previstos de la disposición propuesta sobre pequeñas entidades y a identificar criterios alternativos, a no ser que certifiquen que la disposición no tendrá una "repercusión económica significativa sobre un número sustancial de pequeñas entidades".

126. Con arreglo al Boletín sobre Calidad de la Información Definitiva para Examen por Homólogos, efectivo en junio de 2005, las constataciones científicas que representen la posición oficial de un organismo público federal y que en su momento puedan servir como base para la formulación y adopción de un reglamento técnico están sujetas a un examen por homólogos.
  El Boletín establece procedimientos especiales de examen por homólogos para "evaluaciones científicas muy influyentes", por lo que se entiende las evaluaciones científicas que "podrían tener una repercusión de más de 500 millones de dólares EE.UU. en cualquier año", por ejemplo debido a los costos o los beneficios de un reglamento adoptado sobre la base de esas evaluaciones.
  Todos los organismos tienen que presentar a la OMB un informe anual con un resumen de los exámenes por homólogos realizados.  Varios tipos de informaciones están exentas de la obligación de someterse a examen por homólogos, entre ellos las informaciones sobre salud y seguridad cuya divulgación no pueda demorarse.

127. Las personas interesadas, incluidos los extranjeros, pueden solicitar la publicación, enmienda o derogación de una disposición.  Aunque una vez recibidas esas solicitudes los organismos públicos federales actúan a su arbitrio, están obligados a responder a todas.  Con arreglo a la Ley de Revisión por el Congreso, éste puede revocar una disposición.
  Además, todas las disposiciones pueden ser objeto de exámenes judiciales.

128. Los Estados también pueden adoptar reglamentos técnicos en sus esferas de competencia, incluidas todas aquellas no excluidas expresamente por la legislación federal.  Pueden delegar su autoridad reglamentaria en gobiernos regionales, locales o municipales.  Las autoridades estadounidenses han indicado que no tienen conocimiento de ningún Estado que no disponga de la infraestructura necesaria para cumplir las obligaciones en materia de transparencia y otras obligaciones establecidas por el Acuerdo OTC de la OMC.

129. Las autoridades estadounidenses han indicado que el Gobierno de los Estados Unidos no mantiene estadísticas centralizadas sobre la medida en que los reglamentos técnicos estadounidenses se basan en normas internacionales.

130. Varios reglamentos técnicos establecen prescripciones para el etiquetado de las mercancías.  Por ejemplo, con arreglo a la Ley Arancelaria de 1930, los artículos importados deben contener marcas bien visibles e indelebles en inglés que indiquen su país de origen al "último comprador".
  Entre las excepciones a esa prescripción cabe citar los artículos que no pueden marcarse o aquellos para los que el costo del marcado sería "económicamente prohibitivo".  También están exentos los artículos que fueron "importados en cantidades sustanciales durante el período quinquenal inmediatamente anterior al 1º de enero de 1937, y que no tenían que estar obligatoriamente marcados para indicar su origen durante ese período".
  Incluyen las legumbres y hortalizas, las frutas, las nueces, las bayas y los animales, incluidos los peces y las aves.
  Sin embargo, los "contenedores inmediatos" de esos productos deben llevar etiquetas que indiquen el país de origen.

131. Los reglamentos publicados en aplicación de la Ley Federal de Inspección de la Carne y la Ley de Inspección de los Productos de Aves de Corral requieren que el nombre del país de origen figure en inglés en los contenedores inmediatos de todos los productos de carne y aves de corral que entran en los Estados Unidos.
  Cuando carne o productos de aves de corral importados a granel se elaboran en los Estados Unidos, no es necesario que el producto elaborado o su contenedor estén etiquetados.

132. Con arreglo a la Ley de Agricultura de 2002, los minoristas deben comunicar a sus clientes el país de origen de la carne de bovino, cordero o cerdo, del pescado, los mariscos, los productos agrícolas perecederos y, desde septiembre de 2004, los cacahuetes (maníes).  Los productos básicos que son ingredientes de alimentos elaborados están exentos.  La Ley especifica los criterios que los productos deben satisfacer para llevar la etiqueta "United States".

133. La Ley de Consignaciones de 2004 aplazó hasta septiembre de 2006 la aplicación de la prescripción de etiquetado establecida en la Ley de Agricultura de 2002 para todos los productos básicos, salvo el pescado y los mariscos.  El Departamento de Agricultura publicó en septiembre de 2004 una norma definitiva provisional para el programa de etiquetado el país de origen concerniente al pescado y los mariscos.
  La disposición entró en vigor en abril de 2005.  El Departamento de Agricultura estima que el primer año los costos totales relacionados con la aplicación de la norma definitiva provisional se cifrarán en 89 millones de dólares EE.UU., de los que 44,6 millones de dólares EE.UU. corresponderán a mantenimiento de registros y costos conexos.
  Se estima que los costos de mantenimiento de registros en años posteriores se cifrarán en 24,4 millones de dólares EE.UU.  Con arreglo a la notificación a la OMC de la norma definitiva provisional, el programa de etiquetado del país de origen tiene por objeto evitar prácticas engañosas.
  Dos Miembros de la OMC han expresado en el Comité OTC preocupaciones relacionadas con el programa.

134. La Ley sobre Etiquetado de Automóviles Americanos estipula que los nuevos automóviles de pasajeros, camionetas, furgonetas y vehículos todo terreno deberán llevar etiquetas en las que se especifique el valor porcentual de su contenido de piezas canadienses y estadounidenses, el país donde se han montado y los países de origen de su motor y su transmisión.

135. Los textiles deben etiquetarse para mostrar su país de origen de conformidad con la Ley de Identificación de Productos de Fibras Textiles.

136. La Ley de Acuerdos de Comercialización de Productos Agrícolas de 1937 requiere que los productos básicos importados satisfagan los mismos requisitos, o requisitos comparables, de grado, tamaño, calidad y madurez que los establecidos para los productos nacionales en el marco de las órdenes de comercialización federales (capítulo IV 2)).

c)
Normas
137. La conformidad con las normas no es una prescripción legal, pero en la práctica el mercado estadounidense a menudo ofrece grandes incentivos para que los productos nacionales e importados satisfagan determinadas normas.  Con arreglo a la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, los organismos públicos federales están obligados a "tomar en consideración" las normas internacionales al elaborar normas y, si procede, a basar éstas en las normas internacionales.
  Las excepciones reconocidas que justifican una desviación de una norma internacional son, entre otras, determinadas prescripciones en materia de seguridad nacional;  la prevención de prácticas engañosas;  la protección de la salud o la seguridad humanas, la vida o la salud de animales o plantas o el medio ambiente;  factores climáticos fundamentales u otros factores geográficos;  y problemas tecnológicos fundamentales.
  Con arreglo a la Ley, por norma internacional se entiende cualquier norma promulgada por una organización "de la que puedan ser miembros representantes, públicos o privados, de los Estados Unidos y al menos todos los Miembros [de la OMC] y que se dedique a actividades relacionadas con la normalización internacional".

138. El Título IV de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 insta también al Presidente de los Estados Unidos a que "adopte las medidas razonables que puedan aplicarse para promover la observancia por los organismos estatales y los particulares, en sus actividades relacionadas con la normalización, de prescripciones equivalentes a las impuestas a los organismos federales y de procedimientos que prevean la notificación, participación y publicación con respecto a esas actividades".

139. La Ley de Transferencia y Progreso de la Tecnología Nacional de 1995 imparte instrucciones a los organismos federales para que utilicen normas de consenso voluntario, tanto nacionales como internacionales, en lugar de las normas elaboradas por el Gobierno, como medio para alcanzar objetivos de política o actividades excepto cuando sean incompatibles con la legislación o no resulten viables por otras razones.
  Las normas de consenso voluntario son normas elaboradas por organizaciones nacionales o internacionales mediante procedimientos acordados.  Esos procedimientos deben satisfacer criterios de apertura, equilibrio y garantías procesales, y prever un proceso de apelación.  Las normas de consenso voluntario no tienen que adoptarse por unanimidad, sino más bien por "acuerdo general".
  La Ley dispone asimismo que los organismos públicos federales participarán en la elaboración de normas de consenso voluntario.

140. Con arreglo a la Circular A-119 de la OMB, los jefes de los organismos públicos federales deberán comunicar a la OMB (por conducto del NIST) los motivos para utilizar normas gubernamentales en lugar de normas de consenso voluntario.  Los organismos deberán también presentar información sobre su participación en la elaboración de normas de consenso voluntario.  El NIST prepara un informe anual basado en esa información.
  Según el último informe, en el ejercicio fiscal de 2003, 25 organismos públicos federales estaban utilizando al menos 72 normas elaboradas por gobiernos.
  Al mismo tiempo, los organismos federales han adoptado casi 2.500 normas del sector privado, que incluyen normas de consenso voluntario.  En el ejercicio fiscal de 2003 los organismos públicos federales sustituyeron normas elaboradas por gobiernos por 185 normas del sector privado.

141. El Instituto Nacional de Normalización de los Estados Unidos (ANSI) es una organización privada, sin ánimo de lucro, formada por empresas, sociedades profesionales y asociaciones comerciales, organizaciones de normalización, organismos gubernamentales y representantes de los consumidores y los trabajadores.
  Incumbe al ANSI la coordinación del sistema de normas de consenso voluntario.  Acredita a las organizaciones cuyos procesos de elaboración de normas satisfacen las prescripciones del ANSI:  hay unas 270 organizaciones acreditadas.

142. El ANSI es el órgano estadounidense miembro del Foro Internacional de Acreditación, la Organización Internacional de Normalización, la Comisión Electrotécnica Internacional, el Congreso de Normalización de la Zona del Pacífico y la Comisión Panamericana de Normas Técnicas.  El ANSI ha indicado que se adhiere al Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas anexo al Acuerdo OTC de la OMC en nombre de las organizaciones de normalización que ha acreditado.

143. En septiembre de 2005, los Estados Unidos y las CE llegaron a un acuerdo sobre prácticas de elaboración y etiquetado de vino que tiene por objeto facilitar el comercio bilateral de vino.  El acuerdo prevé:  a) el reconocimiento de las prácticas de elaboración de vino actualmente existentes;  b) un proceso consultivo para aceptar nuevas prácticas de elaboración de vino;  c) la limitación por los Estados Unidos del uso de determinados términos semigenéricos en el mercado estadounidense;  d) la autorización por la UE, en condiciones especificadas, del uso de determinados términos regulados para el vino estadounidense exportado a la UE;  e) el reconocimiento de determinadas denominaciones de origen en el mercado del otro contratante;  f) la simplificación de las prescripciones en materia de certificación;  y g) la definición de parámetros para elementos opcionales de etiquetado de vinos estadounidenses vendidos en el mercado de la UE.  El acuerdo prevé también una segunda fase de negociaciones para abordar otras cuestiones comerciales relacionadas con el vino pendientes entre los Estados Unidos y la UE.

d)
Evaluación de la conformidad
144. El reconocimiento de los resultados de la evaluación de la conformidad incumbe a la autoridad reglamentaria estadounidense de que se trate.

145. Los Estados Unidos recurren a una amplia gama de instrumentos para evaluar la conformidad de los productos nacionales e importados con los reglamentos técnicos.  El más habitual es la declaración de conformidad del propio proveedor.  Subsidiariamente, las autoridades de reglamentación pueden recurrir a órganos de prueba y certificación (en su mayor parte de carácter privado).  Los órganos que satisfacen los criterios especificados por la autoridad de reglamentación, con independencia de su ubicación, son acreditados o de otro modo reconocidos para realizar evaluaciones de la conformidad con los reglamentos técnicos estadounidenses.  También los organismos públicos federales y los gobiernos estatales y locales pueden realizar directamente evaluaciones de la conformidad.

146. Las autoridades estadounidenses han indicado que no hay datos centralizados sobre la medida en que las autoridades de reglamentación estadounidenses han reconocido reglamentos extranjeros o resultados de procedimientos de evaluación de la conformidad desarrollados en el extranjero.
  Se han presentado a la OMC cinco notificaciones concernientes a acuerdos que conllevan la aceptación por los Estados Unidos de evaluaciones de la conformidad con reglamentos estadounidenses realizadas en el extranjero (véase supra).

viii) Medidas sanitarias y fitosanitarias

a)
Participación en la OMC y en acuerdos preferenciales

147. Entre julio de 2003 y julio de 2005 los Estados Unidos hicieron 345 notificaciones en el marco del Acuerdo de la OMC sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (Acuerdo MSF).  El servicio de información de los Estados Unidos relativo al Acuerdo es la Oficina de Seguridad Alimentaria y Servicios Técnicos, encuadrada en el Servicio Exterior de Agricultura del Departamento de Agricultura.

148. Los Miembros de la OMC han planteado cuestiones en el Comité MSF de la OMC con respecto a algunas medidas sanitarias y fitosanitarias estadounidenses (cuadro III.5).  Ninguna de esas cuestiones planteadas ha ido seguida de un procedimiento formal de solución de diferencias.

149. Dos de los tres Acuerdos de Libre Comercio de los Estados Unidos que entraron en vigor entre mediados de 2003 y mediados de 2005 (con Australia, Chile y Singapur) contienen disposiciones en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias.  Esas disposiciones -en los acuerdos con Australia y Chile- son muy similares.  Uno de sus objetivos es aumentar la aplicación por las partes del Acuerdo MSF de la OMC.  En ambos acuerdos se dispone el establecimiento de un Comité de Asuntos Sanitarios y Fitosanitarios.  Las diferencias relativas a MSF no están sujetas a un procedimiento de solución de diferencias en ninguno de ellos.  El Acuerdo de Libre Comercio con Singapur no contiene disposiciones específicas sobre MSF.

Cuadro III.5

Cuestiones comerciales planteadas en relación con MSF de los Estados Unidos, 2005a
	Medida
	Notificación o documento fuente pertinenteb
	Fecha de planteamiento
	Solución

	Suspensión de las importaciones de peras "Ya" procedentes de China
	G/SPS/R/36
	Marzo de 2005
	No se ha notificado

	Medidas aplicadas a las importaciones de plantas en maceta procedentes de la Unión Europea
	G/SPS/R/36
	Julio de 2001, marzo y junio de 2005
	No se ha notificado

	Prohibición de la utilización de materiales derivados de animales bovinos en alimentos destinados al consumo humano;  prescripción de mantener registros para los fabricantes de alimentos destinados al consumo humano y cosméticos que contengan materiales derivados de animales bovinos
	G/SPS/N/USA/933-934
	Octubre de 2004
	No se ha notificado

	Eliminación de Francia de la lista de países autorizados a exportar carnes y productos cárnicos
	G/SPS/R/35
	Marzo, junio y octubre de 2004
	Resuelta

	Prohibición de la utilización de "materiales especificados de riesgo" en los alimentos para consumo humano y prescripciones sobre el sacrificio de "ganado caído"
	G/SPS/N/USA/844
	Marzo de 2004
	No se ha notificado

	Medidas aplicadas a las importaciones de cítricos procedentes del noroeste de la Argentina
	G/SPS/R/25
	Noviembre de 1999, junio de 2000, julio y octubre de 2001 y marzo de 2004
	Resuelta

	Prescripciones sobre las importaciones de penjing de China en medios de cultivo
	G/SPS/N/USA/431 y 431/Add.1
	Noviembre de 2002 y marzo de 2004
	No se ha notificado

	Aplicación de la norma internacional "Directrices para reglamentar el embalaje de madera utilizado en el comercio internacional"
	G/SPS/N/USA/705
	Octubre de 2003
	No se ha notificado

	Restricciones con respecto a la carne de porcino
	G/SPS/N/USA/214/Add.1
	Marzo de 2002 y octubre de 2003
	No se ha notificado


a
Abarca las cuestiones planteadas, abordadas o resueltas entre mediados de 2003 y mediados de 2005.

b
Sólo se cita el último documento fuente.

Fuente:
Secretaría de la OMC.

b)
Marco jurídico e institucional

150. Las medidas sanitarias y fitosanitarias están sujetas a los mismos procedimientos administrativos de elaboración de normas que los reglamentos técnicos (véase la sección vii) b) supra).  Además de la legislación enumerada en esa sección, el establecimiento de medidas sanitarias y fitosanitarias se rige por las siguientes leyes:  Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos;  Ley del Servicio de Salud Pública;  Ley de Protección de la Calidad de los Alimentos;  Ley de Protección Zoosanitaria;  Ley Federal de Protección Fitosanitaria;  Ley Federal sobre Insecticidas, Fungicidas y Rodenticidas;  y Ley de Fiscalización de las Sustancias Tóxicas.

151. Comparten la responsabilidad de la aplicación de esas leyes cuatro organismos:  la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos (FDA) del Departamento de Sanidad y Servicios Sociales;  el Servicio de Bromatología (FSIS), y el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria (APHIS) del Departamento de Agricultura;  y la Agencia de Protección del Medio Ambiente (EPA).

152. El APHIS regula las importaciones de los Estados Unidos de plantas, animales y productos derivados.  Tras la promulgación de la Ley sobre la Seguridad del Territorio Nacional de 2002, las funciones que tradicionalmente llevaba a cabo el APHIS en los puertos de entrada estadounidenses fueron transferidas a la Oficina de Aduanas y Protección de Frontera.

153. El APHIS elabora reglamentaciones en materia de importación sobre la base de la evaluación del riesgo, en la que se tienen en cuenta el producto y su lugar de origen.  Ha publicado directrices para la evaluación de riesgos de plagas, que siguen las de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (IPPC) y la Organización Norteamericana de Protección Fitosanitaria.
  Según las autoridades estadounidenses, el APHIS aplica en sus evaluaciones el concepto de regionalización cuando procede, y sigue la norma de la IPPC sobre requisitos para el establecimiento de zonas libres de plagas al evaluar las solicitudes de establecimiento de esas zonas.  En el Código de Reglamentos Federales figuran los requisitos para el reconocimiento de una zona libre de plagas para frutas, legumbres y hortalizas.
  No existen directrices específicas con respecto a zonas libres de plagas para cereales, material de vivero, o madera.

154. El APHIS ha publicado directrices para evaluar el riesgo de enfermedades en relación con las importaciones de animales y productos de animales.
  Esas directrices siguen las de análisis de riesgos establecidas por la Organización Mundial de Sanidad Animal.  La política general del APHIS es evaluar los riesgos basándose en "el riesgo de enfermedad asociado con la región desde la que se exportan [los animales y productos de animales], en vez de basarse en la condición de "libre de enfermedades" o "no libre de enfermedades" determinada país por país".
  En este contexto, el APHIS ha elaborado directrices para evaluar regiones dentro de otros países o regiones transzonales y reconocerlas como fuentes seguras para las importaciones.
  El proceso de evaluación entraña por lo general visitas de funcionarios del APHIS a las zonas de que se trate.  El APHIS facilita una lista de países o zonas que reconoce como libres de enfermedades específicas del ganado y las aves de corral.

155. En general, las importaciones de plantas, animales y productos derivados requieren un permiso de importación expedido por el APHIS.  En el permiso se exponen las condiciones de entrada del producto.  Los importadores pueden presentar solicitudes de permisos en línea a través del Sistema de Autorización de las Importaciones.
  Pueden utilizar también ese sistema para comprobar la situación de una solicitud ya hecha y presentar modificaciones.

156. El proceso desde la determinación del APHIS de evaluar el riesgo que presentan las importaciones de un determinado producto hasta la expedición de una licencia de importación puede durar varios años, según -entre otros factores- la calidad de los datos recibidos para la evaluación del riesgo.
  En la mayoría de los casos el proceso entraña también la promulgación de una norma en conformidad con la Ley de Procedimiento Administrativo y otras leyes (véase la sección vii) b) supra).  Una vez que las normas permiten las importaciones de un producto de una determinada zona, el APHIS expide permisos de importación sin necesidad de realizar evaluaciones del riesgo adicionales con respecto a envíos particulares.

157. El FSIS tiene responsabilidad específica en cuanto a la inocuidad de la carne, las aves de corral y los productos a base de huevo.  Cuando se importan en los Estados Unidos, esos productos deben cumplir todas las prescripciones estadounidenses en materia de inocuidad de los productos alimenticios.  El FSIS evalúa, cuando recibe la oportuna solicitud, si el sistema normativo de un país relativo a esos productos alcanza el mismo nivel de protección que el de los Estados Unidos.  A tal fin, examina las leyes y reglamentos pertinentes y realiza inspecciones sobre el terreno.  Si se considera que el sistema normativo del país en cuestión es equivalente, se modifican según proceda las disposiciones de los Estados Unidos.
  El FSIS ha publicado el proceso con arreglo al cual evalúa la equivalencia de los sistemas normativos extranjeros relativos a la carne y las aves de corral.
  Ese mismo proceso se utiliza para determinar la equivalencia del sistema de inspección de los productos a base de huevo de un país.  Para asegurarse de que se siguen cumpliendo las normas estadounidenses en materia de inocuidad de los productos, el FSIS realiza verificaciones periódicas de los sistemas extranjeros de inspección de la carne, las aves de corral o los productos a base de huevo e inspecciona periódicamente en los puertos de entrada estadounidenses los productos importados.

158. Los Estados Unidos han reconocido la equivalencia de 34 sistemas extranjeros con los sistemas normativos estadounidenses relativos a la carne, las aves de corral y/o los productos a base de huevo.
  Sólo la carne, las aves de corral y los productos a base de huevo procedentes de instalaciones certificadas por el servicio de inspección del sistema reconocido por el FSIS pueden importarse en los Estados Unidos.

159. La EPA está encargada de asegurar el cumplimiento de las leyes y reglamentos federales en materia de medio ambiente.  Todos los plaguicidas destinados a su utilización en los Estados Unidos, con inclusión de los plaguicidas importados, deben estar registrados en la EPA, a la que además deben notificarse las importaciones de plaguicidas.  Antes de acceder al registro, la EPA evalúa el plaguicida de que se trate para asegurarse de que no tendrá efectos desfavorables irrazonables en los seres humanos, el medio ambiente o especies a las que no vaya destinado.  La EPA establece también límites a la cantidad de plaguicidas que pueden quedar en los productos alimenticios ("tolerancias").  Las tolerancias se establecen sobre la base de una evaluación del riesgo, y el organismo encargado de que se respeten es la FDA.  En virtud de la legislación federal, la EPA debe examinar la seguridad de alrededor de 9.700 tolerancias para agosto de 2006.  Para ello, según indican las autoridades estadounidenses, se examinan todos los usos existentes de un plaguicida cuando se propone un nuevo uso y se revocan las tolerancias correspondientes a los usos del plaguicida ya cancelados.  Las autoridades indican también que después de 2006 la EPA debe establecer un sistema para el examen periódico de todos los registros de plaguicidas, con el fin de asegurarse de que todos los plaguicidas cumplen las normas en materia de pruebas de inocuidad y protección de la salud pública y el medio ambiente.

160. La FDA es la principal responsable de la inocuidad de todos los demás productos alimenticios y de los medicamentos veterinarios, así como de la aplicación de la Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos y demás leyes federales conexas.

c)
Ley contra el Bioterrorismo

161. En la Ley de seguridad de la salud pública y preparación y respuesta en caso de bioterrorismo de 2002 (Ley contra el Bioterrorismo) se dispone lo siguiente:  que las instalaciones nacionales y extranjeras que fabriquen, elaboren, envasen y almacenen productos alimenticios destinados a su consumo en los Estados Unidos se inscriban en el registro de la FDA;  que la FDA reciba aviso previo de la entrada de productos alimenticios que se importen u ofrezcan para su importación en los Estados Unidos;  y que las personas que intervengan en la fabricación, distribución y recepción de productos alimenticios en los Estados Unidos establezcan y mantengan registros en los que se indiquen las fuentes previas inmediatas y el subsiguiente receptor inmediato de esos productos alimenticios.  La Ley contra el Bioterrorismo otorga asimismo a la FDA facultades para interceptar por la vía administrativa todo producto alimenticio sobre el que haya pruebas o información creíbles en el sentido de que representa una amenaza de graves consecuencias para la salud de las personas o los animales, o incluso de muerte.  Desde mediados de 2003 la FDA ha promulgado diversos reglamentos para aplicar esas prescripciones.

162. El requisito de registro establecido en la Ley contra el Bioterrorismo puede realizarse en línea gratuitamente.
  Se exige una vez por cada instalación, pero la información facilitada debe actualizarse si hay variaciones.  Las empresas extranjeras deben designar en el momento del registro a un agente estadounidense, que debe vivir o tener un domicilio social en los Estados Unidos y estar físicamente presente en el país.  Se han registrado en la FDA unas 238.000 instalaciones.
  De ellas, alrededor del 55 por ciento son instalaciones extranjeras.

163. En virtud de la prescripción de aviso previo de la Ley contra el Bioterrorismo, todas las importaciones de productos alimenticios deben notificarse a la FDA utilizando el Sistema Comercial Automatizado de la Oficina de Aduanas y Protección de Frontera (CBP) o la Interfaz Automatizada de Aviso Previo de la FDA.
  Los productos alimenticios sujetos al requisito de aviso previo abarcan unas 2.076 líneas arancelarias del SA, a nivel de 10 dígitos, y comprenden complementos dietéticos, preparados para lactantes, bebidas (con inclusión de bebidas alcohólicas) y alimentos para animales de compañía.
  Pueden estar también sujetas al requisito de aviso previo otras 868 líneas que corresponden a productos con usos alimentarios y no alimentarios.  Hay plazos para el envío del aviso de importación de productos alimenticios a la FDA, que dependen del modo de transporte utilizado:  ocho horas cuando los productos alimenticios llegan por vía marítima, cuatro horas si llegan por vía aérea o por ferrocarril, y dos horas si el transporte se realiza por carretera.

164. La FDA realizó análisis de los efectos económicos de las disposiciones de la Ley contra el Bioterrorismo antes de su entrada en vigor, como exige la legislación federal.
  La Secretaría no pudo comprobar los efectos en el comercio de esas disposiciones tras su entrada en vigor debido principalmente a la falta de información sobre importantes indicadores, por ejemplo el valor de las importaciones rechazadas por no cumplir esas disposiciones.

d)
Biotecnología agrícola

165. Los productos agropecuarios obtenidos por medios biotecnológicos están reglamentados según el uso al que se destinen y deben estar en conformidad con las normas establecidas en las leyes estatales y federales, con inclusión de la Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos, la Ley Federal de Protección Fitosanitaria, la Ley Federal sobre Insecticidas, Fungicidas y Rodenticidas, la Ley de Fiscalización de las Sustancias Tóxicas, y las leyes estatales sobre certificación de semillas.  No existen prescripciones nacionales con respecto al registro por variedad de nuevos cultivos.

166. Los organismos encargados en los Estados Unidos de reglamentar la biotecnología agrícola son el APHIS, la EPA y la FDA.  En virtud de las disposiciones del APHIS, los organismos y productos modificados o producidos por medios biotecnológicos modernos que sean o se consideren plagas vegetales están sujetos a la obtención de un permiso o la presentación de una notificación antes de ser importados en los Estados Unidos, circular por el país o ser liberados de una zona de confinamiento físico en el medio ambiente.

167. La EPA regula la distribución, venta, utilización y pruebas de plantas y microbios que produzcan sustancias plaguicidas.  Establece límites de tolerancia con respecto a residuos de herbicidas utilizados en cultivos nuevos tolerantes a los herbicidas.  Regula los microorganismos destinados a usos comerciales que contengan o expresen nuevas combinaciones de características, con inclusión de los "microorganismos intergenéricos" formados por combinaciones deliberadas de material genético de diferentes géneros taxonómicos.

168. La FDA regula los productos alimenticios y los piensos derivados de nuevas obtenciones vegetales.  La política de la FDA se basa en las leyes vigentes sobre productos alimenticios y exige que los alimentos de ingeniería genética cumplan las mismas normas de inocuidad que los demás alimentos.  La FDA considera las sustancias añadidas deliberadamente a los productos alimenticios mediante ingeniería genética como aditivos alimentarios si son muy diferentes de las sustancias que se encuentran corrientemente en los productos alimenticios en cuanto a estructura, función o cantidad.  Si los productos alimenticios derivados de la biotecnología difieren en gran medida de los correspondientes productos alimenticios convencionales en cuanto a, por ejemplo, contenido nutricional o posibilidades de causar reacciones alérgicas, debe indicarse en su etiqueta.
  No es necesario indicar en la etiqueta el hecho de que el producto alimenticio se haya elaborado por medios biotecnológicos.  Hasta diciembre de 2005 sólo dos productos alimenticios elaborados por medios biotecnológicos habían tenido que etiquetarse como consecuencia de un cambio material de sus propiedades.  La FDA ha elaborado un proyecto de directrices para la industria sobre etiquetado voluntario de los productos elaborados por medios biotecnológicos.

ix) Reglamentaciones ambientales relacionadas con el comercio

169. La EPA colabora con los Estados, otros organismos gubernamentales federales y gobiernos extranjeros para lograr el cumplimiento de las leyes por las que se rige la importación de materiales que puedan representar un riesgo para la salud humana y el medio ambiente.

170. En algunos casos los Estados Unidos aplican medidas comerciales para hacer cumplir las disposiciones estadounidenses sobre el medio ambiente, especialmente aquellas por las que se rige la utilización de los recursos marinos.  La aplicación de esas disposiciones relacionadas con el medio ambiente es competencia de dos organismos:  la Oficina del Mar y de Asuntos Ambientales y Científicos, del Departamento de Estado, y la Administración Nacional de los Océanos y la Atmósfera (NOAA), del Departamento de Comercio.  La NOAA se encarga de la aplicación de la Ley de Protección de los Mamíferos Marinos (MMPA), encaminada a proteger a los mamíferos marinos, y la Ley de Especies Amenazadas (ESA), que protege en los Estados Unidos a las seis especies de tortugas marinas.

171. La MMPA prohíbe la importación en los Estados Unidos de mamíferos marinos y partes o productos de esos mamíferos.  No obstante, el Secretario de Comercio puede expedir permisos que autoricen la importación de mamíferos marinos vivos con fines de investigación científica, mejora o exhibición pública.  Pueden importarse partes y productos de esos animales con fines de investigación científica.

172. En virtud de la MMPA, en los Estados Unidos sólo se puede importar atún aleta amarilla del Pacífico tropical oriental si procede de un país objeto de una "constatación positiva".
  Han obtenido esa constatación cuatro países:  el Ecuador, El Salvador, España y México.  El atún procedente de esos países sólo puede llevar la etiqueta "dolphin safe" (sin perjuicio para los delfines) si ha sido capturado sin perseguir ni cercar a los delfines en todo el viaje y sin matar ni dañar gravemente a ningún delfín en la red en que se capturó a los túnidos.  En diciembre de 2002 el Secretario de Comercio determinó que la práctica de perseguir y cercar deliberadamente a los delfines no tenía "efectos desfavorables importantes" en el agotamiento de las poblaciones de delfines del Pacífico tropical oriental.
  Como consecuencia de esa determinación, la definición de "dolphin safe" cambiaría para permitir que los túnidos capturados persiguiendo y cercando a los delfines se consideraran "dolphin safe" siempre que no se observaran muertes de delfines ni daños graves.  No obstante, varios litigantes presentaron una demanda para que se impidiera el cambio de definición.  El Tribunal de Distrito estadounidense del Distrito del Norte de California revocó la decisión del Secretario de Comercio en agosto de 2004.  El Gobierno de los Estados Unidos presentó una apelación para anular la decisión del Tribunal en agosto de 2005.

173. Los Estados Unidos prohíben las importaciones de camarones y productos de camarones capturados con técnicas que puedan afectar desfavorablemente a las especies de tortugas marinas.
  Están excluidos de la prohibición los productos procedentes de países que el Departamento de Estado haya certificado "han adoptado medidas específicas para reducir la captura fortuita de tortugas marinas" o en los que se pesque en un entorno que no represente una amenaza para las tortugas marinas.
  La certificación tiene lugar anualmente.  También están excluidos los camarones capturados en regiones de aguas frías.  En abril de 2005 el Departamento de Estado certificó 37 fuentes que cumplían los requisitos necesarios para exportar camarones a los Estados Unidos.

174. La Enmienda Pelly a la Ley de Protección de los Pescadores de 1967 autoriza al Secretario de Comercio de los Estados Unidos a certificar que un país realiza actividades que disminuyen la efectividad de un programa internacional de conservación de los recursos pesqueros.
  La certificación activa un proceso en el que el Presidente considera la posibilidad de imponer restricciones a las importaciones de ese país.  No se ha promulgado ningún reglamento para aplicar la Enmienda Pelly.  En junio de 2004 Islandia fue objeto de certificación por el Secretario de Comercio en el marco de la Enmienda Pelly.
  El Japón lo ha sido desde 2000.  No obstante, las importaciones procedentes de esos países no han sido objeto de restricciones en virtud de la Enmienda Pelly.

175. La Ley de Política Energética y Ahorro de Energía de 1975 estableció normas de ahorro de combustible con respecto a los vehículos de pasajeros y los camiones ligeros.
  El cumplimiento de las normas se mide calculando el promedio de ahorro de combustible, ponderado en función de las ventas, de una línea de productos de un determinado fabricante;  los vehículos de producción nacional y los vehículos importados se miden por separado (regla de la doble flota).  En diciembre de 2003 la Dirección Nacional de Seguridad de la Circulación Viaria publicó un aviso previo de proyecto de elaboración de normas en el que se solicitaba la formulación de observaciones sobre diversas cuestiones relacionadas con la estructura del programa de ahorro de combustible.
  Según el aviso previo, los fabricantes nacionales estiman que la eliminación de la regla de la doble flota no tendría efectos importantes en las acciones de los fabricantes y que el sistema podría haber fomentado la utilización de fuentes de suministro no nacionales.  Los fabricantes extranjeros y las asociaciones comerciales estiman por lo general que la regla de la doble flota está anticuada y puede constituir un obstáculo al comercio.

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones
i) Restricciones y controles de las exportaciones

176. Se mantienen restricciones y controles de las exportaciones por motivos de seguridad nacional o política exterior, o para garantizar un suministro interno suficiente.  Los controles de las exportaciones pueden basarse en legislación nacional, decisiones de política o en la participación de los Estados Unidos en cuatro regímenes no vinculantes de control de las exportaciones -el Acuerdo Wassenaar, que se centra en los controles de armas convencionales y exportaciones de artículos de doble uso, el Régimen de Control de Tecnología de Misiles (MTCR), el Grupo de Abastecedores Nucleares (NSG) y el Grupo Australia (AG, no proliferación de armas químicas y biológicas- o realizarse en el contexto de embargos impuestos por las Naciones Unidas.  Los Estados Unidos participan en la Convención sobre las Armas Químicas (CWC).  Los controles de las exportaciones se aplican mediante un sistema de licencias;  abarcan también las reexportaciones.

177. Las principales disposiciones jurídicas sobre el control de las exportaciones figuran en la Ley de Administración de las Exportaciones (EAA) de 1979, modificada.  Aunque la autoridad de la EAA ha expirado, sus disposiciones se aplican con arreglo a la Orden Ejecutiva Nº 13.222, de 17 de agosto de 2001, publicada en virtud de la Ley de Facultades Económicas Especiales para Situaciones de Emergencia Internacional (IEEPA), que se renueva anualmente.  Los controles de las exportaciones de instalaciones, equipo y materiales nucleares utilizados con fines civiles se establecen en la Ley de Energía Atómica de 1954, modificada (AEA).  Administra esos controles la Comisión de Reglamentación Nuclear (NRC).

178. La Oficina de Industria y Seguridad (BIS) del Departamento de Comercio tiene a su cargo la formulación y aplicación de la política de control de las exportaciones de artículos de doble uso (uso comercial y posible uso militar), soporte lógico y tecnología.
  La BIS publica disposiciones en las que se establece la política y las prescripciones en materia de concesión de licencias para la exportación y reexportación de artículos de doble uso y servicios conexos.

179. Las disposiciones de la BIS por las que se rigen las exportaciones de artículos de doble uso figuran en el Reglamento de Administración de las Exportaciones (EAR).
  En la Lista de Control del Comercio (CCL) se enumeran los artículos que tienen doble uso;  las exportaciones de estos artículos están sujetas a prohibiciones generales a menos que estén permitidas por una licencia de exportación u otra autorización basada en la clasificación del producto, el destino, el usuario final y el uso final.  El EAR incluye un diagrama por países en el que se enumeran los motivos aducidos para controlar un determinado artículo y se especifica si las exportaciones de determinados artículos a un país concreto requieren licencia.  Las licencias tienen un plazo de validez uniforme de 24 meses.  La BIS expide también licencias generales especiales (SCL), en vez de licencias de exportación individuales, a los exportadores que participan habitualmente en transacciones de exportación y/o reexportación a múltiples destinos.  En el caso de las licencias generales especiales se autorizan las exportaciones por un período de cuatro años.  Además, la BIS mantiene controles "generales" sobre artículos no incluidos específicamente en la Lista de Control del Comercio pero destinados a un uso final o un usuario final sensible, por ejemplo un programa de armas nucleares.  En estos casos los exportadores deben solicitar una licencia con respecto a todos los artículos enviados, sea cual fuere su clasificación.

180. La BIS actualiza periódicamente sus controles para reflejar la evolución geopolítica.  En 2004 se le encomendó la función de concesión de licencias para las exportaciones al Iraq y Libia del Departamento del Tesoro de los Estados Unidos, redujo el nivel de los controles sobre las exportaciones comerciales al Iraq, puso fin a las prescripciones en materia de licencias para la exportación de artículos de bajo nivel a Libia y actualizó los controles con respecto a Cuba y Siria.  En junio de 2004 la BIS publicó una norma por la que se suprimían las prescripciones en materia de licencias con respecto a determinados artículos destinados a Bulgaria, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Letonia, Lituania y Rumania, como consecuencia de la adhesión de esos países a la OTAN.

181. En el ejercicio fiscal de 2004 la BIS realizó el examen de 15.534 solicitudes de licencia que abarcaban transacciones por un valor aproximado de 15.300 millones de dólares EE.UU., lo que representaba un aumento de alrededor del 25 por ciento con relación al ejercicio fiscal de 2003;  el tiempo medio de tramitación fue de 36 días.
  La BIS aprobó 13.058 solicitudes por un valor de 13.800 millones de dólares EE.UU., devolvió 2.181 sin adoptar medida alguna, denegó 272 y anuló 23.

182. El Departamento de Estado controla la exportación de artículos y servicios de defensa y datos tecnológicos conexos en virtud de la Ley de Control de las Exportaciones de Armas (22 U.S.C. 2751).  Esos artículos figuran en la Lista de Municiones de los Estados Unidos (USML), que fue revisada en 2004, especialmente en lo relativo a los vehículos de lanzamiento, los proyectiles dirigidos, el equipo electrónico militar, el equipo contra incendios y los vehículos espaciales.  En el marco de ese proceso, algunos artículos que se consideraba tenían usos principalmente comerciales se trasladaron a la CCL, lo que requiere la aprobación del Congreso.

183. De conformidad con las facultades conferidas por la IEEPA, la Ley de Comercio con el Enemigo, la Ley de Participación en las Naciones Unidas y otras facultades, la Oficina de Control de Activos Extranjeros (OFAC) del Departamento del Tesoro administra las sanciones económicas y comerciales y, en el ejercicio de esas funciones, puede limitar las exportaciones a países, entidades o personas que sean objeto de esas sanciones.  Los Miembros de la OMC objeto de sanciones económicas administradas por la OFAC son Cuba y Myanmar.  Las sanciones económicas específicas pueden variar según el país o la cuestión.
  En abril de 2004 finalizó la aplicación de la Ley de Sanciones contra el Irán y Libia con respecto a este último país.  La jurisdicción para la expedición de licencias de exportación de productos sujetos al EAR se transfirió a la BIS.  Se modificó el EAR y se establecieron nuevas prescripciones en materia de licencias.

184. En junio de 2004 la BIS modificó el EAR para revisar las restricciones de las exportaciones y reexportaciones a Cuba y hacer más rigurosos los criterios de admisión con respecto a los paquetes de regalo y el equipaje de los viajeros.  En el ejercicio fiscal de 2004 la BIS tramitó unas 600 solicitudes de exportación a Cuba;  alrededor de la tercera parte se refería a autorizaciones en relación con productos alimenticios y otros productos agropecuarios.  En julio de 2004 la Orden Ejecutiva 13350 puso fin a la situación de emergencia nacional con respecto al Iraq y suprimió las facultades del Departamento del Tesoro para mantener controles de las exportaciones;  la jurisdicción en materia de concesión de licencias de exportación volvió a la BIS.  En septiembre de 2004 el Presidente puso fin a la situación de emergencia nacional con respecto a Libia a efectos similares.

185. La Ley de Administración de las Exportaciones (EAA) permite el control y la restricción de exportaciones de productos escasos.  La BIS está encargada de determinar si es necesario restringir la exportación de productos escasos en aplicación de la política de la EAA.  Por otra parte, la BIS administra los controles de las exportaciones en el marco de la Ley de Política Energética y Ahorro de Energía, la Ley de arrendamiento de terrenos para la explotación de minerales, la Ley sobre Producción de Petróleo de las Reservas de la Marina, la Ley de Tierras de la Plataforma Continental Exterior y la Ley de Conservación y Paliación de la Escasez de Recursos Forestales, modificada.  El petróleo crudo de producción nacional y determinada madera sin elaborar extraída de tierras federales y estatales están sujetos a control por motivos de escasez.

186. En el ejercicio fiscal de 2004 la BIS aprobó 24 licencias de exportación de petróleo crudo, por un total de 901 millones de barriles;  no se aprobaron licencias para la exportación de madera sin elaborar.  En ninguna de esas categorías se denegaron licencias.  En abril de 2004 recibió una petición de imposición de vigilancia y control, por motivos de escasez, con respecto a las exportaciones de materiales metálicos reciclables con contenido de cobre, pero determinó que no era necesario.  La BIS realiza también exámenes técnicos de las exportaciones de material de codificación.  En el ejercicio fiscal de 2004 recibió más de 1.520 solicitudes de examen técnico con respecto a más de 2.500 productos de codificación controlados:  en el 84 por ciento de los casos aproximadamente se estimó que no requerían licencia de exportación.

187. La BIS realiza diversas actividades de control de las exportaciones bilaterales y regionales.  La Iniciativa de Control de las Exportaciones en los Países de Transbordo (TECI) está encaminada a fortalecer el cumplimiento de las normas internacionales de exportación y de las leyes estadounidenses de control de las exportaciones en los centros mundiales de transbordo mediante la lucha contra la desviación ilícita de mercancías controladas.  Con arreglo a la CWC, en la que se establece que determinadas empresas químicas comerciales presenten información sobre los niveles de producción, elaboración, consumo, exportación e importación de productos químicos, la BIS recibió y verificó en el ejercicio fiscal de 2004 805 declaraciones e informes de 623 fábricas estadounidenses.  En mayo de 2004 publicó una norma en la que se corregía la descripción de determinados precursores químicos contenida en la CCL para ponerla en conformidad con la CWC.

188. La NRC está encargada de la expedición de licencias para las exportaciones de materiales, instalaciones y equipo nucleares destinados a fines civiles, de conformidad con la Ley de Energía Atómica de 1954, modificada (AEA).  En julio de 2005 publicó una norma definitiva por la que se modificaba su reglamento sobre licencias (contenido en 10 CFR Part 110) y se establecía una nueva categoría de prescripciones en materia de licencias específicas con respecto a determinados materiales radiactivos que se consideraban motivo de preocupación por su posible empleo en dispositivos de dispersión radiológica.  Las nuevas prescripciones en materia de licencias específicas, en vigor desde el 28 de diciembre de 2005, tienen por objeto poner los controles de las exportaciones/importaciones estadounidenses en conformidad con las orientaciones adoptadas por el Organismo Internacional de Energía Atómica (OIEA) en el Código de Conducta sobre la protección y seguridad de las fuentes radiactivas.

ii) Artículo 301 y medidas conexas

189. Los artículos 301-310 de la Ley de Comercio Exterior de 1974 (denominados por lo general artículo 301) confieren a los Estados Unidos potestad para hacer cumplir los acuerdos comerciales, resolver diferencias comerciales y abrir mercados extranjeros a los bienes y servicios de los Estados Unidos.  El Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales (USTR) aplica el artículo 301 para investigar prácticas comerciales extranjeras que se considera afectan a las exportaciones estadounidenses de bienes y servicios o menoscaban los derechos de los Estados Unidos en el marco de acuerdos comerciales internacionales.  Con arreglo al artículo 301, los Estados Unidos pueden imponer sanciones comerciales a países extranjeros que infrinjan esos acuerdos o mantengan esas prácticas.  Cuando una investigación se refiere a una presunta infracción de un acuerdo comercial, como el de la OMC, el USTR debe seguir el procedimiento de celebración de consultas y solución de diferencias establecido en ese acuerdo.  Desde el anterior examen de los Estados Unidos no se han iniciado nuevas acciones en el marco del artículo 301.

190. El "artículo 301 especial" de la Ley de Comercio Exterior de 1974, modificada, dispone que el USTR identifique a los países extranjeros que nieguen una protección adecuada y efectiva a los derechos de propiedad intelectual o un acceso a los mercados justo y equitativo a personas de los Estados Unidos que confían en la protección de la propiedad intelectual.  El USTR realiza exámenes anuales y extracíclicos y anuncia los resultados (sección 4) iv)).

iii) Asistencia a la exportación

a)
Financiación, seguros y garantías

191. Los Estados Unidos facilitan financiación para las exportaciones por medio de su organismo oficial de crédito a la exportación, el Banco de Exportación-Importación (Ex-Im Bank).
  El Ex-Im Bank tiene el mandato de facilitar garantías, seguros y créditos a tipos y en condiciones que sean plenamente competitivos con los apoyados por los gobiernos de los principales países cuyos exportadores compiten con los de los Estados Unidos.
  El Ex-Im Bank acepta riesgos que el sector privado no quiere o no puede asumir
;  no obstante, su ayuda está supeditada a una determinación de "seguridad razonable de reembolso".  El Congreso debe renovar periódicamente las actividades del Ex-Im Bank;  en junio de 2002 las autorizó hasta septiembre de 2006.
  La última notificación sobre subvenciones presentada por los Estados Unidos a la OMC se refiere a los programas del Ex‑Im Bank.

192. El Ex-Im Bank facilita financiación para las exportaciones por medio de diversos programas de préstamos, garantías y seguros, entre ellos los siguientes:  seguros de crédito a la exportación a corto y medio plazo;  garantías de préstamos de capital de explotación a los exportadores;  garantías de préstamos a medio y largo plazo a instituciones financieras que otorgan créditos a compradores extranjeros;  y préstamos directos a medio y largo plazo a compradores extranjeros.  Las primas de riesgo aplicadas en el marco de esos programas se establecen de conformidad con las disciplinas de la OCDE.  El Ex-Im Bank debe realizar una estimación del costo de sus programas y solicitar una consignación del Congreso para cubrirlo.  Ese costo, llamado costo de la subvención, es el valor actual neto de las corrientes de efectivos resultantes para el Gobierno de los Estados Unidos de los programas del Ex-Im Bank, incluidas las estimaciones sobre impagos previstos (cuadro III.6).

Cuadro III.6

Actividades del Ex-Im Bank en materia de préstamos, garantías y seguros, 1999-2004

	Ejercicio fiscal
	Valor de las exportaciones financiadas
	Cantidades autorizadas
	Costo de la subvención

	1999
	16.709
	13.068
	656

	2000
	15.548
	12.637
	902

	2001
	12.526
	9.242
	824

	2002
	12.950
	10.034
	714

	2003
	14.311
	10.507
	334

	2004
	17.834
	13.321
	279


Fuente:
Documento G/SCM/N/95/USA de la OMC, de 31 de octubre de 2003;  y Export-Import Bank of the United States (2004), 2004 Annual Report.  Disponible en:  http://www.exim.gov/about/reports/ar/ar2004/index.html.

193. Para tener derecho a la financiación del Ex-Im Bank, los bienes y servicios deben expedirse o suministrarse desde los Estados Unidos y cumplir las prescripciones en materia de contenido estadounidense.  Concretamente, en el caso de ayuda financiera a medio y largo plazo se limita a la menor de las siguientes cantidades:  el 85 por ciento del valor de los bienes y servicios con derecho a ayuda objeto de un contrato de suministro de los Estados Unidos;  o el 100 por ciento del contenido estadounidense de los bienes y servicios con derecho a ayuda objeto de ese contrato.  Las prescripciones en materia de contenido estadounidense del Ex-Im Bank no son prescripciones establecidas por ley, sino que reflejan "un equilibrio concertado entre los intereses de los sindicatos y de la industria".
  La carga transportada por vía marítima financiada con préstamos o con garantías a largo plazo del Ex-Im Bank que excedan de 20 millones de dólares EE.UU. debe transportarse en barcos de pabellón estadounidense, a menos que se obtenga una exención de la Administración Marítima de los Estados Unidos.

194. En el ejercicio fiscal de 2004 el Ex-Im Bank autorizó ayuda para actividades de exportación por un importe de 13.300 millones de dólares EE.UU., lo que representa un aumento de cerca del 30 por ciento con respecto al año anterior (cuadro III.6).  De la ayuda total otorgada en 2004, el 64 por ciento se facilitó en forma de garantías, el 34 por ciento en forma de seguros de créditos a la exportación y el 2 por ciento en forma de préstamos.  En ese año, cerca del 40 por ciento del riesgo total del Ex-Im Bank correspondía al sector de las aeronaves:  figuraban a continuación los proyectos de energía eléctrica y el petróleo y el gas, que representaban en cada caso el 10 por ciento del riesgo total.  Los principales destinos de la ayuda prestada en 2004 por el Ex-Im Bank fueron, por orden decreciente de importancia, México, la India, los Países Bajos y el Canadá.

b)
Devolución de derechos

195. Los Estados Unidos mantienen un programa de devolución de derechos.  Tras la exportación del producto importado o del artículo fabricado a partir del producto importado, se reembolsan los derechos de aduana y algunos impuestos y gravámenes interiores resultantes de la importación.

c)
Exenciones fiscales e ingresos extraterritoriales

196. Algunas disposiciones fiscales de los Estados Unidos aplicables a las exportaciones han sido objeto de diferencias en la OMC.  En octubre de 2004 el Presidente firmó la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos, de 2004, que derogaba las disposiciones sobre ingresos extraterritoriales (ETI) del Código Fiscal.  Se concluyó que esas disposiciones, así como las relativas a las empresas de ventas en el extranjero que les precedieron, eran incompatibles con el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias.  Las disposiciones ETI permitían a las empresas estadounidenses excluir determinados "ingresos de comercio exterior" de sus ingresos imponibles.  La derogación de las disposiciones ETI está sujeta a normas de transición.  Los contribuyentes podrán reclamar el 80 por ciento de los beneficios resultantes de las disposiciones ETI con respecto a las transacciones realizadas en 2005, y el 60 por ciento en lo que se refiere a las transacciones de 2006.  Después no se otorgarán ya los beneficios de esas disposiciones, con una excepción:  se mantendrán todos los beneficios resultantes de las disposiciones ETI en el caso de transacciones realizadas con una persona no vinculada "en virtud de un contrato vinculante" que estuviera en vigor el 17 de septiembre de 2003 y siguiera siendo vinculante después.
  Se ha aducido que esa cláusula de anterioridad favorece a los exportadores de bienes de capital, que disponen de plazos de entrega largos.
  Según las estimaciones de la Oficina de Presupuesto del Congreso, la derogación de las disposiciones en materia de ingresos extraterritoriales aumentará los ingresos del Gobierno en 49.200 millones de dólares EE.UU. en el período 2005-2014.

197. En mayo de 2005 se estableció en la OMC un grupo especial sobre el cumplimiento para examinar la medida en que los Estados Unidos habían aplicado las resoluciones anteriormente formuladas en la diferencia EVE/ETI mediante la promulgación de la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004.  En el informe del Grupo Especial, publicado en septiembre de 2005, se llegaba a la conclusión de que los Estados Unidos no habían cumplido plenamente las resoluciones anteriores al continuar otorgando subvenciones prohibidas por medio de las medidas transitorias y de anterioridad establecidas en la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004.

198. En junio de 2005 la Unión Europea solicitó el establecimiento de un grupo especial de la OMC para que examinara la compatibilidad con las normas de la Organización de una serie de medidas que afectan al comercio de grandes aeronaves civiles, con inclusión de las medidas fiscales contenidas en la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004.

4) Otras medidas que afectan a la producción y el comercio
i) Otras ayudas estatales, con inclusión de subvenciones

a)
Ayuda global

199. En octubre de 2005 la última notificación plena de los Estados Unidos presentada en el marco del párrafo 1 del artículo XVI del GATT de 1994 y el artículo 25 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias databa de octubre de 2003.
  En la notificación se enumeran unos 375 programas de subvenciones, 45 a nivel federal y el resto a nivel subfederal (cuadro III.7).

Cuadro III.7

Programas federales notificados a la OMC, ejercicio fiscal de 2002ª

	Sector
	Número de programas
	Formas de ayuda
	Importe total
(millones de $EE.UU.)

	Industria aeroespacial y aeronáutica
	1
	Contratos de reparto de costos y transferencia de conocimientos tecnológicos especializados de los laboratorios de la NASA
	19,4

	Desarrollo, almacenamiento y transporte de energía
	6
	Donaciones y acuerdos de cooperación en materia de investigación y desarrollo
	1.637,2

	Energía y combustibles, otros
	8
	Concesiones fiscales
	4.060

	Pesca
	4
	Donaciones (3 programas) y préstamos (1 programa)
	127b

	Industria maderera
	3
	Concesiones fiscales
	470

	Medicina
	2
	Concesiones fiscales y fabricación y venta de productos isotópicos
	164

	Metales y minerales, y su extracción
	5
	Concesiones fiscales (4 programas) y garantías (1 programa)
	297,5c

	Textiles
	1
	Donaciones
	2,9

	Relojería y joyería
	1
	Entrada con franquicia arancelaria para los productores de artículos de relojería y joyería en las posesiones insulares de los Estados Unidos
	4,2

	Otros
	4d
	Concesiones fiscales (3 programas) y donaciones (1 programa)
	1.488,5


a
Se excluyen los programas de subvenciones a la agricultura, que se examinan en el capítulo IV 2).

b
Se excluyen los préstamos.

c
Se excluyen las garantías.

d
Se excluye la asistencia prestada por conducto del Ex–Im Bank, examinada en la sección 3) iii) a).

Fuente:
Documento G/SCM/N/95/USA de la OMC, de 31 de octubre de 2003.

200. En el contexto de su notificación, los Estados Unidos recibieron y contestaron preguntas de dos Miembros.
  Las preguntas se referían a programas subfederales, programas de ahorro de energía, y programas de asistencia a la agricultura, la industria aeroespacial y aeronáutica, y la pesca.

201. El Presupuesto Federal es una fuente de información adicional sobre la asistencia estatal a las empresas.  En la Ley de Presupuesto del Congreso de 1974 se establece que en el presupuesto se incluya una lista de "las pérdidas de ingresos imputables a disposiciones de leyes fiscales federales que permitan exclusiones, exenciones o deducciones especiales de los ingresos brutos o que prevean créditos especiales, tipos impositivos preferenciales o aplazamiento de obligaciones".
  Esas pérdidas de ingresos se denominan "gastos fiscales".  Por funciones, los gastos fiscales más elevados relativos al impuesto de sociedades corresponden a las esferas de la ciencia en general, el espacio y la investigación y experimentación tecnológicas (se estiman en 7.800 millones de dólares EE.UU. para el ejercicio fiscal de 2006, lo que representa un aumento de 3.800 millones de dólares EE.UU. con respecto al año anterior).  Ocupan el segundo lugar en este contexto los gastos fiscales relacionados con el aplazamiento de pagos de empresas extranjeras bajo control estadounidense (7.400 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal de 2006) (véase infra).

202. Como se indicaba en el informe sobre el Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos realizado en 2004, también puede obtenerse información sobre las ayudas estatales a las empresas en el Catálogo de Asistencia Federal, base de datos de todos los programas federales de que disponen las empresas y otras entidades.

203. En septiembre de 2004 el Tribunal Supremo anunció que había acordado examinar una decisión de un tribunal federal de apelación en el sentido de que determinados créditos fiscales otorgados en Ohio a las empresas como incentivo para aumentar sus operaciones en dicho Estado infringían la Cláusula sobre el Comercio de la Constitución de los Estados Unidos.
  El tribunal federal de apelación llegó a esa conclusión basándose en que los efectos económicos de los créditos fiscales otorgados en Ohio era fomentar nuevas inversiones en dicho Estado a expensas del desarrollo de otros y que el resultado era obstaculizar el libre comercio entre los Estados.

b)
Medidas fiscales

204. En la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004 se prevé una deducción fiscal por una sola vez a las empresas estadounidenses que repatríen ingresos exteriores procedentes de empresas extranjeras por ellas controladas.  La deducción equivale al 85 por ciento de determinados "dividendos en efectivo" recibidos de esas empresas extranjeras controladas que excedan de una cantidad correspondiente a un período de base.  Puede aplicarse al primer ejercicio fiscal de la empresa que empiece después del 22 de octubre de 2004 o al último ejercicio fiscal que empiece antes de esa fecha.

205. El importe de los dividendos con derecho a deducción se limita a la mayor de las siguientes cifras:  1) 500 millones de dólares EE.UU.;  2) la cantidad de beneficios que en el último estado financiero auditado del contribuyente, certificado el 30 de junio de 2003 o antes de esa fecha, se indique que se reinvierte permanentemente fuera de los Estados Unidos;  y, cuando en ese estado financiero no se indique una cantidad específica de beneficios pero se indiquen los impuestos aplicables a esos beneficios, 3) una cantidad igual a la cuantía de esos impuestos dividida por 0,35.  Los fondos repatriados deben invertirse en los Estados Unidos, con arreglo a un plan de reinversión aprobado por los principales directivos de la empresa y el Consejo de Administración.  Cabe citar como ejemplos de actividades en los que pueden utilizarse los fondos repatriados los siguientes:  contratación y formación de trabajadores, infraestructura, investigación y desarrollo, inversiones de capital, o estabilización financiera de la empresa para mantener puestos de trabajo o crear puestos nuevos.  Los fondos no pueden utilizarse para el pago de compensaciones a ejecutivos.

206. En la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004 se establece también una deducción fiscal escalonada del 9 por ciento para empresas de producción de determinados sectores, entre ellos los siguientes:  manufacturas;  soporte lógico;  producción cinematográfica;  electricidad, gas y agua;  construcción;  e ingeniería y arquitectura.  La deducción se calcula como porcentaje de los "ingresos resultantes de actividades de producción con derecho a la deducción" o de los ingresos imponibles, si estos últimos fueran inferiores, y está limitada por los salarios.
  Las empresas que reúnan las condiciones requeridas pueden reclamar una deducción del 3 por ciento en 2005-2006, del 6 por ciento en 2007-2009 y del 9 por ciento después.  La Oficina de Presupuesto del Congreso estima que el costo de la deducción fiscal a los productores se elevará a 76.500 millones de dólares EE.UU. en el período 2005-2014.

c)
Zonas Francas

207. La Ley de Zonas Francas de 1934, modificada, autoriza el establecimiento de zonas francas en los Estados Unidos.
  Pueden enviarse a una zona franca productos extranjeros y nacionales para cualquier operación no prohibida por la ley, con inclusión de almacenamiento, exhibición y manufactura.  Los productos extranjeros admitidos en una zona franca están exentos de derechos de aduana y de determinados impuestos especiales de consumo, pero no de la tasa de elaboración de mercancías.  Cuando se envían las mercancías al territorio aduanero de los Estados Unidos se pagan los derechos de aduana (y todos los demás impuestos y derechos aplicables).  En ese caso, el importador puede pagar los derechos de aduana sobre el producto acabado o sobre sus insumos extranjeros.  Los fabricantes de productos sujetos a "aranceles invertidos" (tipos arancelarios sobre el producto acabado inferiores a los aplicables a sus insumos extranjeros) pueden beneficiarse del establecimiento en una zona franca.  Si los productos se reexportan desde la zona no se pagan derechos.

208. Las autoridades estadounidenses han indicado que las operaciones realizadas en zona franca no gozan de ventajas con respecto al impuesto sobre la renta, y que las zonas están sujetas a todos los demás reglamentos e impuestos federales, estatales y locales.  La única excepción son los impuestos locales sobre la propiedad con respecto a las existencias, ya que no se aplican a las mercancías extranjeras ni a las mercancías nacionales destinadas a la exportación mantenidas en una zona franca.

209. Hay alrededor de 250 proyectos de zonas francas en el territorio de los Estados Unidos.  El valor de las mercancías nacionales e importadas transferidas a zonas francas fue de 247.000 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal de 2003, último ejercicio sobre el que se dispone de datos.
  Cerca de dos tercios del total eran productos nacionales.  Las exportaciones de zonas francas (con destinos fuera de los Estados Unidos) representaron unos 19.000 millones de dólares EE.UU.  Hay 155 zonas francas con por lo menos una parte en funcionamiento (enero de 2005).  Alrededor de 100 zonas francas tienen subzonas, que son lugares separados para operaciones que no se adaptan a una zona con fines generales (por ejemplo, refinado de petróleo y fabricación de automóviles).  Hay alrededor de 450 subzonas.
d)
Asistencia para el ajuste al comercio

210. Se presta asistencia financiera a las empresas por conducto del Programa de Asistencia a las Empresas para el Ajuste al Comercio, que forma parte de un programa más amplio que presta también asistencia a los trabajadores y los agricultores (véase también el capítulo IV 2)).  En la Ley de Comercio Exterior de 2002 se dispone la prestación de asistencia para el ajuste al comercio hasta septiembre de 2007 y se prevé la utilización de 80 millones de dólares EE.UU. a lo largo de cinco años para ayudar a las empresas afectadas por la competencia de las importaciones.
  Administra el programa la Administración de Desarrollo Económico del Departamento de Comercio, que financia 12 Centros regionales de Asistencia para el Ajuste al Comercio.

211. Para solicitar los beneficios de la Ley, las empresas deben obtener la correspondiente certificación de la Administración de Desarrollo Económico.  A tal fin, deben demostrar que las importaciones han contribuido de manera importante a descensos de su capacidad de empleo (o que existe la amenaza de que así ocurra) y de sus ventas o su producción.
  Una vez obtenida esa certificación, la empresa de que se trate tiene dos años para elaborar un plan de recuperación.  En general, el Centro de Asistencia para el Ajuste al Comercio que atiende a la región de la empresa cubre el 75 por ciento del costo de preparación del plan, que debe ser aprobado por la Administración de Desarrollo Económico.  Los Centros de Asistencia para el Ajuste al Comercio financian también hasta el 50 por ciento de los proyectos de asistencia técnica indicados en el plan de recuperación, con sujeción a un tope de 75.000 dólares EE.UU. por empresa.  Las actividades que se financian con mayor frecuencia son las de desarrollo de una estrategia de comercialización, identificación de tecnologías y certificación de normas.

ii) Política en materia de competencia

212. Las principales leyes antimonopolio de los Estados Unidos son la Ley Antimonopolio Sherman (15 U.S.C., artículos 1 a 7), la Ley Clayton (15 U.S.C., artículo 12 y siguientes) y la Ley de la Comisión Federal de Comercio, aunque también en otras leyes figuran disposiciones relativas a los aspectos comerciales de la política de competencia.
  La legislación federal antimonopolio abarca todo tipo de actividades, incluidas las relacionadas con el comercio exterior de los Estados Unidos.  Las leyes antimonopolio estadounidenses prevén la incoación de acciones por partes privadas perjudicadas y también por la División Antimonopolio del Departamento de Justicia (acciones penales y civiles) y por la Comisión Federal de Comercio (FTC) (acciones civiles).  Las acciones incoadas por partes privadas pueden dar lugar a indemnizaciones por daños triplicadas y/o, cuando proceda, desagravio por mandato judicial.  Existe también legislación antimonopolio en casi todos los Estados.

213. La Ley Sherman prohíbe todos los contratos, combinaciones y conspiraciones que limiten el comercio entre los Estados o con países extranjeros, así como la monopolización de cualquier parte del comercio entre los Estados o con países extranjeros.  No obstante, la Ley Sherman y la Ley de la Comisión Federal de Comercio (FTC) sólo se aplican a conductas relacionadas con el comercio, salvo el de importación, con países extranjeros si esas conductas tienen efectos directos, sustanciales y razonablemente previsibles en el comercio interno o de importación o en el comercio de exportación.  Cuando la jurisdicción se basa en el comercio de exportación las leyes antimonopolio sólo se aplican a esas conductas "cuando causan daño a las actividades de exportación de los Estados Unidos."
214. La Ley Clayton prohíbe las fusiones, adquisiciones y demás tipos de conducta que sea probable reduzcan sustancialmente la competencia.  El artículo 2 de la Ley Clayton, conocido también como Ley Robinson-Patman, prohíbe la discriminación en materia de precios internos de los productos en determinados casos (excepto para las instituciones sin fines lucrativos).  En el artículo 3 se prohíbe el arrendamiento o la venta de productos a condición de que el comprador adquiera el compromiso de no utilizar los productos de un competidor, si ello da lugar a una disminución de la competencia o a la creación de un monopolio.  En el artículo 7 se prohíbe toda fusión o adquisición de existencias o activos que reduzca sustancialmente la competencia o tienda a crear un monopolio.  En el artículo 7A, denominado Ley Hart-Scott-Rodino de mejora de la legislación antimonopolio, de 1976 (15 U.S.C. 18a), figuran disposiciones para facilitar la aplicación de las leyes antimonopolio con respecto a las fusiones y adquisiciones anticompetitivas.  Con arreglo a la Ley Clayton, las demandas privadas pueden presentarse en cualquier tribunal de distrito de los Estados Unidos en cuya jurisdicción resida, se halle o tenga un agente el demandado;  la Ley permite también la recuperación del triple de los daños causados a la parte perjudicada más las costas del juicio.  A las personas físicas o jurídicas extranjeras se les otorga trato nacional con respecto a las acciones privadas, por lo que pueden solicitar la misma cantidad;  ahora bien, los Estados extranjeros sólo pueden recuperar una cantidad igual al daño causado más las costas.

215. La Ley de la Comisión Federal de Comercio otorga a la FTC facultades para definir y prohibir métodos desleales de competencia y actos o prácticas que puedan inducir a error en el comercio;  por lo general, esto se refiere a infracciones de la Ley Sherman, la Ley Clayton o cualquier otra ley antimonopolio.  La Ley Internacional de Asistencia para la Observancia de Normas Antimonopolio de 1994 (15 U.S.C., artículos 46 y otros) autoriza al Departamento de Justicia y a la FTC a concluir acuerdos de asistencia mutua con autoridades antimonopolio extranjeras.

216. Algunas leyes estadounidenses otorgan inmunidad limitada con respecto a las leyes antimonopolio en casos concretos o con respecto a actividades específicas.

217. La Ley Hart-Scott-Rodino exige a las partes notificar a la FTC y al Departamento de Justicia y respetar un período de espera antes de realizar determinadas adquisiciones de títulos con derecho a voto o activos, a fin de dar a esos organismos la oportunidad de obtener compensaciones preliminares efectivas frente a fusiones anticompetitivas y, de este modo, impedir que la competencia y los consumidores sufran daños.  El reglamento de aplicación de esa Ley ha sido modificado en varias ocasiones.  En febrero de 2005 se modificó para conciliar el trato dispensado a las sociedades no inscritas en registros oficiales (por ejemplo, sociedades colectivas y sociedades comanditarias) con el trato otorgado a las personas jurídicas.
  Existe un umbral con respecto al "volumen de la transacción" y se aplica un criterio basado en el "tamaño de la entidad jurídica" para establecer los umbrales de ventas de activos de las transacciones notificables.  También deben notificarse las fusiones o adquisiciones de activos o títulos con derecho a voto extranjeros por personas físicas o jurídicas estadounidenses o extranjeras si su vinculación con los Estados Unidos es igual o superior a determinado umbral.

218. En enero de 2005 la FTC y el Departamento de Justicia anunciaron umbrales revisados en relación con la Ley Hart-Scott-Rodino, de conformidad con disposiciones legales que exigen un ajuste anual en función de la inflación.  Los umbrales de notificación se aumentaron a 53,1 millones de dólares EE.UU. (volumen de la transacción o vinculación con los Estados Unidos), 212,3 millones de dólares EE.UU. (transacciones notificables con independencia del "tamaño de la entidad jurídica"), 106,2 millones de dólares EE.UU. y 10,7 millones de dólares EE.UU. (con arreglo al criterio de "tamaño de la entidad jurídica").
  El número de transacciones alcanzó su cota máxima (4.926) en el ejercicio fiscal de 2000 y descendió a 1.454 en el ejercicio fiscal de 2004.
  El descenso del número de transacciones notificables es consecuencia en gran medida de legislación que entró en vigor en febrero de 2001 por la que se aumentaba el umbral relativo al volumen de la transacción de 15 millones de dólares a 50 millones de dólares EE.UU.

219. La Ley Pública Nº 108-237, firmada el 22 de junio de 2004, que incluye la Ley de Reforma y Aumento de las Sanciones Penales Antimonopolio de 2004 (ACPERA) y la Ley de Promoción de las Organizaciones de Normalización de 2004 (SDOAA), introdujo cambios en la legislación sobre política de competencia.  La ACPERA aumenta las multas y sanciones máximas posibles establecidas en la Ley Sherman, como se expone más adelante, en consonancia con las aplicadas a otros delitos financieros con efectos nocivos similares.  La Ley fortalece también la política de lenidad frente a las empresas de la División Antimonopolio, que ofrece a los participantes en cárteles la posibilidad de evitar procesos penales revelando el cártel y cooperando en la investigación y procesamiento, y limita también el riesgo de indemnización pecuniaria a los demandantes de los participantes en el cártel que cooperen con ellos en el juicio privado a la cuantía de los daños realmente infligidos por su conducta (frente al triple de esa cuantía en el caso de los demás participantes en el cártel) y en las acciones legales privadas.  La SDOAA hace extensiva la protección prestada por la Ley de Cooperación Nacional para la Investigación y la Producción de 1993 (NCRPA) (indemnización por la cuantía de los daños causados en vez del triple, análisis basado en la norma de sentido común, y pago de los honorarios de los abogados a la parte contendiente vencedora) a las organizaciones de normalización que satisfagan determinadas prescripciones en materia de apertura, voluntariedad y garantías procesales.

220. En virtud de la Ley Sherman, la fijación de precios, la manipulación de licitaciones y la repartición de mercados por personas físicas o jurídicas son delitos que pueden castigarse con multas, penas de prisión o ambas cosas.  Tras la promulgación de la ACPERA, se aumentaron las penas máximas:  con respecto a los delitos cometidos a partir del 22 de junio de 2004 inclusive, la multa máxima para las personas jurídicas es de 100 millones de dólares EE.UU.;  la multa máxima para las personas físicas es de 1 millón de dólares EE.UU., y la pena de prisión máxima es de 10 años.  Las infracciones están también sujetas a otras disposiciones en materia de multas que permiten la imposición de una multa de hasta el doble de la pérdida o beneficio financiero bruto resultante de la infracción.

221. En 2004 y 2005 la aplicación de la política de competencia por parte del Departamento de Justicia siguió centrándose en las actividades de los cárteles internacionales.  Los organismos antimonopolio abordaron también otras esferas, entre ellas las fusiones anticompetitivas y la prohibición de fusiones en sectores fundamentales como los de la salud y la energía.  Tras la cifra sin precedentes registrada en el ejercicio fiscal de 1999, las multas descendieron a 103 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal de 2002 y volvieron a aumentar a 141,2 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal de 2004.
  Entre las multas sustanciales impuestas en los ejercicios fiscales de 2003 y 2004 como consecuencia de acciones judiciales cabe citar la de 160 millones de dólares EE.UU. impuesta a Infineon Technologies AG, de Alemania, en la esfera de los semiconductores DRAM, y la de 66 millones de dólares EE.UU. impuesta a Bayer AG, también de Alemania, con respecto a productos químicos derivados del caucho.  A principios de 2005 se impuso a Dupont Dow Elastomers L.L.C., de los Estados Unidos, una multa de 84 millones de dólares EE.UU. por fijación de los precios de productos químicos derivados del caucho vendidos en los Estados Unidos y en otros países.
  Los tribunales estadounidenses multaron a cinco empresas por un importe de más de 200 millones de dólares EE.UU. entre principios de 2004 y mediados de 2005 como consecuencia de investigaciones del Departamento de Justicia con respecto a fijación de precios de diversos productos químicos derivados del caucho, mercado que registra ventas anuales de unos 1.000 millones de dólares en los Estados Unidos.

222. El resultado de las acciones antimonopolio en los tribunales tiene una repercusión considerable en la aplicación de la política de competencia en los Estados Unidos, en particular cuando esas acciones llegan al Tribunal Supremo.  Por ejemplo, entre los cuatro casos antimonopolio y conexos sobre los que decidió el Tribunal Supremo en el ejercicio fiscal de 2004, en el caso Intel Corp. contra Advanced Micro Devices Inc. el Tribunal interpretó que el U.S.C. § 1782(a) establecía que, a petición de cualquier persona interesada, un tribunal de distrito de los Estados Unidos "podía ordenar" a una persona dar testimonio o presentar un documento para su utilización en un procedimiento incoado en un tribunal extranjero o internacional.  Advanced Micro Devices (AMD) había presentado una reclamación contra Intel en la Dirección General de Competencia de la Comisión de las CE en la que se alegaba abuso de posición dominante por parte de Intel y pidió después a un tribunal de distrito de los Estados Unidos que exigiera a Intel presentar determinados documentos en apoyo de su reclamación.  El Tribunal mantuvo, entre otras cosas, que la ley autorizaba a los tribunales a ordenar esa revelación, pero no se lo exigía automáticamente.

223. En el caso F. Hoffman-La Roche Ltd. contra Empagran S.A. se abordaba la medida en que demandantes extranjeros pueden incoar acciones en virtud de la Ley Sherman por daños sufridos por causa de un cártel que, en general, tiene efectos directos, sustanciales y razonablemente previsibles en el comercio estadounidense, pese a que las reclamaciones de los demandantes no se basen en esos efectos internos.  El Tribunal decidió que la Ley de Mejoras de la Legislación Antimonopolio en el Comercio Exterior (FTAIA) no permitía reclamaciones antimonopolio derivadas únicamente de un daño exterior independiente de los efectos internos de la conducta anticompetitiva impugnada.
  En el caso Servicios Postales de los Estados Unidos contra Flamingo Industries, el Tribunal Supremo sostuvo unánimemente que los Servicios Postales no están sujetos a acciones judiciales en el marco de las leyes antimonopolio federales.  En el caso Verizon Communications Inc. contra Law Offices of Curtis V. Trinko, el Tribunal sostuvo que, si bien la Ley de Telecomunicaciones de 1996 exigía que la empresa de explotación de centrales locales establecida compartiera las instalaciones con los competidores, la Ley Sherman no lo hacía.
  El Tribunal Supremo subrayó la necesidad de mostrar prudencia en cuanto a la intervención del Gobierno contra la conducta de una empresa única, especialmente con respecto a la imposición a las empresas de obligaciones antimonopolio de ayudar a los competidores y compartir recursos, ya que se corría el riesgo de reducir la misma competencia que las leyes antimonopolio pretendían proteger.

224. Sobre la base de un índice de disposiciones que afectan a la competencia en los mercados de productos establecido a efectos de comparación internacional, la OCDE observa que los Estados Unidos tienen uno de los sistemas normativos menos restrictivos de la OCDE;  se dice que ello se ha traducido en el fortalecimiento de la competencia en los mercados de productos y ha favorecido una adaptación flexible en los mercados laborales y la adopción de tecnologías que aumentan la productividad.
  El informe vincula los buenos resultados de la economía estadounidense durante más de un decenio a los esfuerzos de reforma normativa en una amplia gama de industrias, pero indica que la política de competencia podría mejorarse mediante medidas tales como la terminación de la inmunidad antimonopolio de las empresas gubernamentales y la eliminación de exenciones anómalas.  En el informe se sugiere asimismo la adopción de medidas a nivel sectorial para aumentar la competencia, entre otros en los sectores de las telecomunicaciones y la electricidad.  En otro informe la OCDE recomienda la adopción de nuevas medidas para fortalecer la política de competencia de los Estados Unidos, entre ellas las siguientes:  aclarar las atribuciones de responsabilidad entre los diferentes funcionarios encargados de su aplicación, especialmente entre los niveles federal y estatal;  evitar superposiciones y duplicaciones;  eliminar las exenciones innecesarias de la legislación antimonopolio y hacer que dicha legislación se aplique en general a todos los sectores de la economía;  y emprender un amplio estudio del grado de aplicación y los efectos de la doctrina de la acción estatal.

225. Los Estados Unidos tienen acuerdos de cooperación antimonopolística con Alemania, Australia, el Brasil, el Canadá, Israel, el Japón, México y la Unión Europea.
  Esos acuerdos no invalidan las disposiciones de la legislación nacional que protege el carácter confidencial de la información procedente de las investigaciones, ni tampoco la Recomendación de la OCDE sobre cooperación entre países miembros en el ámbito de las prácticas anticompetitivas que afectan al comercio internacional, a la que se han adherido los organismos antimonopolio de los Estados Unidos.  La Ley Internacional de Asistencia para la Observancia de las Normas Antimonopolio (15 U.S.C. artículo 6211) autoriza al Departamento de Justicia de los Estados Unidos y a la Comisión Federal de Comercio a concluir con gobiernos extranjeros acuerdos bilaterales de asistencia mutua en la esfera antimonopolio en los que se autorice a los organismos a compartir información confidencial obtenida en sus investigaciones y a reunir pruebas en nombre de autoridades antimonopolio extranjeras.  Desde que se aprobó esa legislación en 1994 los Estados Unidos sólo han concluido un acuerdo de ese tipo, con Australia.

226. Los Estados Unidos tienen también varios tratados de asistencia jurídica mutua que permiten el intercambio de información en cuestiones penales;  esos acuerdos son especialmente importantes para las investigaciones sobre cárteles internacionales.  Los organismos antimonopolio de los Estados Unidos cooperan asimismo informalmente con organismos extranjeros, entre otros medios por el intercambio de información pública y también de información confidencial presentada por partes que hayan otorgado expresamente exenciones de los derechos de confidencialidad.  Las autoridades indican que esto ocurre cada vez más en las investigaciones sobre fusiones.

227. En el marco de la Iniciativa de Reforma Normativa, que forma parte de la Asociación Económica para el Crecimiento entre los Estados Unidos y el Japón, ambos países intercambian recomendaciones de reforma que sirven de base a informes anuales en los que se indican las medidas de reforma que adoptará cada Gobierno.  En junio de 2004 se publicó el Tercer Informe a los dirigentes sobre la iniciativa de reforma normativa y política de competencia de los Estados Unidos y el Japón.

iii) Contratación pública

a)
Panorama general

228. Los Estados Unidos son parte en el Acuerdo sobre Contratación Pública (ACP) de la OMC.  En el Anexo 1 del Apéndice I del Acuerdo figura la lista de las entidades del Gobierno central abarcadas por el ACP;  en el Anexo 2 figura la lista de los 37 Estados y de las entidades subfederales que aplican el Acuerdo.  En enero de 2004 los Estados Unidos distribuyeron una propuesta de enmiendas al Apéndice I del Acuerdo con respecto a los Estados Unidos que reflejaban cambios que habían tenido lugar recientemente en la estructura administrativa del Gobierno Federal.
  El principal cambio propuesto era la adición a la lista del Department of Homeland Security (DHS) (Departamento de Seguridad del Territorio Nacional) y la supresión de la Federal Emergency Management Agency (Agencia Federal de Gestión de Emergencias), transferida al DHS.  En la comunicación se enumeraban también todos los elementos y funciones orgánicos transferidos de otras entidades al DHS y se indicaba que las enmiendas propuestas no reducirían el nivel del alcance mutuamente convenido previsto en el Acuerdo.  Las objeciones inicialmente formuladas por el Canadá y el Japón fueron retiradas después.

229. En diciembre de 2004 los Estados Unidos presentaron una comunicación en el contexto de las negociaciones en el marco del GPA sobre la ampliación del ámbito de aplicación y la eliminación de las medidas y prácticas discriminatorias.
  La comunicación contiene peticiones generales (a todas las partes) que incluyen:  cambios de la estructura de los apéndices para incluir un anexo sobre productos que sea comparable al anexo sobre servicios que figura en dichos apéndices y en el que se indique que todos los productos comprados por las entidades enumeradas están abarcados por el ACP, excepto los productos excluidos con respecto a entidades específicas;  transformación de la lista positiva de servicios abarcados de un país que figura en el anexo 4 en una lista negativa;  transformación de la lista positiva de servicios de construcción abarcados de un país que figura en el anexo 5 en una lista negativa;  y traslado de las exclusiones que se refieren a un anexo específico de las Notas Generales al anexo pertinente.  La comunicación contiene también peticiones específicas de otras partes de expansión del acceso a los mercados en el marco del ACP.  En diciembre de 2005 los Estados Unidos presentaron una oferta inicial en el contexto de estas negociaciones.
230. En enero de 2002 los Estados Unidos presentaron a la OMC la información estadística correspondiente a los años 1996-1999 exigida en el párrafo 5 del artículo XIX del ACP.
  En la comunicación correspondiente a 1999 se notificaban 56.598 contratos cuyo valor era superior a 205.000 millones de dólares EE.UU.
  Desde entonces no se ha presentado ninguna otra notificación.

231. El Sistema de Datos sobre Contratación Federal (PDS) de los Estados Unidos mantiene estadísticas actualizadas sobre las actividades de contratación de los principales organismos federales.  El PDS publica un informe anual sobre las actividades de contratación de unos 50 organismos federales y elabora estadísticas sobre los contratos federales adjudicados, por departamentos.
  En el ejercicio fiscal de 2004 la contratación total de esos organismos ascendió a 327.200 millones de dólares EE.UU., frente a 305.500 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio financiero de 2003;  el 68 por ciento correspondía al Departamento de Defensa.
  En valor, en el ejercicio fiscal de 2003 el 23,6 por ciento de los contratos notificados se adjudicaron a pequeñas empresas;  más de la tercera parte de ellas eran pequeñas empresas desfavorecidas.
  En el ejercicio fiscal de 2004 la contratación de los organismos de los Estados Unidos fuera del país ascendió en total a 27.600 millones de dólares EE.UU., el 69,9 por ciento en Asia y el 17,6 por ciento en Europa.
  Siempre en el ejercicio fiscal de 2003, el 57,1 por ciento de la contratación federal correspondió a los 100 principales contratistas federales, la mayoría de los cuales son empresas transnacionales con sede en los Estados Unidos o en el extranjero.

232. En 2004 el gasto de consumo público y las inversiones brutas ascendieron a 2,18 billones de dólares EE.UU., aproximadamente el 18,6 por ciento del PIB, frente al 17,5 por ciento del PIB en 2000.  De esa cantidad, 810.000 millones de dólares EE.UU. correspondieron a gasto federal y 1.370 millones de dólares EE.UU. a gasto de los gobiernos estatales.  A nivel federal, el gasto de consumo en bienes y servicios se elevó en defensa a un total de 548.000 millones de dólares EE.UU. en 2004;  el gasto en las demás esferas fue en total de 262.000 millones de dólares EE.UU.

b)
Marco institucional y jurídico

233. La legislación sobre contratación pública de los Estados Unidos se notificó a la OMC en 1996.
  El AGP se aplica en la legislación estadounidense a nivel federal por conducto principalmente de la Ley de Acuerdos Comerciales (TAA) de 1979, modificada, que confiere al Presidente facultades para otorgar exenciones de las prescripciones discriminatorias en materia de compra (como la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses, véase infra), designar a los países con derecho a esas exenciones y prohibir la contratación en el caso de países no designados.  A nivel estatal, el AGP se aplica por conducto de leyes y reglamentos en cada uno de los 37 Estados enumerados en la lista que figura en el Anexo 2 correspondiente a los Estados Unidos del ACP.

234. La contratación a nivel federal está descentralizada y se realiza a través de los sistemas de contratación de diversos organismos ejecutivos.  La Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB) supervisa y coordina la contratación federal, y examina la reglamentación propuesta para cumplir las orientaciones en materia de política por conducto de la Oficina de Política Federal de Contratación (OFPP).
  Todas las adquisiciones de suministros y servicios de todos los organismos ejecutivos federales con fondos asignados se rigen por el Reglamento Federal de Adquisiciones (FAR).  Complementan el FAR los reglamentos sobre contratación establecidos por organismos específicos.  El sistema del FAR permite a cada organismo ejecutivo y sus suborganismos elaborar directrices internas concretas.  En el capítulo 25 del FAR se establecen políticas y procedimientos para la adquisición en el extranjero de suministros, servicios y materiales de construcción.  Aplica asimismo acuerdos comerciales y otras leyes y reglamentos.

235. Con algunas excepciones, los organismos federales de contratación deben publicar avisos de las oportunidades de contratación propuestas que excedan de 25.000 dólares EE.UU. en el punto de entrada del Gobierno Federal en línea (GPE), Federal Business Opportunities (FedBizOpps).  Hay algunas excepciones a esa prescripción, por ejemplo en caso de compra de suministros de subsistencia perecederos o si la publicación de un aviso puede causar un grave perjuicio al Gobierno.
  Los avisos de la contratación en proyecto deben publicarse en el GPE 15 días como mínimo antes de la invitación a presentar ofertas;  a partir de esa fecha los posibles proveedores tendrán por lo menos 30 días para presentar sus ofertas.  También los gobiernos estatales abarcados por el ACP están obligados a anunciar en sus publicaciones las invitaciones a licitar.

236. El FAR se modifica en ocasiones por conducto de circulares sobre adquisiciones federales (FAC);  durante el período objeto de examen se han introducido varios cambios.
  Algunas de esas modificaciones están relacionadas con la aplicación de condiciones de acceso preferencial otorgadas a pequeñas empresas, excombatientes y reclusos;  algunas tienen por finalidad simplificar y aclarar procedimientos y definiciones, y en otras se proponen modificaciones del proceso de licitación y de los umbrales.  Varias de las modificaciones están vinculadas a la aplicación de nueva legislación.

237. La reglamentación de los Estados Unidos permite que un organismo del Gobierno Federal prepare listas de proveedores, a condición de que también prepare una justificación por escrito en la que se expliquen las circunstancias de la necesidad de esa lista.  Esas listas no exhaustivas pueden incluir tanto proveedores nacionales como posibles proveedores extranjeros de países parte en el ACP u otros acuerdos internacionales.  Las listas de los proveedores calificados o registrados se hacen públicas.  Los proveedores interesados pueden solicitar en todo momento su inclusión en esas listas.  Los organismos de los Estados y otros organismos subfederales pueden también mantener listas de proveedores para su contratación;  a ese respecto, varios de los 37 Estados abarcados por el ACP utilizan listas de proveedores calificados cuando realizan licitaciones para determinados tipos de contratación.

238. Los contratistas están obligados a inscribirse en línea en el Registro Central para la Contratación (CCR), principal base de datos sobre proveedores del Gobierno Federal de los Estados Unidos.
  En agosto de 2005 los proveedores del Gobierno inscritos en el CCR eran unos 373.000, de los que 10.030 eran empresas extranjeras.

239. A nivel subfederal, la contratación se rige por leyes y reglamentos en materia de contratación promulgados por los gobiernos de los Estados u otros gobiernos subfederales.  En algunos casos, cuando la contratación se financia con fondos federales, los Estados deben cumplir determinadas prescripciones federales reglamentarias.  Los gobiernos locales disponen de sus propios organismos de contratación, así como de sus propias políticas al respecto.  En algunos Estados se otorgan preferencias a los proveedores locales y se aplican prescripciones en materia de contenido local en determinadas condiciones.
  Se aplican preferencias recíprocas entre Estados.

c)
Condiciones de acceso

240. La política de los Estados Unidos con respecto al acceso a los mercados de contratación pública es otorgar trato nacional recíproco.  Los Estados Unidos mantienen una serie de prescripciones en materia de compra de productos nacionales con respecto a la contratación no abarcada por el ACP, el TLCAN, el Acuerdo plurilateral de la OMC sobre el Comercio de Aeronaves Civiles, o acuerdos comerciales bilaterales.  La Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, modificada, autoriza al Presidente a otorgar exenciones de las disposiciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses y otras restricciones en materia de contratación;  el Presidente ha delegado esas facultades en el USTR.

241. La Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses, de 1933, limita la compra por organismos públicos de suministros y materiales de construcción a los declarados "productos finales nacionales" tras una prueba, dividida en dos partes, en la que debe establecerse que el artículo ha sido fabricado en los Estados Unidos y que el costo de los componentes nacionales es superior al 50 por ciento del costo de la totalidad de los componentes.  La Ley no se aplica a los servicios.  Puede haber excepciones a dicha Ley si se determina que la preferencia nacional es contraria al interés público, en caso de no disponerse en los Estados Unidos de un suministro o material, o por no ser razonable el costo.  En este último caso, se considera que el costo de la oferta nacional no es razonable si el costo del producto extranjero (que en principio no puede adquirirse), con inclusión del derecho de importación más un margen del 6 por ciento, es inferior al de la oferta nacional más baja en caso de que esa oferta proceda de una gran empresa.  Si la oferta nacional más baja procede de una pequeña empresa, el margen que se añade es del 12 por ciento.  Cuando se trata de compras del Departamento de Defensa, la diferencia de precio debe ser como mínimo del 50 por ciento.

242. Los proyectos de ley anuales sobre consignaciones y autorizaciones incluyen a veces prescripciones en materia de preferencias nacionales.  Algunos Estados también aplican preferencias nacionales o estatales.
  El Programa de la Balanza de Pagos, no basado en una disposición legal, aplica disposiciones similares a las de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses a los contratos del Departamento de Defensa de productos finales para su utilización fuera de los Estados Unidos cuyo valor supere los 100.000 dólares EE.UU.

243. La Ley de Acuerdos Comerciales (TAA) de 1979 exime de la aplicación de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses a los productos finales de países designados, entre los que actualmente figuran los países parte en el ACP, el TLCAN y otros acuerdos bilaterales que abarcan la contratación pública, los beneficiarios de la LRECC y los países menos adelantados (véase infra).  Con respecto a los países designados y los países beneficiarios de la LRECC, los umbrales aplicables son los del ACP;  para los países del TLCAN, Australia, Chile, Israel y Singapur, los umbrales son los estipulados en cada acuerdo.  Los productos con derecho a la exención reciben trato no discriminatorio.  También gozan de exención de las disposiciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses las aeronaves civiles y los artículos conexos que satisfagan el criterio de transformación sustancial previsto en la Ley y que sean originarios de países parte en el Acuerdo de la OMC sobre el Comercio de Aeronaves Civiles.

244. La Circular de Contratación Federal (FAC) 2004-027, sobre la aplicación de las disposiciones en materia de contratación contenidas en los Acuerdos de Libre Comercio con Australia y Marruecos (P.L. 108-286 y 108-302), entró en vigor el 1º de enero de 2005 para Australia y se prevé que entre en vigor el 1º de enero de 2006 para Marruecos.  Exime a la contratación de esos países de las prescripciones en materia de compras nacionales (véase infra) con respecto a algunos suministros y materiales de construcción extranjeros.
  La norma incluye también un cuadro de los servicios excluidos.  La FAC 2004-027 modifica también el umbral del TLCAN en lo que se refiere a los servicios canadienses (pasa de 25.000 a 58.550 dólares EE.UU.) (FAR 25.402(b)).  Modifica asimismo la lista de países designados para incluir a países con los que los Estados Unidos tienen acuerdos de libre comercio y a los países de la Cuenca del Caribe.  Se modifica también el FAR en lo que se refiere a la definición de productos con derecho a exención para incluir los materiales de construcción.  La lista de países menos adelantados designados se modifica en parte siguiendo una revisión de las Naciones Unidas de la lista de países menos adelantados.

245. Habida cuenta de que el TAA no determina umbrales de contratación, pueden aplicarse diferentes umbrales a la contratación exenta de las prescripciones en materia de compras nacionales en el marco de acuerdos de libre comercio;  como se ha indicado, los umbrales se actualizan periódicamente mediante FAC.  Los umbrales de los contratos de compra en DEG han permanecido invariables desde que entró en vigor el ACP el 1º de enero de 1996.  No obstante, el USTR revisa periódicamente (por lo general cada dos años) los umbrales en dólares de los Estados Unidos.
  Además de la contratación realizada en el marco del ACP y los acuerdos de libre comercio, el Departamento de Defensa exime también de las restricciones establecidas en la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses y el Programa de la Balanza de Pagos a la adquisición de equipo de defensa producido en un país que reúna las condiciones requeridas para ello (países con los que existe un acuerdo de contratación recíproca o un Memorando de Entendimiento).

246. Las condiciones de acceso con respecto a la contratación a nivel estatal varían según el Estado.  Como ya se ha dicho, participan en el ACP 37 Estados.  Entre los Estados que no participan, algunos, como Alabama, restringen la participación extranjera en las licitaciones;  otros ofrecen preferencias a los proveedores del propio Estado (Alaska y Nuevo México) o aplican prescripciones en materia de compras en el mercado interno (Indiana y Carolina del Sur).  La Administración de los Estados Unidos ha adoptado un nuevo enfoque en cuanto a reciprocidad de la contratación subfederal en dos acuerdos de libre comercio en curso de negociación.
  La Administración ha escrito a los Gobernadores para pedirles que los gobiernos estatales consideren voluntariamente la adopción de una nueva política de reciprocidad en su contratación en el marco del Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos y Panamá y el Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos y los países andinos, para beneficiarse de nuevas oportunidades de exportación.  Ese enfoque no se aplica a los anteriores compromisos de los Estados en el marco del ACP y otros acuerdos de libre comercio.

247. La política de contratación trata también de aumentar la participación de las pequeñas empresas, las pequeñas empresas propiedad de excombatientes, las pequeñas empresas desfavorecidas y las pequeñas empresas propiedad de mujeres.  El Departamento de Comercio determina anualmente los mecanismos de contratación de las pequeñas empresas desfavorecidas autorizadas y los factores de aplicación (porcentaje).  La Ley de Pequeñas Empresas (P.L. 85-536), modificada, exige en principio que cada contrato cuyo valor previsto sea superior a 2.500 dólares EE.UU. pero inferior a 100.000 dólares EE.UU. se reserve exclusivamente a pequeñas empresas.  La Administración de la Pequeña Empresa (SBA) administra cinco principales programas encaminados a aumentar la capacidad de las pequeñas empresas para competir en la obtención de contratos federales.
  La SBA administra también dos programas de asistencia a las empresas destinados a las pequeñas empresas desfavorecidas.

248. En la Ley de Beneficios para los Excombatientes de 2003 (VBA, P.L. 108-183) se establece un programa de contratación destinado a las pequeñas empresas propiedad de excombatientes inhabilitados para el servicio (SDVOSBC), que permite a los funcionarios de contratación federales limitar la licitación a las SDVOSBC y adjudicar los contratos a fuentes exclusivas o reservadas cuando se cumplan determinados criterios.  Se han establecido también otros sistemas de reserva de contratos y preferencias de precios, como el Programa sobre la Adjudicación de Contratos para la Potenciación de las Zonas Históricamente Infrautilizadas y el Programa de Demostración de la Competitividad de las Pequeñas Empresas.

249. En algunos casos, los suministros importados para su utilización en la ejecución de contratos públicos pueden quedar exentos de derechos de aduana.  Esos productos se enumeran en los subcapítulos VIII y X del capítulo 98 del Arancel de Aduanas de los Estados Unidos.  También puede otorgarse franquicia arancelaria a otros suministros;  en este caso, debe deducirse el precio contractual en la cuantía del derecho que habría de pagarse si los suministros no entraran con franquicia arancelaria.  Los suministros (excluido el equipo) destinados a embarcaciones o aeronaves para uso del Gobierno pueden importarse libres de derechos.

250. En virtud del artículo 305(g) (1) de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, los Estados Unidos vienen aplicando sanciones desde mayo de 1993 a determinados Estados miembros de la UE que se considera discriminan contra los productos y servicios de los Estados Unidos en sus prácticas de contratación pública.
  Las sanciones se aplican a los productos finales y a los materiales de construcción no abarcados por el ACP, a todos los contratos de servicios de valor inferior a los valores de umbral del ACP, y a una gama de contratos de servicios de cualquier valor;  no entran en su ámbito de aplicación los contratos del Departamento de Defensa ni los contratos adjudicados y ejecutados fuera de los Estados Unidos.

iv) Derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio

a)
Panorama general

251. En 1996 se notificaron a la OMC las leyes y reglamentos de los Estados Unidos sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio;  esa notificación se complementó en 1998.
  Después se han facilitado actualizaciones de la legislación sobre derecho de autor y patentes, con inclusión de modificaciones presentadas en un texto refundido.
  Los Estados Unidos son miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y participan en varios convenios y tratados internacionales relacionados con los derechos de propiedad intelectual (DPI).

252. Los Estados Unidos han firmado 22 acuerdos bilaterales o memorandos de entendimiento sobre propiedad intelectual.
  También se incluyeron cuestiones relacionadas con la protección de los DPI en los Acuerdos de Libre Comercio firmados con Australia, Chile, Jordania y Singapur, aprobados por el Congreso.
  El Acuerdo entre los Estados Unidos y América Central y la República Dominicana, y los acuerdos con Bahrein, Marruecos y Omán contienen también un capítulo sobre los DPI.  Los Estados Unidos están decididos a aplicar una política de promoción de una mayor protección de los DPI y están haciendo progresar esa protección mediante una diversidad de mecanismos, con inclusión de acuerdos de libre comercio.

253. Los Estados Unidos son importantes productores de bienes y servicios que llevan incorporados conocimientos y otros elementos intelectuales.  A este respecto, el Congreso ha reconocido que la propiedad intelectual es la columna vertebral de la competitividad económica de los Estados Unidos;  se ha señalado su contribución al crecimiento y la innovación, pero también los retos con que se enfrenta.
  Los Estados Unidos consideran que la capacidad de las industrias innovadoras para seguir desarrollando nuevos productos depende en gran medida de que haya un sistema de propiedad intelectual sólido y efectivo, y de la capacidad de comercializar efectivamente los productos nuevos durante el período en que existen DPI exclusivos.

254. La balanza de pagos de los Estados Unidos registra tradicionalmente un considerable superávit en el comercio relacionado con la propiedad intelectual, medido en función de las regalías y derechos de licencia.  En 2004 los ingresos netos ascendieron a 28.400 millones de dólares EE.UU. y los ingresos brutos a 51.300 millones de dólares EE.UU.

b)
Patentes

255. Las leyes estadounidenses sobre patentes están codificadas en el Título 35 del Código de los Estados Unidos (35 U.S.C.), modificado.
  Otorga las patentes la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos (USPTO), que aplica la norma de la primera invención;  los Estados Unidos son el único Miembro de la OMC que aplica esa norma.  Las patentes de invención (patentes de utilidad) prestan protección durante 20 años a contar de la presentación de la primera solicitud de patente de los Estados Unidos no provisional.  Las patentes de dibujos y modelos prestan protección durante 14 años a contar de la fecha de su expedición.  Los Estados Unidos son parte en el Tratado de Cooperación en materia de Patentes de la OMPI.

256. Con respecto a las invenciones propiedad del Gobierno Federal, de conformidad con la Ley de Comercialización de la Transferencia de Tecnología de 2002 (P.L. Nº 106-404) un organismo federal puede conceder una licencia exclusiva o parcialmente exclusiva si ello representa un incentivo necesario para atraer la inversión requerida para aplicar en la práctica la invención.  El Gobierno de los Estados Unidos tiene fundamento jurídico específico para permitir en algunos casos la expedición de licencias obligatorias para la utilización de la materia objeto de una patente, por ejemplo la Ley de Energía Atómica y la Ley de Protección de la Calidad del Aire;  no obstante, hace más de 20 años que no se utilizan esas disposiciones.

257. Durante el período objeto de examen la USPTO siguió aplicando su Plan Estratégico del Siglo XXI, plan quinquenal establecido en 2002 para mejorar la tramitación electrónica de las solicitudes de patente y simplificar el proceso de solicitud de patentes, con objeto de reducir la duración media del trámite de las solicitudes.  En su informe de resultados anual, la USPTO indicaba que en el ejercicio fiscal de 2004 se había tramitado electrónicamente el 88 por ciento de las solicitudes de patentes, siendo así que el objetivo fijado era del 70 por ciento.
  Actualmente puede accederse a información sobre patentes mediante los sistemas privado y público de recuperación de información sobre solicitudes de patentes (PAIR);  el sistema PAIR privado permite a los solicitantes el acceso al expediente completo de sus solicitudes, y el sistema PAIR público permite que cualquiera, en cualquier parte del mundo, acceda al expediente completo y las imágenes de cualquier solicitud no protegida por leyes de confidencialidad.

258. Durante el período objeto de examen son pocas las modificaciones sustanciales introducidas en la legislación estadounidense sobre patentes.  En el Título VII de la Ley de Asignaciones Consolidadas de 2005 (P.L. Nº 108-447) se establecen los derechos de patentes y marcas de fábrica o de comercio para el ejercicio fiscal de 2005.  Se ha modificado la legislación en materia de patentes para facilitar la patentabilidad de las invenciones desarrolladas en el marco de acuerdos conjuntos.  En la Ley de Mejora de la Cooperación en materia de Investigación y Tecnología (CREATE) de 2004 (P.L. Nº 108-453) se dispone que, en determinadas condiciones, no está excluida la patentabilidad sobre la base de obviedad cuando la materia en cuestión cuyas características corresponden al estado de la técnica anterior es desarrollada por una persona diferente de la persona que reivindica la invención.

259. En el Título XI de la Ley de mejora y modernización con respecto a los medicamentos que requieren receta de Medicare, de 2003 (acceso a productos farmacéuticos asequibles) se introducen modificaciones en la legislación estadounidense sobre patentes para que haya más competencia con respecto a los medicamentos genéricos y se reduzcan los precios de los productos farmacéuticos.  En particular, la Ley modifica la Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos para revisar las disposiciones (Ley Hatch-Waxman) con respecto a las solicitudes abreviadas de medicamentos nuevos (ANDA) con el fin de, entre otras cosas, acelerar su aprobación por la FDA y exigir que, cuando presente una certificación de conformidad con el párrafo IV, el solicitante presente una declaración más detallada que la anteriormente requerida.  La Ley crea la posibilidad de que los farmacéuticos y vendedores al por mayor importen del Canadá medicamentos que requieren receta una vez establecido el reglamento pertinente, y que se otorguen exenciones de la prohibición de importación de medicamentos o dispositivos que requieren receta médica para que una persona pueda importar del Canadá, en determinadas condiciones, un medicamento de ese tipo aprobado.  Como consecuencia de la Ley, se facilitará el proceso de aprobación de productos genéricos, así como la compra (incluida la importación) de medicamentos de fuentes más baratas.  No obstante, en octubre de 2005 no se había elaborado ningún reglamento ni se habían realizado importaciones en el marco de la Ley.

260. En marzo de 2005 los Estados Unidos presentaron al Consejo de los ADPIC una comunicación con respecto a la Decisión de 30 de agosto de 2003 sobre la aplicación del párrafo 6 de la Declaración de Doha relativa al Acuerdo sobre los ADPIC y la Salud Pública.
  Los Estados Unidos expresaban su apoyo a la solución convenida en agosto de 2003 por la que se eliminaba la restricción a la exportación establecida en el apartado f) del artículo 31 del Acuerdo sobre los ADPIC, en determinadas condiciones, con el fin de que pudieran suministrarse medicamentos comprados al amparo de licencias obligatorias a los países cuyas capacidades de fabricación de productos farmacéuticos fueran insuficientes o inexistentes.

261. En el ejercicio fiscal de 2004 se presentaron 376.810 solicitudes de patentes y se otorgaron 187.170 patentes;  la duración media de la tramitación de las solicitudes fue de 27,6 meses.  Las solicitudes recibidas y las patentes otorgadas han seguido aumentando;  las cifras correspondientes al ejercicio fiscal de 2004 fueron superiores en un 62 y un 52 por ciento, respectivamente, a las correspondientes al ejercicio fiscal de 1997.  La proporción de patentes expedidas por la USPTO a no residentes ha continuado aumentando en los últimos años, aunque su proporción con respecto a las solicitudes totales permanece prácticamente invariable.  En el ejercicio fiscal de 2004 cerca del 48 por ciento de las patentes expedidas correspondía a inventores no residentes en los Estados Unidos (en su mayor parte empresas), frente al 46 por ciento en el ejercicio fiscal de 2001;  los principales receptores siguieron siendo el Japón (el 43 por ciento de la patentes totales expedidas a extranjeros) y Alemania (el 13 por ciento).  Entre los 10 principales receptores, han registrado aumentos sustanciales en los últimos años los residentes del Taipei Chino y Corea.  En 2004 los 10 principales receptores de patentes del sector privado fueron cuatro empresas estadounidenses, cinco japonesas, y una coreana.

262. En su informe anual la USPTO manifestaba centrarse en el aumento de la calidad de las patentes.
  La calidad de las patentes es también una de las cuestiones identificadas en un informe reciente de la Comisión Federal de Comercio (FTC) en el que se examinaba el sistema de patentes de los Estados Unidos.
  La FTC indica que en su mayor parte el sistema de patentes de los Estados Unidos logra un equilibrio adecuado con la política de competencia, pero que los participantes en el sistema y algunos observadores han expresado preocupaciones con respecto a la calidad de las patentes y a normas y procedimientos jurídicos que involuntariamente pueden tener efectos anticompetitivos y aumentar los costos.  Para abordar esas cuestiones, la FTC recomienda, entre otras cosas:  nuevos procedimientos administrativos que permitan el examen de las patentes y la oposición a las mismas con posterioridad a su concesión, y el aumento de la participación de terceros en esos nuevos exámenes;  la promulgación de legislación en la que se especifique que las impugnaciones de la validez de una patente han de determinarse sobre la base de una "preponderancia de las pruebas";  la mejora de determinadas normas jurídicas utilizadas para evaluar si una patente es obvia;  la consideración del posible perjuicio a la competencia antes de ampliar el alcance de materia patentable;  y la promulgación de legislación que exija la publicación de todas las solicitudes de patentes, incluidas las presentadas únicamente en los Estados Unidos, 18 meses después de su presentación.

263. La cuestión de la calidad de las patentes se suscita también en un informe de las Academias Nacionales.
  Aun poniendo de relieve que el sistema de patentes de los Estados Unidos ha mostrado flexibilidad para dar cabida a nuevas tecnologías, en el informe se expresa preocupación con respecto a la calidad de las patentes expedidas, así como en lo relativo a los recursos de que dispone la USPTO para avanzar al ritmo de los cambios y el volumen de solicitudes, los rasgos de la legislación estadounidense que impiden la divulgación de la información contenida en las patentes y que elevan el costo y la incertidumbre de los litigios sobre validez e infracción de las patentes, el acceso a tecnologías de investigación patentadas para actividades básicas de investigación no comercial, y las redundancias e incoherencias entre los sistemas nacionales de patentes que elevan el costo de la protección global de la propiedad intelectual.

264. En virtud de la legislación estadounidense, las importaciones paralelas de mercancías que lleven incorporados elementos objeto de protección mediante patente u otros medios de protección de la propiedad intelectual pueden ser restringidas por el titular del derecho.  Con arreglo a 35 U.S.C. 154(a), la patente confiere a su titular "el derecho de impedir a terceros que fabriquen, usen, ofrezcan a la venta o vendan la invención en el territorio de los Estados Unidos o importen la invención en los Estados Unidos".  En un caso reciente sobre esta cuestión, la empresa Fuji presentó una reclamación ante la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC) en la que alegaba que 27 empresas, con inclusión de Jazz Photo, habían infringido sus 15 patentes relativas a cámaras fotográficas desechables.  Un tribunal de distrito dictaminó que los derechos de patente en los Estados Unidos con respecto a los productos que habían entrado en el mercado exterior no estaban agotados.  En 2003, tras cerca de cinco años de litigio, Fuji Photo Film Co. obtuvo un veredicto de pago de 25 millones de dólares EE.UU. como indemnización por los daños sufridos como consecuencia de la infracción de sus patentes, por considerarse que sus derechos de patente no estaban agotados.  En enero de 2005 el Tribunal Federal de Apelación confirmó el veredicto.

c)
Marcas de fábrica o de comercio

265. En los Estados Unidos la protección de las marcas de fábrica o de comercio surge del uso real de la marca.  Prestan protección adicional leyes federales y leyes de los Estados.  No es necesario el registro federal para establecer los derechos sobre una marca ni para usarla, pero el registro otorga al titular derechos adicionales, como la presunción legal de propiedad y el derecho a utilizar la marca en relación con los bienes o servicios identificados en el registro.  El registro federal de marcas ‑que incluye marcas de fábrica o de comercio, marcas de servicios, marcas colectivas y marcas de certificación- se rige por la Ley de Marcas de Fábrica o de Comercio de 1946, modificada, y el correspondiente reglamento de aplicación.  Las solicitudes de registro federal de marcas de fábrica o de comercio se presentan en la USPTO;  el registro es válido por un plazo inicial de 10 años, renovable indefinidamente por períodos de 10 años, siempre que se cumplan las prescripciones legales y reglamentarias.  Aunque no se exige que la marca de fábrica o de comercio se utilice comercialmente antes de la presentación de la solicitud de registro federal, el registro se cancelará a menos que entre el quinto y el sexto año siguiente a la fecha del registro se presente una declaración jurada de uso o no uso aceptable.

266. Tras la aplicación del Protocolo de Madrid en los Estados Unidos en 2003, el titular de una solicitud de marca de fábrica o de comercio pendiente o de un registro de marca de fábrica o de comercio aprobado por la USPTO que sea nacional de los Estados Unidos o residente en el país, o tenga un establecimiento industrial o comercial en los Estados Unidos, puede presentar una solicitud internacional en la USPTO.  La USPTO publicó nuevas normas en septiembre de 2003 para establecer un proceso de registro internacional de marcas de fábrica o de comercio en el marco de la Ley de Aplicación del Protocolo de Madrid.  Los titulares de registros internacionales basados en registros estadounidenses pueden solicitar en la Oficina Internacional de la OMPI o la USPTO una extensión de la protección a otros Estados miembros del Protocolo de Madrid.  Durante los 11 primeros meses de aplicación del Protocolo de Madrid la USPTO recibió 1.572 solicitudes internacionales y 4.822 solicitudes de extensión de la protección o designación subsiguiente por parte de la Oficina Internacional.

267. En julio de 1999 la Unión Europea impugnó ante la OMC el artículo 211 de la Ley Federal de Asignaciones del Presupuesto de los Estados Unidos, de 1998, relativo al registro, la renovación o la observancia en los Estados Unidos de marcas de fábrica o de comercio, nombres de comercio y nombres comerciales relacionados con activos confiscados en Cuba.  El Órgano de Solución de Diferencias de la OMC adoptó los informes del Órgano de Apelación y el Grupo Especial, en los que se llegaba a la conclusión de que algunas partes del artículo 211 eran incompatibles con las obligaciones de trato nacional y trato NMF contraídas por los Estados Unidos en el marco del Acuerdo sobre los ADPIC, pero se rechazaba la mayoría de las demás alegaciones de la UE.
  En diciembre de 2004 se prorrogó hasta el 30 de junio de 2005 el período de aplicación por parte de los Estados Unidos de las recomendaciones y resoluciones de la OMC.
  El 30 de junio de 2005 la UE y los Estados Unidos notificaron a la OMC que habían llegado a un entendimiento con respecto a la diferencia, con arreglo al cual la UE no pediría en esa etapa la autorización del OSD para suspender concesiones u otras obligaciones al amparo del párrafo 2 del artículo 22 del ESD, pero conservaba el derecho a hacerlo en el futuro;  los Estados Unidos no intentarían bloquear esa petición, pero conservaban el derecho de impugnar el nivel de la suspensión propuesta, o alegar que no se habían seguido los principios y procedimientos establecidos en el párrafo 3 del artículo 22 del ESD, y de someter la cuestión a arbitraje al amparo del párrafo 6 del artículo 22 del ESD.

268. En el ejercicio fiscal de 2004 disminuyeron los registros de marcas de fábrica o de comercio con relación a los dos anteriores ejercicios fiscales, a pesar del aumento del número de solicitudes;  el número de certificados activos de registro fue superior a 1,2 millones.  Se tramita un número cada vez mayor de solicitudes mediante el Sistema de Solicitud Electrónica de Marcas de Fábrica o de Comercio (TEAS):  en el ejercicio fiscal de 2004 el 73 por ciento de las solicitudes de marcas de fábrica o de comercio se presentaron por medios electrónicos.

d)
Indicaciones geográficas

269. Los Estados Unidos ofrecen protección a las indicaciones geográficas mediante su sistema de marcas de fábrica o de comercio, que incluye las marcas colectivas y las marcas de certificación.  Se otorga protección a las indicaciones geográficas, ya sean nacionales o extranjeras, con respecto a toda clase de productos.

270. En las negociaciones celebradas en el marco del Acuerdo sobre los ADPIC en relación con la aplicación del párrafo 4 del artículo 23, los Estados Unidos presentaron, junto con otros países, una propuesta de establecimiento de un sistema multilateral para la notificación y el registro de las indicaciones geográficas de los vinos y bebidas espirituosas.
  En abril de 2004 se presentó una comunicación en la que se respondía a algunas preguntas formuladas con respecto a esa propuesta.
  En la propuesta se sugiere el registro de todas las indicaciones geográficas de vinos y bebidas espirituosas notificadas por los Miembros participantes en una base de datos dotada de un mecanismo de búsqueda, disponible en el sitio Web de la OMC y que se actualizaría cuando fuera necesario.  La participación en el sistema sería voluntaria.

271. En septiembre de 2005 los Estados Unidos y las CE llegaron a un acuerdo en relación con las prácticas de fabricación de vinos y de etiquetado de los vinos que, entre otras cosas, limita la utilización de determinados términos semigenéricos en el mercado de los Estados Unidos y reconoce determinados nombres de origen en el mercado de cada una de las partes (artículo 2) vii) a)).  No obstante, en el acuerdo se especifica que no se interpretará que, en sí mismos, los artículos relativos a nombres de origen y a la utilización de determinados términos en las etiquetas de los vinos vendidos en los Estados Unidos definen la propiedad intelectual u obligan a las partes a conferir o reconocer derechos de propiedad intelectual (artículo 12).

e)
Derecho de autor

272. El derecho de autor está protegido por la legislación federal, en el marco de la Ley de Derecho de Autor de 1976, modificada (17 U.S.C.).  Los reglamentos relativos al derecho de autor están codificados en el Código de Reglamentos Federales, Título 37:  Patentes, Marcas de Fábrica o de Comercio y Derecho de Autor.  Los Estados Unidos otorgan automáticamente protección a las obras amparadas por derecho de autor, incluidos los programas de ordenador, de todos los Miembros de la OMC, los signatarios del Convenio de Berna y otros países.  La duración de la protección del derecho de autor para obras creadas después del 1º de enero de 1978 es la de la vida del autor más 70 años;  en el caso de obras anónimas, obras publicadas bajo seudónimo y obras creadas por encargo remunerado, la protección se extiende a 95 años a contar de su publicación o 120 años a contar de su creación, si este último plazo fuera menor.  La Oficina de Derecho de Autor es el lugar de registro de las reclamaciones sobre derechos de autor y administra las disposiciones sobre depósito obligatorio y las diversas disposiciones sobre licencias obligatorias de la legislación en materia de derecho de autor.  Además, la Oficina y la Biblioteca del Congreso administran los Grupos Especiales de arbitraje sobre las regalías de derechos de autor (CARP), que se reúnen para ajustar las tarifas y distribuir las regalías con respecto a las licencias legales y obligatorias.

273. Los Estados Unidos son parte en los Tratados de la OMPI sobre Derecho de Autor y sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas, que se aplican por medio de la Ley del Milenio sobre el Derecho de Autor de los Medios Digitales, de 1998, y prestan protección en el marco de la legislación estadounidense (desde 2002) a las obras de los países extranjeros que han ratificado esos tratados.  Los Estados Unidos son parte en la Convención de Ginebra sobre los Fonogramas, pero no en la Convención de Roma, ya que la legislación estadounidense sobre derecho de autor no utiliza el concepto de "derechos conexos" como algo distinto del derecho de autor.  Por consiguiente, los derechos conexos están protegidos mediante la aplicación de la Ley de Derecho de Autor.  No obstante, los derechos de ejecución pública de grabaciones de sonido se limitan por lo general a las transmisiones digitales distintas de la radiodifusión.  Las representaciones de obras musicales en vivo están protegidas por la legislación federal de la fijación no autorizada.

274. La Ley de Derecho de Autor prevé varias licencias legales y otras remuneraciones para los titulares de derechos en las esferas de las retransmisiones por cable y por satélite, las reproducciones mecánicas de obras musicales, los servicios de transmisión de audio digitales y los dispositivos y medios de grabación digitales.  Los derechos y condiciones de las licencias legales y la distribución de los fondos recaudados se establecen mediante negociaciones voluntarias entre las partes interesadas o, hasta mayo de 2005, los decidía un Grupo Especial de arbitraje sobre regalías de derechos de autor (CARP).  La Ley de Reforma de la Distribución de las Regalías de Derechos de Autor de 2004 (P.L. Nº 108-419) sustituyó las disposiciones por las que se autorizaban y se regían los CARP con disposiciones en las que se prevé la designación de Jueces sobre Regalías de Derechos de Autor (CRJ) y la determinación por ellos de los tipos de las regalías aplicables a las licencias obligatorias en el marco de la Ley de Derecho de Autor.  La Ley exige que el Bibliotecario del Congreso, tras celebrar consultas con el Registrador de Derechos de Autor, designe tres CRJ, uno de ellos como CRJ principal.  En septiembre de 2005 aún no se habían designado esos jueces, pero las autoridades esperaban que se designaran en breve;  se había designado un juez provisional, que se mantendría en su puesto hasta que se formulara una determinación final sobre los CRJ.  Las disposiciones de la Ley entraron en vigor el 30 de mayo de 2005.

275. La Ley de Derechos de los Artistas y Prevención del Robo de 2005 (Ley ART), Título I de la Ley de Esparcimiento Familiar y Derecho de Autor de 2005 (Ley Pública Nº 109-9), modifica el Código Penal Federal para prohibir el uso intencional o el intento de uso, sin autorización, de una cámara de vídeo o aparato similar para transmitir o hacer una copia de una obra audiovisual protegida por derecho de autor a partir de una proyección de esa obra en una sala cinematográfica.  La Ley establece también sanciones penales por infracción dolosa del derecho de autor mediante la distribución de programas de ordenador, obras musicales o audiovisuales, o grabaciones de sonido en curso de preparación para su distribución comercial, facilitándolos intencionalmente en una red de ordenadores accesible a miembros del público para su distribución comercial.  Con el fin de proteger las obras antes de su divulgación, la Ley encomienda al Registrador de Derechos de Autor la publicación de disposiciones encaminadas a establecer procedimientos para el registro previo de una obra en curso de preparación para su distribución comercial y que no se haya publicado.  La Oficina de Derecho de Autor está elaborando disposiciones para establecer un procedimiento de registro previo.  La Ley de Cine Familiar de 2005, Título II de la P.L. Nº 109-9, establece una exención con respecto a la infracción del derecho de autor y las marcas de fábrica o de comercio en caso de montaje de porciones reducidas del contenido de audio o vídeo de una película, a partir de una copia autorizada de la misma, para uso doméstico.

f)
Actividades encaminadas a la observancia

276. De conformidad con el artículo 182 de la Ley General de Comercio Exterior y Competencia de 1988, 19 U.S.C. § 2242 (artículo 301 especial), el Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales realiza anualmente exámenes para determinar si en otros países se ofrece una protección adecuada y eficaz a la propiedad intelectual, y los efectos de esa protección en el acceso a los mercados de personas de los Estados Unidos.  El ejercicio realizado en 2005 en el marco del artículo 301 especial abarcó 90 países.  El USTR incluyó a 14 interlocutores comerciales en la lista de vigilancia prioritaria para la protección de la propiedad intelectual.  Además, se incluyeron 38 países en la lista de vigilancia.  Se identificó un país extranjero prioritario, al que se retiraron los beneficios del SGP, y se señalaron dos países para vigilancia en virtud del artículo 306, a fin de asegurar el cumplimiento de sus compromisos en el marco de acuerdos bilaterales sobre propiedad intelectual.  En el examen de 2005 el USTR prestó especial atención a la necesidad de mejorar en medida importante la observancia de las disposiciones contra la falsificación y la piratería.  El USTR realiza también exámenes extracíclicos.

277. En el artículo 337 de la Ley Arancelaria de 1930 se consideran prácticas de importación ilícitas algunas prácticas desleales relacionadas con los derechos de propiedad intelectual, métodos de competencia desleales y actos desleales en la importación y venta de productos en los Estados Unidos.
  Las investigaciones en el marco del artículo 337 las inicia la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC);  jueces de derecho administrativo formulan una determinación inicial en cuanto a la existencia de infracción/contravención de la ley, que la USITC examina a continuación.  Si la USITC determina que existe infracción del artículo 337, puede dictar una orden de denegación de entrada o un mandamiento de cesación y desistimiento, o ambos.  Si dicta una orden de denegación de entrada, el Servicio de Aduanas de los Estados Unidos recibe instrucciones de impedir la entrada en el país de mercancías infractoras procedentes de cualquier fuente (órdenes de denegación de entrada generales) o de fabricantes, importadores o productores específicamente identificados (órdenes de denegación de entrada limitadas).
  El Presidente puede anular una orden de la USITC dentro de los 60 días siguientes a la fecha de su publicación.

278. Entre el 1º de enero de 2003 y el 30 de abril de 2005 se iniciaron 54 nuevas investigaciones en el marco del artículo 337;  47 de ellas se referían a presuntas infracciones de patentes.  Las investigaciones abarcaban productos de 27 interlocutores comerciales.
  Muchas investigaciones se referían a más de un interlocutor comercial.  Por lo general, las investigaciones se terminan en un plazo de 15 meses a contar de la fecha de su iniciación.  El 30 de abril de 2005 se habían ultimado 22 de esos casos y estaban pendientes 32.  Entre los casos ultimados, en varios de ellos se retiraron las reclamaciones, se expidió una orden de avenencia o se llegó a un arreglo.  Durante 2004 y los 4 primeros meses de 2005 la USITC dictó seis órdenes de denegación de entrada limitadas, junto con órdenes de cesación y desistimiento en tres investigaciones.
  Hay 61 órdenes de denegación de entrada pendientes que afectan a las importaciones de una gama de productos, en su mayor parte maquinaria y equipo pero también algunos bienes de consumo duraderos, gafas, bebidas no alcohólicas y cigarrillos.

279. La Ley de Modificaciones de la Protección de la Propiedad Intelectual y los Tribunales, de 2004 (P.L. 108-482), modifica las disposiciones del Código Penal Federal relativas al tráfico de etiquetas falsificadas.  La Ley prohíbe el tráfico intencional de etiquetas falsificadas o ilícitas colocadas en obras audiovisuales, programas informáticos, obras literarias, obras pictóricas o gráficas, u obras de escultura, y prevé la confiscación o destrucción de las etiquetas ilícitas o falsificadas y de todo equipo, aparato o material utilizado en su fabricación, reproducción o montaje.
� Información en línea de la CBP.  Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.cbp.gov/xp/cgov/toolbox/about/mission/cbp.xml" ��http://www.cbp.gov/xp/cgov/toolbox/about/mission/ cbp.xml� [11 de noviembre de 2005].





� Las prescripciones aplicables a la entrada de mercancías importadas se describen en Customs and Border Protection (2004).





� Información en línea de la CBP, "ACE Frenquently Asked Questions and Answers".  Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.cbp.gov/xp/cgov/toolbox/about/modernization/ace/ace_faq.xml" ��http://www.cbp.gov/xp/cgov/toolbox/about/modernization/ace/ace_faq.xml� [14 de abril de 2005].





� Customs and Border Protection (2005).





� Federal Register, 68 FR 68140, 5 de diciembre de 2003.





� Información en línea de la CBP, "Summary of Final Trade Act Regulations sent to Congress for Review".  Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/communications_to_trade/advance_info" ��http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/communications_to_trade/advance_info� [11 de noviembre de 2005].





� Información en línea de la CBP, "Summary of Final Trade Act Regulations sent to Congress for Review".  Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/communications_to_trade/advance_info" ��http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/communications_to_trade/advance_info�.





� 19 CFR 103.31.





� 19 USC 1436.





� Federal Register, 68 FR 68140, 5 de diciembre de 2003.





� Información en línea de la CBP, "Frequently Asked Questions on the Trade Act of 2002:  Mandatory Advanced Electronic Cargo Information".  Disponible en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/communications _to_trade/advance_info [14 de abril de 2005].





� Federal Register, 68 FR 68165, 5 de diciembre de 2003.





� En abril de 2005, la CSI era operacional en:  Alemania (Bremenhaven y Hamburgo); Bélgica (Amberes y Zeebrugge); el Canadá (Halifax, Montreal y Vancouver); Corea (Pusan); los Emiratos Árabes Unidos (Dubai); España (Algeciras); Francia (Le Havre y Marsella); Grecia (Pireo); Hong Kong, China; Italia (Génova, Gioia Tauro, La Spezia, Livorno y Nápoles); el Japón (Kobe, Nagoya, Tokio y Yokohama); Malasia (Port Klang y Tanjung Pelepas); los Países Bajos (Rotterdam); el Reino Unido (Felixstowe, Liverpool, Southampton, Thamesport y Tilbury); Singapur; Sudáfrica (Durban); Suecia (Gotemburgo); y Tailandia (Laem Chabang).





� Información en línea de la CBP, "CSI Fact Sheet".  Disponible en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/ border_security/international_activities/csi [14 de abril de 2005].





� Información en línea de la CBP, "CSI FACT Sheet".





� Información en línea de la CBP, "Frequently Asked Questions Regarding Minimum Security Criteria for Importers".  Disponible en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/commercial_enforcement/ctpat [14 de abril de 2005].





� Información en línea de la CBP, "Message from the Commissioner Announcing C-TPAT Importer Security Criteria".  Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/commercial_enforcement/ctpat/criteria_importers commi_importer_criteria.xml" ��http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/commercial_enforcement/ctpat/criteria_ importers/commi_importer_criteria.xml� [18 de abril de 2005].





� La CBP define a los importadores estadounidenses como empresas estadounidenses (que pueden ser filiales estadounidenses de empresas extranjeras) autorizadas para importar en los Estados Unidos como "importadores registrados" mediante el depósito de una fianza de entrada única o continua.





� Información en línea de la CBP, "FAST-Free and Secure Trade".  Disponible en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/commercial_enforcement/ctpat/fast [14 de abril de 2005].





� Las notificaciones de los Estados Unidos en materia de normas de origen figuran en los documentos G/RO/N/1/Add.1;  G/RO/N/6;  G/RO/N/12;  y G/RO/N/18 de la OMC, de 22 de junio de 1995, 19 de diciembre de 1995, 1º de octubre de 1996 y 3 de noviembre de 1997, respectivamente.





� La legislación sobre normas de origen no preferenciales figura en:  19 USC 1304 y Nota General 3 del Arancel Armonizado de los Estados Unidos (trato NMF);  19 USC 2511 y siguientes, 19 USC 3592, y 19 CFR 177.21 (contratación pública);  19 CFR 102.0 y 19 CFR 134 (marcado del país de origen);  y 19 CFR 102.21 (textiles y vestido).





� 19 USC 3592.





� Federal Register, 70 FR 58009, 5 de octubre de 2005.





� 19 USC 2518.





� Federal Register, 68 FR 3163, 23 de enero de 2003.





� El Arancel Armonizado figura en un documento producido y actualizado periódicamente por la Comisión de Comercio Internacional, y está disponible en línea en:  http://www.usitc.gov/tata/hts/index.htm.





� Las líneas arancelarias correspondientes a los tipos dentro de contingente y fuera de contingente aplicables al mismo producto se cuentan como una.





� 19 USC 2136.





� Federal Register, 68 FR 64410, 13 de noviembre de 2003, y 70 FR 7319, 11 de febrero de 2005.





� 19 USC 2434.





� 19 USC 2432.





� Las autoridades de los Estados Unidos han proporcionado, en el contexto del presente examen, los equivalentes ad valorem de los tipos arancelarios no ad valorem.





� Sólo una línea arancelaria -ceras artificiales y ceras preparadas de poly (oxietileno) (polietilenglicol), 3404.2000- está sujeta a reducciones arancelarias NMF consolidadas en listas después de enero de 2004.





� Documento WT/LET/493 de la OMC, de 17 de mayo de 2005.





� Documento WT/L/407 de la OMC, de 26 de julio de 2001.





� Véanse las notas generales del Arancel Armonizado 3(a), 4, 7, 10, 11, 16 y 17, donde figuran las disposiciones relativas a estos programas preferenciales.





� Véase, por ejemplo, OMC (2004), capítulo III 2) iii) d).





� Federal Register, 69 FR 10131, 4 de marzo de 2004.





� Federal Register, 69 FR 10131, 4 de marzo de 2004.  Véase 19 USC 2461(b)(1).





� Federal Register, 69 FR 10131, 4 de marzo de 2004, 69 FR 54739, 9 de septiembre de 2004, y 70 FR 37959, 30 de junio de 2005.





� Artículo 7 de la Ley de Aceleración de la AGOA de 2004, Ley Pública 108-274.  Los 37 beneficiarios de la AGOA se enumeran en el capítulo II 4) iii).





� Artículo 7 de la Ley de Aceleración de la AGOA de 2004.  Los beneficiarios de la "norma para tejidos procedentes de terceros países" son Benin, Botswana, Cabo Verde, Camerún, Etiopía, Ghana, Kenya, Lesotho, Madagascar, Malawi, Malí, Mauricio, Mozambique, Namibia, Níger, Nigeria, Rwanda, Senegal, Sierra Leona, Swazilandia, Tanzanía, Uganda y Zambia.  Véase el capítulo 98 (subcapítulo XIX) del Arancel Armonizado.





� USTR (2005b).





� Los criterios de elegibilidad de la AGOA figuran en el artículo 104(a) de la AGOA y los artículos 502(b) y (c) de la Ley de Comercio Exterior de 1974.





� Véase, por ejemplo, OMC (2004), capítulo III 2) iii) d).





� 19 USC 58c.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� Artículo 892(e), Ley de Creación de Empleo de 2004.





� Esa carga, establecida como parte de la Ley de Desarrollo de los Recursos Hídricos de 1986 (26 USC 4461) se denomina "impuesto" en el Acta, y "gravamen" en el reglamento (19 CFR 24.24).  La lista de puertos que reciben fondos federales para mantenimiento figura en 19 CFR 24.24.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� United States v. United States Shoe Corp., 523 US 360 (1998), 31 de marzo de 1998.  El artículo 11116(b)(1) de la Ley de Transporte Seguro, Responsable, Flexible y Eficiente (P.L. 109-59) enmendó el impuesto de mantenimiento de puertos para eximir a las exportaciones.





� La Cláusula de Exportación dice así:  "No se gravarán con impuestos o derechos los artículos exportados de ningún Estado."  Artículo I, Sección 9, Constitución de los Estados Unidos.





� Documento WT/DS250/3 de la OMC, de 2 de junio de 2004.





� Documento WT/DS250/2 de la OMC, de 19 de agosto de 2002.





� Información en línea de la ITA.  Disponible en:  http://ia.ita.doc.gov/pcp/pcp-index.html.





� Título X de la Ley de Créditos Presupuestarios para la Agricultura, el Desarrollo Rural, la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos y los Organismos Conexos de 2001 (P.L. Nº 106�387).  Disponible en línea en:  http://thomas.loc.gov.





� El informe correspondiente al ejercicio fiscal 2004 está disponible en la información en línea de la CBP, en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/add_cvd/cont_dump/cdsoa_04/fy2004_annual.





� Los desembolsos totalizaron 230 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal de 2001;  330 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2002;  190 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2003;  y 284 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2004.  Los desembolsos correspondientes al ejercicio fiscal 2003 no incluyen 50 millones de dólares EE.UU. pendientes del resultado de una decisión judicial.  Información en línea de la CBP.  Disponible en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/add_cvd/ cont_dump.





� GAO (2005b).





� De conformidad con la Orden Nº 165 revisada del Departamento del Tesoro (T.D. 53654, 19 FR 7241, 6 de noviembre de 1954), en su forma enmendada, el Comisario de Aduanas está facultado para exigir, por reglamento o instrucción específica, las fianzas u otras garantías consideradas necesarias para la protección de los ingresos públicos o para velar por el cumplimiento de cualquier ley, reglamento o instrucción pertinente, así como para determinar la forma y las condiciones de esas fianzas (fianzas aduaneras).  Esto es igualmente aplicable a los derechos de importación y los derechos antidumping y compensatorios.  Las fianzas pueden depositarse para una o muchas transacciones (fianzas continuadas).


� Información en línea de la CBP.  Disponible en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/add_cvd/ bonds/07082004.xml, "Amendment to Bond Directive 99-3510-004 for Certain Merchandise Subject to Antidumping/Countervailing Duty Cases", 9 de julio de 2004.





� Si un importador tiene mercancías objeto de un asunto antidumping por un valor de 1 millón de dólares EE.UU. en los 12 meses anteriores, y la tasa del USDOC es del 30 por ciento, la fianza continuada se aumentará en 300.000 dólares EE.UU.





� Información en línea de la CBP.  Disponible en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/add_cvd/ bonds/07082004.xml.





� Documentos WT/DS136/R y WT/DS136/R/Corr.1 de la OMC, de 31 de marzo de 2000 y 25 de abril de 2000, respectivamente;  y WT/DS162/R y WT/DS162/R/Add.1 de la OMC, de 29 de mayo de 2000 y 25 de septiembre de 2000, respectivamente.





� Información en línea de la Oficina de Publicaciones Oficiales del Gobierno de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://thomas.loc.gov/cgi-bin/toGPO/http://frwebgate.access.gpo.gov/cgi-bin/getdoc.cgi?dbname =108_cong_public_laws&docid=f:publ429.108.pdf.





� Documentos WT/DS217/1 y WT/DS217/R de la OMC, de 9 de enero de 2001 y 16 de septiembre de 2002, respectivamente;  y WT/DS217/AB/R y WT/DS234/AB/R de la OMC, de 16 de enero de 2003.





� Documento WT/DS217/14, WT/DS234/22 de la OMC, de 13 de junio de 2003.





� Documentos WT/DS217/44, WT/DS217/45 y WT/DS217/46 de la OMC, de 6 de enero de 2005, 10 de enero de 2005 y 12 de enero de 2005, respectivamente.





� Documento WT/DS217/47 de la OMC, de 4 de mayo de 2005.





� Información disponible en:  http://trade-info.cec.eu.int/doclib/html/122952.htm.





� Documento WT/DS217/16/Add.15, WT/DS234/24/Add.15 de la OMC, de 8 de abril de 2005.





� Documento WT/DS217/16/Add.23, WT/DS234/24/Add.23 de la OMC, de 10 de enero de 2006.





� Documento TN/RL/W/27 de la OMC, de 22 de octubre de 2002, "Conceptos y principios básicos de las normas sobre medidas correctivas comerciales:  Comunicación de los Estados Unidos."





� Documentos TN/RL/W/98, TN/RL/W/130 y otros documentos TN/RL de la OMC, de 6 de mayo de 2003 y 20 de junio de 2003, respectivamente.





� Documento TN/RL/GEN/29 de la OMC, de 8 de febrero de 2005.





� Información en línea de la Administración de Comercio Internacional.  Disponible en:  http://ia.ita.gov/stats/inv-initiations-2000-2004.htlm.





� Documento G/ADP/N/126/USA de la OMC, de 8 de marzo de 2005.  Los principales interlocutores comerciales objeto de medidas antidumping en diciembre de 2004 fueron:  China (20,1 por ciento del total);  Estados miembros de la UE (19,4 por ciento);  el Japón (10,6 por ciento);  Corea (7 por ciento);  el Taipei Chino;  el Brasil (5,1 por ciento);  la India (4,4 por ciento);  el Canadá (3,3 por ciento);  y México (3,3 por ciento).  Por regiones, el 56,4 por ciento de las medidas se aplicó a interlocutores asiáticos;  el 26,7 por ciento a europeos;  y el 15,4 por ciento a americanos.





� Documento G/ADP/N/132/USA de la OMC, de 16 de septiembre de 2005.





� USITC (2004a).





� Información en línea del USDOC.  Disponible en:  � HYPERLINK "http://ia.ita.doc.gov/trcs/foreignadcvd/index.html" ��http://ia.ita.doc.gov/trcs/foreignadcvd/index.html�;  y notificaciones a la OMC.





� Documento WT/DS277/R de la OMC, de 22 de marzo de 2004.





� Documento WT/DS277/12 de la OMC, de 10 de marzo de 2005.





� Documento WT/DS277/R/W de la OMC, de 15 de noviembre de 2005.





� Documento WT/DS319/1, G/L/712, G/ADP/D57/1 de la OMC, de 9 de noviembre de 2004.





� Documentos WT/DS322/1, G/L/720, G/ADP/D58/1 de la OMC, de 29 de noviembre de 2004;  y WT/DS322/9 de la OMC, de 19 de abril de 2005.





� Documento WT/DS324/1, G/L/726, G/ADP/D59/1 de la OMC, de 14 de diciembre de 2004.





� Documento WT/DS325/1, G/L/727, G/ADP/D60/1 de la OMC, de 10 de enero de 2005.





� Documento WT/DS264/R de la OMC, de 13 de abril de 2004.





� Documento WT/DS264/AB/R de la OMC, de 11 de agosto de 2004.





� Documentos WT/DS264/16 y WT/DS264/17 de la OMC, de 20 de mayo de 2005 y 20 de mayo de 2005, respectivamente.





� Documentos WT/DS264/18 y WT/DS264/19 de la OMC, de 30 de mayo de 2005 y 1º de junio de 2005, respectivamente.





� Documento WT/DS294/1, G/L/630, G/ADP/D49/1 de la OMC, de 19 de junio de 2003.





� Documento WT/DS294/R de la OMC, de 31 de octubre de 2005.





� Documentos G/SCM/N/113/USA y G/SCM/N/122/USA de la OMC, de 7 de octubre de 2004 y 3 de marzo de 2005, respectivamente.





� Documentos G/SCM/N/113/USA, G/SCM/N/122/USA y G/SCM/N/130/USA de la OMC, de 7 de octubre de 2004, 3 de marzo de 2005 y 15 de septiembre de 2005, respectivamente.





� Documento G/SCM//N/130/USA de la OMC, de 15 de septiembre de 2005.





� USITC (2004a).





� Documentos WT/DS212/R y WT/DS212/AB/R de la OMC, de 31 de julio de 2002 y 9 de diciembre de 2002, respectivamente.





� Véase Department of Commerce (2003).





� Documento WT/DS296/R de la OMC, de 21 de febrero de 2005.





� Documentos WT/DS296/5 y WT/DS296/6 de la OMC, de 1º de abril de 2005 y 11 de abril de 2005, respectivamente.





� Documento WT/DS296/AB/R de la OMC, de 27 de junio de 2005.





� Documento WT/DS296/11 de la OMC, de 8 de noviembre de 2005.





� Documento WT/DS311/1, G/L/679, G/SCM/D60/1 de la OMC, de 19 de abril de 2004.





� Documentos G/ADP/N/126/USA y G/SCM/N/122/USA de la OMC, de 8 de marzo de 2005 y 3 de marzo de 2005, respectivamente.





� Información en línea de la Administración de Comercio Internacional.  Disponible en:  http://ia.ita.doc.gov/stats/adrev1.htm.





� Las normas y procedimientos para los exámenes por extinción figuran en el Federal Register, volumen 63, 5 de junio de 1998, y están disponibles en línea en:  ftp://ftp.usitc.gov/pub/notices/sunrules.pdf.





� Departamento de Comercio, Administración de Comercio Internacional, Policies Regarding the Conduct of Five-year (Sunset) Reviews of Antidumping and Countervailing Duty Orders, Federal Register, 16 de abril de 1998, volumen 63, Nº 73, páginas 18871-18877.





� Una lista completa de los casos finalizados por la ITA figura en la información en línea de la USITC, "Sunset Review Schedule and Disposition".  Disponible en:  http://www.usitc.gov/ussunset.htm.





� Puede obtenerse más información en línea de la ITA sobre exámenes por extinción.  Disponible en:  http://ia.ita.doc.gov/sunset/ssy2krev.htm, y http://ia.ita.doc.gov/sunset/ssy2kcon.htm.





� Documentos WT/DS213/R y WT/DS213/AB/R de la OMC, de 3 de julio de 2002 y 28 de noviembre de 2002, respectivamente.





� Documento WT/DS/OV/21 de la OMC, de 30 de junio de 2004.





� Documentos WT/DS244/R y WT/DS/OV/23 de la OMC, de 14 de agosto de 2003 y 7 de abril de 2005, respectivamente.





� Documentos WT/DS268/R y WT/DS268/AB/R de la OMC, de 16 de julio de 2004 y 29 de noviembre de 2004, respectivamente.





� Documentos WT/DS282/2 y WT/DS282/3 de la OMC, de 8 de agosto de 2003 y 8 de septiembre de 2004, respectivamente.





� Documento WT/DS282/R de la OMC, de 20 de junio de 2005.





� Documento WT/DS282/AB/R de la OMC, de 2 de noviembre de 2005.


� Información en línea de la USITC.  Disponible en:  ftp://ftp.usitc.gov/pub/reports/studies/ PUB3125.pdf.





� Documento G/SG/N/10/USA/6/Suppl.8 de la OMC, de 12 de diciembre de 2003.





� Documento WT/DS248/R de la OMC, de 11 de julio de 2003.





� Documentos WT/DS248/AB/R y WT/DS/OV/21 de la OMC, de 10 de noviembre de 2003 y 30 de junio de 2004, respectivamente.


� Proclamación Nº 7.741, publicada en el Federal Register de 8 de diciembre de 2003, 68 FR 68483.





� Federal Register, 11 de marzo de 2005 (volumen 70, Nº 47).





� Documentos G/SG/N/16/USA/1, de 2 de mayo de 2005, distribuido anteriormente con la signatura G/SG/56, de 31 de octubre de 2002;  G/SG/N/16/USA/2, de 2 de mayo de 2005, distribuido anteriormente con la signatura G/SG/60, de 5 de febrero de 2003;  y G/SG/N/16/USA/3, de 2 de mayo de 2005, distribuido anteriormente con la signatura G/SG/69, de 20 de enero de 2004, de la OMC.





� Información en línea de la OTEXA.  Disponible en:  http://www.otexa.ita.doc.gov/cita.htm.





� Comité para la Aplicación de los Acuerdos Textiles, Procedures for Considering Requests from the Public for Textile and Apparel Safeguard Actions on Imports from China, 19 de mayo de 2003, Federal Register, volumen 68, Nº 98, 21 de mayo de 2003.





� Información en línea del Departamento de Comercio.  Disponible en:  http://www.commerce.gov/ opa/press/Secretary_Gutierrez/2005_Releases/April/04_CITA.htm.





� Estos son los límites establecidos en el párrafo 242 del documento WT/MIN(01)/3 de la OMC, de 10 de noviembre de 2001.





� El término categoría utilizado para la aplicación de los contingentes y en el Memorándum de Entendimiento incluye categorías parciales y categorías combinadas.  Las nueve categorías a las que se aplicaron contingentes en 2005 fueron:  338/339, camisas y blusas de punto de algodón;  347/348, pantalones de algodón;  352/652, ropa interior de algodón/fibras artificiales;  301, hilados peinados de algodón;  340/640, camisas de algodón y fibras artificiales para hombres y niños, no de punto;  349/649, sostenes de algodón y fibras artificiales y otras prendas de sujeción;  638/639, camisas y blusas de punto de fibras artificiales;  620, otros tejidos de filamentos sintéticos;  y 647/648, pantalones de fibras artificiales.  En 2004 se aplicó un contingente a la categoría 332/432/632, calcetines de algodón/lana/fibras artificiales.  En 2003 se aplicaron contingentes a las categorías:  349/649, sostenes de algodón y fibras artificiales;  350/650, batas de algodón y fibras artificiales;  y 222, tejidos de punto.





� Información en línea de la OTEXA.  Disponible en:  http://www.otexa.ita.doc.gov/safeguard05.htm.





� Los productos abarcados corresponden a las categorías 200/301, 222, 2229, 332/432/632pt (más calcetines para bebés), 338/339pt, 340/640, 345/645/646, 347/348, 349/649, 352/652, 359S/659S, 363, 443, 447, 619, 620, 622, 638/639pt, 647/648pt, 666pt, y 847.





� USTR (2005c).





� El texto completo del acuerdo está disponible en línea en:  http://www.ustr.gov/assets/ World_Regions/North_Asia/China/asset_upload_file91_8344.pdf.





� Declaración del Negociador Comercial Especial David Spooner, de la Oficina del USTR, sobre contingentes aplicables a calcetines chinos.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/document_Library/ Press_Releases/2005/November.





� El sistema de licencias de los Estados Unidos se describe con detalle en el documento G/LIC/N/3/USA/3 de la OMC, de 9 de noviembre de 2000.





� Reglamento de Control de Activos Cubanos (31 CFR 515), Ley de Control de las Exportaciones de Armas (22 USC 2797), Reglamento sobre Transacciones Iraníes (31 CFR 560), Reglamento sobre Sanciones a Birmania (31 CFR 537) y Reglamento sobre Sanciones al Sudán (31 CFR 538).





� 15 USC 717.





� 15 USC 717.





� Información en línea de la CBP, "Textile Status Report for Absolute Quotas".  Disponible en:  http://www.customs.gov/xp/cgov/import/textiles_and_quotas/textile_status_rpt [10 de junio de 2005].





� Documento G/TBT/2/Add.2 de la OMC, de 19 de febrero de 1996.





� Documentos G/TBT/N/USA/46-123 de la OMC.





� Documento G/TBT/10.7/N/46 de la OMC, de 21 de julio de 2004.





� Documentos G/TBT/M/30, G/TBT/M/32, G/TBT/M/33, G/TBT/M/34 y G/TBT/M/35 de la OMC, de 19 de agosto de 2003, 19 de abril de 2003, 31 de agosto de 2004, 5 de enero de 2005 y 24 de mayo de 2005, respectivamente.





� En el documento G/TBT/W/258 de la OMC, de 26 de octubre de 2005, figura un panorama general de la práctica reglamentaria estadounidense proporcionado por los Estados Unidos al Comité OTC.





� Ambos documentos están disponibles en línea en:  http://reginfo.gov.





� 5 USC 551 y siguientes.





� Ambos están disponibles en línea en:  http://www.gpoaccess.gov/fr/index.html;  y http://www.gpoaccess.gov/cfr/index.html.





� 19 USC 2532.





� 19 USC 2531.





� Orden Ejecutiva 12866-Planificación y Examen Reglamentario, 30 de septiembre de 1993.  Federal Register, 58 FR 51735, 4 de octubre de 1993.





� 5 USC 605.





� Oficina de Gestión y Presupuesto (2004).





� Sección III, Boletín sobre Calidad de la Información Definitiva para Examen por Homólogos.





� 5 USC 801 y siguientes.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, 22 de noviembre de 2004.





� 19 USC 1304.





� 19 USC 1304(a)(3)(J).





� 19 CFR 134-33.





� Ley Federal de Inspección de la Carne, 21 USC 601 y siguientes, y Ley de Inspección de los Productos de Aves de Corral, 21 USC 451 y siguientes.





� Federal Register, 69 FR 59708, 5 de octubre de 2004.  Una norma definitiva provisional tiene el vigor y la eficacia plenas de una ley.  Sin embargo, antes de que la norma definitiva provisional se revise o se confirme como norma definitiva, el organismo de que se trate recaba observaciones sobre aspectos específicos de ella.





� Federal Register, 69 FR 59727, 5 de octubre de 2004.





� Documento G/TBT/N/USA/83 y Corr.1 de la OMC, de 8 de octubre de 2004 y 15 de octubre de 2004.





� Documento G/TBT/M/35 de la OMC, de 24 de mayo de 2005.





� 49 USC 32304.  El reglamento de aplicación de la Ley figura en 49 CFR 583.





� 15 USC 70.  El reglamento de aplicación de la Ley figura en 16 CFR 303.





� 19 USC 2532.  Como complemento de la legislación, las orientaciones reglamentarias publicadas por la Oficina de Gestión y Presupuesto incluyen la obligación de tener en cuenta los efectos en el comercio y de evaluar las ventajas de la utilización de las normas internacionales pertinentes.  Véase el documento G/TBT/W/258 de la OMC, de 26 de octubre de 2005.





� 19 USC 2532.





� 19 USC 2571.





� 19 USC 2533.





� 15 USC 272.





� Oficina de Gestión y Presupuesto, Circular A-119, revisada, 10 de febrero de 1998.





� El informe más reciente abarca el ejercicio fiscal 2003.  Los informes están disponibles en:  http://standards.gov/NTTAA/index.cfm?do=NTTAAReports.main.





� Esta cifra no incluye las normas elaboradas por gobiernos que estaban en vigor antes del ejercicio fiscal 1997.  McIntyre & Moore (2004).





� Información en línea del ANSI.  Disponible en:  http://www.ansi.org/about_ansi/overview/ overview.aspx?menuid=1 [19 de agosto de 2003].





� Documento G/TBT/CS/N/83 de la OMC, de 9 de julio de 1998.





� USTR, comunicado de prensa de 15 de septiembre de 2005, United States and European Community Reach Agreement on Trade in Wine.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/ Document_Library/Press_Releases/2005/September/United_States_European_Community_Reach_Agreement_on_Trade_in_Wine.html.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� Documento G/SPS/ENQ/18 de la OMC, de 20 de diciembre de 2004.





� U.S. Department of Agriculture (2000).





� 7 CFR 319.56-2.





� Federal Register, 62 FR 56027, 28 de octubre de 1997.





� Federal Register, 62 FR 56028, 28 de octubre de 1997.





� APHIS (2004).





� Información en línea del APHIS.  Disponible en:  http://www.aphis.usda.gov/vs/ncie/country.html.





� Información en línea del APHIS.  Disponible en:  http://web01.aphis.usda.gov/ias.nsf.





� APHIS (2004).





� Las listas figuran en 9 CFR 327.2 en el caso de la carne y en 9 CFR 381.196 en el de las aves de corral.





� U.S. Department of Agriculture (2003).





� Alemania; Argentina; Australia; Austria; Bélgica; Brasil; Canadá; Costa Rica; Croacia; Dinamarca; Eslovaquia; España; Finlandia; Francia; Honduras; Hong Kong, China; Hungría; Irlanda; Islandia; Israel; Italia; Japón; México; Nueva Zelandia; Nicaragua; Países Bajos; Polonia; Reino Unido e Irlanda del Norte; República Checa; Rumania; Suecia; Suiza; y Uruguay.





� La lista de instalaciones certificadas está disponible en línea en:  http://www.fsis.usda.gov/ Regulations_&_Policies/Eligible_Foreign_Establishments/index.asp.





� Esos reglamentos figuran en:  Federal Register, 68 FR 58975, 10 de octubre de 2003 (registro y aviso previo);  Federal Register, 69 FR 71561, 9 de diciembre de 2004 (establecimiento y mantenimiento de registros);  y Federal Register, 69 FR 31659, 4 de junio de 2004 (interceptación administrativa).





� The Food Facilicy Registration Module (formulario de registro de instalaciones de productos alimenticios) está disponible en línea en:  http://www.access.fda.gov.





� Información en línea de la FDA, "Compliance Information:  Registration".  Disponible en:  http://www.cfsan.fda.gov/~furls/ffregsum.html [25 de agosto de 2005].





� Puede accederse a la Interfaz Automatizada de Aviso Previo en línea en:  http://www.access.fda.gov.  La información obligatoria que ha de presentarse a la FDA incluye los siguientes datos:  identificación del artículo alimenticio (por ejemplo, código del producto en la FDA);  fabricante y número de registro;  nombre y dirección del importador, propietario y destinatario final;  transportista y número de registro;  puerto, fecha de llegada e información del envío proyectado (por ejemplo, número del resguardo de porte aéreo o del conocimiento de embarque, número de contenedores, nombre del buque o avión y número del viaje o del vuelo).





� Información en línea de la FDA, "Prior Notice of Imported Food:  Harmonized Tariff Schedule Codes Flagged with Prior Notice Indicators".  Disponible en:  http://www.cfsan.fda.gov/~dms/htsguid3.html [25 de agosto de 2005].





� Véase, por ejemplo, Federal Register, 68 FR 58946, 10 de octubre de 2003.





� Artículo 201(n) de la Ley de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos.





� Información en línea de la FDA, "Guidance for Industry Voluntary Labeling Indicating Whether Foods Have or Have Not Been Developed Using Bioengineering".  Disponible en:  http://www.cfsan.fda.gov/ ~dms/biolabgu.html [28 de agosto de 2005].





� Los requisitos para obtener una constatación positiva figuran en 50 CFR 216.24(f).





� Información en línea de NOAA Fisheries.  Disponible en:  http://www.nmfs.noaa.gov/pr/ international/aidcp.htm [2 de septiembre de 2005].





� 16 USC 1537.





� 16 USC 1537.





� 22 USC 1978.





� NOAA, "Commerce Secretary Evans Certifies Iceland for its Whale Hunt".  Disponible en:  http://www.publicaffairs.noaa.gov/releases2004/jun04/noaa04-065.html [1º de septiembre de 2005].





� 49 USC 32901 y siguientes.





� Federal Register, 68 FR 74908, 29 de diciembre de 2003.





� Véase también USDOC, "Guiding Principles of the BIS".  Disponible en:  http://www.bis.doc.gov/ about/bisguidingprinciples.htm.





� 15 CFR, capítulo 7, disponible en línea en:  http://www.bis.doc.gov/PoliciesAndRegulations/ index.htm.





� Bureau of Industry and Security (2004).





� Más información sobre el programa de sanciones económicas de la OFAC está disponible en línea en:  http://www.treas.gov/offices/enforcement/ofac/sanctions/.





� La misión y el mandato del Ex-Im Bank figuran en la Ley del Banco de Exportación-Importación de 1945, modificada.





� 12 USC 635, subcapítulo I, b (1) (A).





� Información en línea del Banco de Exportación-Importación de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.exim.gov/about/mission.html [8 de agosto de 2005].





� Ley de nueva autorización de las actividades del Export-Import Bank, de 2002.





� Documento G/SCM/N/95/USA de la OMC, de 31 de octubre de 2003.





� Export-Import Bank of the United States, "Competitiveness Report for 2003".  Disponible en:  http://www.exim.gov/about/reports/compet/index2003.htm.





� Resolución Pública Nº 17 del 73er período de sesiones del Congreso.





� 19 USC 1313.  La definición de derechos, impuestos y gravámenes objeto de devolución figura en 19 CFR 191.3 e incluye los derechos de aduana, los derechos de marcado y los impuestos internos sobre los ingresos aplicables en el momento de la importación.  No incluye el derecho de mantenimiento del puerto.  Las disposiciones relativas a la devolución de determinados impuestos especiales de consumo figuran en 26 USC 5062.





� Artículo 101(f) de la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004.





� Daly (2005).





� Información en línea de la Oficina de Presupuesto del Congreso, "H.R. 4520:  American Jobs Creation Act of 2004".  Disponible en:  http://www.cbo.gov/showdoc.cfm?index=6007&sequence=0 [3 de agosto de 2005].





� Documento WT/DS108/RW2 de la OMC, de 30 de septiembre de 2005.





� Documento WT/DS317/2 de la OMC, de 3 de junio de 2005.





� Documento G/SCM/N/95/USA de la OMC, de 31 de octubre de 2003.





� Las preguntas formuladas por el Canadá figuran en el documento G/SCM/Q2/USA/28 de la OMC, de 24 de febrero de 2004, y las formuladas por la Unión Europea en el documento G/SCM/Q2/USA/29 de la OMC, de 19 de enero de 2004.  En el documento G/SCM/Q2/USA/30 de la OMC, de 17 de marzo de 2004, se reproducen las respuestas dadas por los Estados Unidos.





� 2 USC 622.





� CBO (2005a), cuadro 19-2.





� Información en línea del CFDA.  Disponible en:  http://www.cfda.gov.





� Charlotte Cuno contra Daimler Chrysler, Inc. y otros, 383 F.3d 379, modificada por 386 F.3d 738 (6th Cir. 2004).





� Artículo 199(c) de la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004.





� 19 USC 81.  El reglamento de la Oficina de Aduanas y Protección de Frontera sobre zonas francas figura en 19 CFR 146.





� Foreign-trade Zones Board (2005).


� Artículo 131 de la Ley de Comercio Exterior de 2002.





� 19 USC 2341(c).





� Información en línea de la Administración de Desarrollo Económico.  Disponible en:  http://www.egda.gov/Research/TradeAdj.xml.





� OMC (1999), capítulo III 4) vii).





� Entre ellas, la Ley Capper-Volstead de Asociaciones de Productores Agrícolas, la Ley de Acuerdos de Comercialización de Productos Agrícolas de 1937, la Ley de Comercialización Colectiva de los Pescadores, la Ley McCarran-Ferguson sobre la Reglamentación de los Seguros, la Ley de Ayuda a la Educación en función de las Necesidades, la Ley Webb-Pomerene, y la Ley Gramm-Leach Bliley.  Para más detalles, véase OMC (2004), Examen de las Políticas Comerciales - Estados Unidos, Ginebra, capítulo III 4) i) a).





� Comisión Federal de Comercio, 16 CFR Parts 801, 802 y 803, Premerger Notification;  Reporting and Waiting Period Requirements.  Final Rules, 23 de febrero de 2005.  Disponible en línea en:  http://www.ftc.gov/os/2005/02/050223premergerfrn.pdf.





� Información en línea de la FTC, "Revised Jurisdictional Thresholds for Section 7A of the Clayton Act", FTC Notice, 25 de enero de 2005.  Disponible en:  http://www.ftc.gov/os/2005/01/050125revised7 aclaytonactfrn.pdf.





� Véase Federal Trade Commission/Department of Justice (2004).





� OCDE (2005a).





� Esa cifra se eleva a más de 330 millones de dólares EE.UU. si se tienen en cuenta las multas convenidas por los demandados durante el ejercicio fiscal de 2004 pero que aún no han impuesto los tribunales.





� Comunicado de prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 19 de enero de 2005.  Disponible en línea en:  http://www.usdoj.gov/atr/public/press_releases/2005/207231.htm.





� El Tribunal devolvió el asunto al Tribunal de Apelación de distrito para que examinara la teoría alternativa de los demandantes de que el daño exterior no era independiente sino que los efectos internos de la conducta anticompetitiva estaban vinculados al daño exterior.  Al devolverlo, el Tribunal rechazó el argumento alternativo de los demandantes y sostuvo que la FTAIA exigía una relación de causa próxima entre el daño exterior y los efectos internos.  F. Hoffman-LaRoche, Ltd. contra Empagran S.A., Nº 01-7115 (D.C. Cir. 28 de junio de 2005).





� OCDE (2005a).





� OCDE (2005c).





� OCDE (2005d).





� Información en línea del Departamento de Justicia de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.Usdoj.gov/atr/public/international/int_arrangements.htm.


� Informes disponibles en línea en:  http://www.ustr.gov/World_Regions/North_Asia/Japan/ Regulatoy_Reform_Initiative/Section_Index.html.





� Documento GPA/MOD/USA/1 de la OMC, de 15 de enero de 2004.





� Documentos GPA/MOD/USA/2 y GPA/MOD/USA/3 de la OMC, de 21 de junio de 2004 y 1º de octubre de 2004, respectivamente.





� Documento GPA/O/USA/1 de la OMC, de 23 de diciembre de 2004.





� Documentos GPA/21/Add.3, GPA/22/Add.4, GPA/29/Add.4 y GPA/40/Add.4 de la OMC, de 30 de enero de 2002.





� Documento GPA/40/Add.4 de la OMC, de 30 de enero de 2002.





� Información en línea del FPDS, Federal Procurement Report FY 2003. Disponible en:  http://www.fpdc.gov/ fpdc/FPR2003a.pdf;  y FY 2004 Federal Awards by Department.  Disponible en:  http://www.fpdsng.com/ downloads/top_requests/total_federal-spending_by_dept.pdf.





� En el ejercicio fiscal de 2003 más del 84 por ciento del total correspondió a cuatro organismos:  los Departamentos de Defensa y de Energía, la Administración Nacional de Aeronáutica Espacial, y la Administración de Servicios Generales.





� Información en línea del FPDS, Federal Procurement Report.





� Federal Procurement Report FY 2004.  Disponible en:  http://www.fpdsug.com/downloads/FPR: Reports/Fpr_section_federal=views.pdf.





� Véase CBO (2005a).





� Documento GPA/W/23 de la OMC, de 17 de julio de 1996.





� Información disponible en línea sobre la OMB en:  http://www.whitehouse.gov/omb/;  y sobre la OFPP en:  http://www.whitehouse.gov/omb/procurement/index.html.





� Información en línea del FedBizOpps.  Disponible en:  http://www.fedbizopps.gov/.





� Información sobre el FAR y sus modificaciones está disponible en línea en:  http://www.arnet.gov/ far/facsframe.html.





� Por ejemplo, aplicación de las disposiciones de la Ley de Beneficios para los Excombatientes de 2003, la Ley de Asignaciones Consolidadas de 2005, y la Ley de Reforma de la Contratación de Servicios de 2003.





� FAR 4.1102, 1º de octubre de 2003.  Información en línea del CCR.  Disponible en:  http://www.ccr.gov.





� OMC (2004), cuadro AIII.2.





� Puede hallarse una lista de esas preferencias en OMC (2004), páginas 234 a 238.





� Federal Register, volumen 67, Nº 83, 30 de abril de 2002.  FAC 01-07 en línea.  Disponible en:  http://www.acqnet.gov/far/FAC/fac2001-07.pdf.





� Federal Register, volumen 69, Nº 248, 28 de diciembre de 2004.





� Como consecuencia, se suprimió de la lista a Botswana y se añadió al Afganistán, Angola, Camboya, Eritrea, Etiopía, las Islas Salomón, Laos, Madagascar, Mauritania, la República Democrática del Congo, el Senegal, el Timor Oriental y Zambia.





� En el documento GPA/W/285/Add.3 de la OMC, de 8 de enero de 2004, figuran los umbrales notificados a la OMC para 2004-2005.  El umbral en el marco del TLCAN puede hallarse en FAR Subpart 25.4-Trade Agreements 25.406, disponible en:  http://www.arnet.gov/far/;  y los umbrales en el marco de los Acuerdos de Libre Comercio con Australia, Chile y Singapur en Federal Register, volumen 69, Nº 192, 5 de octubre de 2004, página 59698.





� Alemania, Australia, Bélgica, el Canadá, Dinamarca, Egipto, España, Francia, Grecia, Israel, Italia, Luxemburgo, Noruega, los Países Bajos, Portugal, el Reino Unido, Suecia, Suiza y Turquía.  Los productos de Austria y Finlandia pueden también quedar exentos, caso por caso.





� USTR (2005e).





� Asistencia para la obtención de contratos principales;  asistencia para la subcontratación;  asistencia en las ventas de bienes del Gobierno;  certificado de competencia;  y programa destinado a las pequeñas empresas propiedad de excombatientes inhabilitados para el servicio.  Código de Reglamentos Federales, Título 13, volumen 1, modificado el 1º de enero de 2005.





� Se trata del Programa 8(a) de Desarrollo de las Empresas y el Programa de Certificación de Pequeñas Empresas Desfavorecidas.  Para más información, véase:  FAR Sub-Part 19.8, disponible en línea en:  http://www.arnet.gov/far/;  y SBA (2004).





� Puede encontrarse información sobre el Programa sobre la Adjudicación de contratos para la Potenciación de las Zonas Históricamente Infrautilizadas en SBA (2004).  En cuanto al Programa de Demostración de la Competitividad de las Pequeñas Empresas, pueden obtenerse pormenores en línea en:  http://www.arnet.gov/far/.





� FAR Subpart 25.9.  Disponible en línea en:  http://www.arnet.gov/far/current/pdf/FAR.book.pdf.





� Austria, Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Francia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, los Países Bajos, el Reino Unido y Suecia.





� Documentos IP/N/1/USA/1 e IP/N/1/USA/U/2 de la OMC, de 21 de enero de 1997 y 6 de octubre de 1998, respectivamente.





� Documentos IP/N/1/USA/C/3 e IP/N/1/USA/I/1 de la OMC, de 9 de febrero de 2004;  y documentos IP/N/1/USA/I/2 e IP/N/1/USA/I/3 de la OMC, de 9 de febrero y 20 de febrero de 2004, respectivamente.





� Información en línea de la OMPI.  Disponible en:  http://www.wipo.org.





� Con los siguientes países:  Bahamas, Bulgaria, Camboya, China, Corea, el Ecuador, Filipinas, Hungría, Jamaica, el Japón, Letonia, Nicaragua, el Paraguay, el Perú, Sri Lanka, el Taipei Chino, Trinidad y Tabago, y Viet Nam.  Información en línea del Departamento de Comercio de los Estados Unidos, Intellectual Property Agreements.  Disponible en:  http://www.tcc.mac.doc.gov/.





� Información en línea del USTR.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/Trade_Agreements/Bilateral/ Section_Index_html.





� USTR (2005d).





� 109º período de sesiones del Congreso, Resolución Nº 210 de la Cámara de Representantes, 12 de abril de 2005.  Disponible en línea en:  http://www.thomas.loc.gov/.





� USTR, Informe sobre el artículo 301 especial, 2005, Resumen Ejecutivo, página 9.





� Las últimas notificaciones figuran en los documentos IP/N/1/USA/I/1 e IP/N/1/USA/I/2 de la OMC, de 9 de febrero de 2004, y el documento IP/N/1/USA/I/3 de la OMC, de 20 de febrero de 2004.





� USPTO (2004).





� Documento IP/C/W/444 de la OMC, de 18 de marzo de 2005.





� Información en línea de la USPTO en:  http://www.uspto.gov/web/offices/com/speeches/05-03.htm.





� USPTO (2004).





� Federal Trade Commission (2003).





� Merrill y otros (2004).





� Información en línea del Tribunal Federal de Apelación de los Estados Unidos 03-1324, -1331.  Disponible en:  http://fedcir.gov/opinions/03-1324.pdf.





� USPTO (2004).





� Documentos WT/DS176/R y WT/DS176/ABR de la OMC, de 6 de agosto de 2001 y 2 de enero de 2002, respectivamente.


� Documento WT/DS176/15 de la OMC, de 21 de diciembre de 2004.





� Documento WT/DS176/16 de la OMC, de 1º de julio de 2005.





� Información en línea de la USPTO.  Disponible en:  http://www.uspto.gov.





� Documento IP/C/W/386 de la OMC, de 8 de noviembre de 2002.





� Documento TN/IP/W/9 de la OMC, de 13 de abril de 2004.





� Acuerdo entre los Estados Unidos y las Comunidades Europeas sobre el comercio del vino.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/assets/Document_Library/Fact_Sheets/2005/asset_upload_ file917_8030.pdf.





� Se consideran prácticas de importación desleales per se las infracciones de una patente estadounidense registrada, un derecho de autor estadounidense, una marca de fábrica o de comercio, un medio de enmascaramiento, o un dibujo o modelo del casco de una embarcación;  no hay prescripción en materia de determinación de la existencia de daño.





� USITC (2004b).





� Más información disponible en línea en:  http://info.usitc.gov/ouii/public/337inv.nsf.





� En espera del examen del Presidente, las importaciones quedaron sujetas al depósito de una fianza equivalente al 100 por ciento de su valor.  Información en línea de la USITC.  Disponible en:  http://info.usitc.gov/ouii/public/337inv.nsf/RemOrd/505/$File/337-TA-505.pdf?OpenElement.








